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La pandemia ocasionada por el virus 
del Covid-19 será recordada como un 
punto de inflexión en la historia recien-

te, dadas las características que la diferencian de 
otras situaciones de emergencia que pueden tener 
efectos devastadores sobre la vida humana. La crisis 
del Covid-19 se ha constituido un periodo de crisis 
prolongada en el que, si bien hoy se tiene la esperanza 
de estar un poco más cerca de su final, la evolución de 
la situación epidemiológica junto con el surgimiento de 
nuevas variantes del virus, han dificultado un pronóstico 
exacto sobre el momento en que podrá retomarse la nor-
malidad existente en el mundo pre-pandémico. 

El panorama se complejiza aún más si se considera que en un contex-
to como este, las desigualdades socio-estructurales presentes en nues-
tras sociedades no sólo han contribuido a acrecentar el nivel riesgo al 
que nos enfrentamos (Lavell, Mansilla, Maskrey & Ramírez, 2020), 
sino que también han producido un efecto acumulado que ha gene-
rado un desafío cuyas repercusiones se manifiestan a nivel sanitario, 
así como en las condiciones económicas y sociales de los países. Las 
afectaciones más notorias de esto se han mostrado tanto en la pér-
dida de vida humanas como en el cierre de negocios, el quiebre de 
empresas y la pérdida empleos.

Precisamente, a más de un año de que iniciara la emergencia, aún 
nos encontramos en medio de los efectos de la acelerada digita-
lización a la que los Estados, las empresas y las organizaciones 
debieron integrarse para frenar el contagio y asegurar su super-
vivencia a lo largo de la pandemia. En un entorno como éste, 
se ha intensificado el uso de las Tecnologías de la Información 
y la Comunicación (TIC) y con ello, el teletrabajo, la edu-
cación virtual y las teleconferencias se han vuelto normales 
en nuestra cotidianeidad. Todo esto parece indicar que la 
digitalización, en lugar de ser la excepción se convertirá 
en una constante durante las próximas décadas ya que 
procesos que se pensó que tomarían años, se vieron 
realizados en pocos meses. 

En ese sentido, la situación de crisis puede ser 
aprovechada “para adoptar las reformas ne-
cesarias que garanticen los beneficios de 
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la transformación digital a toda la población” (OCDE, 
2020, p.5). En consecuencia, impulsar los procesos de 
transformación digital en los países se considera como 
un aliciente para estimular la recuperación puesto que la 
misma puede estimular el desarrollo de 

innovaciones en los modelos de negocio y consu-
mo, transformando los sistemas de producción y 
las cadenas de valor, reorganizando sectores econó-
micos, generando nuevas dinámicas en el mundo 
del trabajo, creando bienes y servicios inteligentes 
e introduciendo nuevas condiciones de competi-
tividad (Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos, [OCDE], 2020, párr. 3). 

El aprovechamiento efectivo de las ventajas que trae con-
sigo la aceleración tecnológica, sólo será posible si la bre-
cha digital ha sido disminuida en sus múltiples dimen-
siones (uso, acceso y apropiación) y si las Tecnologías de 
la Información y la Comunicación (TIC) son integradas 
adecuadamente a lo interno de las instituciones y orga-
nizaciones. Lograr esto, demanda un “trabajo serio, in-
novador y coordinado de diseño de políticas públicas” 
(OCDE, 2020, párr.4), lo que implica planificación es-
tratégica y la construcción de una visión de largo plazo 
en la que se concrete una agenda que oriente la ruta del 
desarrollo digital en sus diferentes ámbitos. 

En este marco de acción, el impulso de la transforma-
ción digital también requiere ser apalancado mediante 
intervenciones que potencien la innovación. No obs-
tante, esto no deja de ser un reto significativo ya que 
existe una multiplicidad de factores que pueden limitar 
el desarrollo de estos procesos, entre los cuales pueden 
mencionarse que

gran parte de las empresas aún no han puesto a 
la tecnología y la innovación como centro de su 
estrategia competitiva, y a que los gobiernos aún 
enfrentan obstáculos para traducir buenas inten-
ciones en marcos coherentes de política pública 
con una asignación sostenida de recursos o en una 
mayor sofisticación de sus estrategias para fomen-
tar a la CTI1 (Cañete & Bosco, 2018, párr.2).

Para solventar estas falencias, así como para aprovechar 
el impacto positivo que la innovación puede provocar 

1	 CTI refiere a Ciencia, Tecnología e Innovación. 

en el desarrollo y el crecimiento económico de los 
países (Cañete & Bosco, 2018), la generación de nuevas 
oportunidades de negocio y creación de mecanismos 
novedosos para satisfacer las necesidades ciudadanas 
(Vega-Hernández, 2016), los Estados han decidido 
adoptar políticas públicas y estrategias que propicien 
entornos más innovadores y sobre todo, más propensos a 
la transformación tecnológica. 

Costa Rica no ha sido ajena a esta tendencia, sino que 
por el contrario desde hace varios años ha venido toma-
do decisiones a través de las cuales se refleja el interés de 
promover la innovación en el país (por ejemplo, con la 
promoción de políticas y planes como la Política Nacio-
nal de sociedad y economía basadas en el conocimiento 
y el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, 
entre otros). En línea con estos antecedentes, el presente 
capítulo muestra que la creación de nuevos instrumentos 
de política pública y la promulgación de regulación ocu-
rre de manera paralela al modo como acontecen los avan-
ces tecnológicos y/o se identifican necesidades de mejora 
en el desarrollo digital del país. 

Asimismo, en el periodo de análisis resulta evidente que 
el Estado costarricense cada vez le da más importancia 
al tema de la innovación, aspecto que se reitera con el 
cambio en la denominación del Micitt para que este pase 
a llamarse Ministerio de Ciencia, Innovación, Tecnología 
y Telecomunicaciones (decisión que reitera y visibiliza la 
importancia de la innovación dentro de la cartera). De 
igual modo, este también puede ser considerado como 
un año en el que se registra la creación de instituciona-
lidad específica en materia de innovación y gobierno di-
gital, con la creación de la Promotora Costarricense de 
Investigación e Innovación y la Agencia Nacional de Go-
bierno Digital. 

A partir de esto el capítulo capítulo está estructurado en 
siete secciones a través de las cuales se presentan las prin-
cipales políticas públicas que han sido promovidas entre 
la segunda mitad del 2020 y el primer semestre del 2021 
en las áreas de gobierno digital, telecomunicaciones, e 
innovación. Aunado a ello, se alude a algunos de los prin-
cipales procesos de formulación de políticas públicas que 
actualmente se están llevando a cabo como la Plan Na-
cional de Desarrollo de Telecomunicaciones 2022-2027 
y la Política Nacional de la Sociedad de la Innovación y 
el Conocimiento. 
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Seguidamente, los apartados segundo y tercero exploran 
los avances del país en materia de ciberseguridad y go-
bierno abierto con base a las diversas mediciones inter-
nacionales en ambas cuestiones. Esto es complementado 
con un análisis del progreso alcanzado en el marco de 
la implementación de algunas de las principales herra-
mientas en gobierno abierto que posee el Estado Costa-
rricense. 

El cuarto acápite se centra en analizar el estado de si-
tuación de la transformación digital en el sector público 
de Costa Rica, a la vez que aborda el comportamiento 
de la firma digital y el Sistema Integrado de Compras 
Públicas (Sicop) en el periodo de análisis y se registran 
otros progresos relevantes en este ámbito. Por su parte, la 
sección quinta de este documento se concentra en abor-
dar el teletrabajo durante el Covid-19, puntualizando la 
regulación existente en esta área, la normativa emitida en 
el último año producto de la emergencia y la situación de 
esta modalidad laboral en el sector público. 

Los apartados sexto y séptimo están dedicados a la pre-
sentación de la regulación TIC emitida recientemente y 
a los proyectos de ley en esta área. Finalmente, se cie-
rra con las consideraciones finales del documento en las 
cuales además de sintetizarse los principales hallazgos, se 
identifican oportunidades de mejora y retos futuros del 
desarrollo tecnológico de Costa Rica. 

1.1. POLÍTICAS PÚBLICAS TIC 

Esta sección se centra en analizar el desarrollo de la bioe-
conomía en Costa Rica y a partir de ello, ofrece una breve 
conceptualización sobre el término, se hace referencia al 
contexto internacional en el que esta se está desarrollan-
do, se describen los requerimientos necesarios para es-
tablecer una estrategia de economía y se presentan los 
antecedentes a través de los cuales se han consolidado las 
condiciones para establecer la actual Estrategia Nacional 
de Bioeconomía Costa Rica 2020-2030. A parte de esto, 
se ahonda en el contenido de dicho instrumento, el pro-
ceso de formulación y la implementación prevista para 
la misma. 

Adicionalmente, el apartado presenta los avances en el 
marco del Plan Nacional de Desarrollo de Telecomu-
nicaciones (PNDT) 2015-2021 al 2019 y los procesos 
de formulación del nuevo PNDT para 2022-2027, la 

Política Nacional de Sociedad y Economía basada en el 
Conocimiento (PNSyEC) y la Estrategia de Prevención 
y Atención del Abuso y Explotación Sexual de Niños, 
Niñas y Adolescentes en Línea (2021-2027).

1.1.1 ¿Qué es la bioeconomía?

A la hora de hablar de bioeconomía existen numerosas 
acepciones que se refieren al concepto de forma distinta, 
sin embargo, la mayoría de estas apuntan al conjunto de 
actividades económicas que pretenden hacer una utili-
zación sostenible que no comprometa la disponibilidad 
futura de los recursos biológicos naturales (Buracam, 
Trabacchi, Netto & Watson, 2020). A partir de esto, se 
busca maximizar el valor agregado de los bienes y servi-
cios que se generan, así como minimizar los desechos que 
se generan en el proceso productivo. 

En la bioeconomía, se busca el aprovechamiento más 
productivo y eficiente de los recursos naturales con el 
fin de optimizar la producción de bienes y servicios a 
través del aprovechamiento de diversos conocimientos y 
tecnologías que sirvan como medios para la identifica-
ción de soluciones innovadoras. Tales rasgos plantean un 
giro en el modelo de negocios predominante, ya que sig-
nifica reconocer que el deterioro medioambiental afecta 
negativamente a diversos sectores, generado importantes 
pérdidas económicas. 

Esto supone “un cambio total del papel de los recursos 
biológicos en la estructuración de las economías y la bús-
queda del bienestar social” (Hodson de Jaramillo, Henry 
& Trigo, 2019, p.13) al plantear que los sistemas de pro-
ducción actúen bajo una lógica regenerativa y por tanto, 
la bioeconomía puede ser considera como un tipo de eco-
nomía circular. Esta última refiere a un paradigma pro-
ductivo que reconoce el impacto ambiental que produ-
cen los diferentes productos a lo largo de su ciclo de vida 
y es por ello que pretende que los insumos productivos 
sean reutilizados, reparados, reciclados y revalorizados en 
aras de evitar que estos se conviertan en desechos. 

La explotación de los recursos naturales con respeto a los 
límites de estos contribuye al uso eficiente de los recursos 
fósiles, pero también abre la posibilidad para identificar 
fuentes alternativas que puedan sustituirles. Para alcanzar 
esto, los sectores productivos deben gestionar procesos de 
innovación e identificar las habilidades científicas reque-
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ridas para generar procesos de investigación y desarrollo 
(I+D) (Hodson de Jaramillo, Henry & Trigo, 2019). En 
esta lógica, las TIC, sobre todo aquellas vinculadas a la 
industria 4.0, son vistas como un medio para facilitar la 
transformación de la producción y los modelos de nego-
cio (Micitt, 2020a). En este proceso, el conocimiento se 
convierte en un factor clave para determinar las nuevas 
soluciones que se pondrán en práctica. 

Las estrategias productivas basadas en la bioeconomía 
pueden traer múltiples beneficios sobre todo si se consi-
dera que los comercios agrícolas sostenibles y el “uso de la 
tierra podría generar hasta US $2,3 billones adicionales 
por año y más de 70 millones de nuevos puestos de traba-
jo para el 2030” (Buracam, Trabacchi, Netto & Watson, 
2020, párr.2); lo que representa un nicho de oportuni-
dad para los negocios del sector primario y las energías 

limpias. De manera paralela, considerar que este tipo de 
políticas puede contribuir a la atracción de empresas que 
buscan invertir en sitios geográficos en los que se cumpla 
con ciertos estándares ambientales y sociales. 

De ser canalizadas adecuadamente, las políticas en bioe-
conomía pueden impactar positivamente el acceso, uso 
y distribución de recursos a nivel local puesto que, para 
mejorar la productividad y la competitividad de los bie-
nes y servicios de un territorio específico, es necesario el 
involucramiento y la participación de las comunidades 
cercanas en los procesos de toma de decisión. Esto con-
tribuye a “identificar y manejar las ventajas y desventa-
jas emergentes entre las actividades viejas y las nuevas, 
entre las diferentes escalas de aplicación y entre el corto 
y largo plazo” (Hodson de Jaramillo, Henry & Trigo, 
2019, p.16).

Figura 1.1. Características de la bioeconomía 

Fuente: Elaboración propia con base a Hodson de Jaramillo, Henry & Trigo, 2019.

Potencia el uso sostenible 
y eficiente de los recursos 

naturales

Modelo productivo que pretende 
minimizar la producción de 

desechos y darle valor agregado 
a los bienes y servicios

Las tecnologías y el 
conocimiento se vuelven factores 

productivos clave

Fomenta los procesos 
de innovación y la 
investigación y el 

desarrollo



19Capítulo 1  Institucionalidad y políticas públicas TIC

1.1.2 La bioeconomía a nivel 
internacional 

De acuerdo con Rodríguez (2017) la bioeconomía se convir-
tió en un tema de interés para los países desde la celebración 
de dos conferencias por la Unión Europea (UE) en el 2005 
(Bruselas) y 2007 (Colonia). En ambas ocasiones las discu-
siones se centraron en las oportunidades que la bioeconomía 
ofrecía a la región e inclusive, en la reunión del 2007 se pre-
sentó el Cologne Paper “Una bioeconomía basada en el conoci-
miento”, un documento que planteó la estrategia de desarrollo 
de la Eurozona para los próximos 20 años. Este proceso fina-
lizó con la publicación de la visión prospectiva “La bioecono-
mía Europea en 2030” y la “Estrategia Europea de Bioeconomía: 
Innovación para el crecimiento sostenible” en febrero del 2012. 

Es así como desde el 2013, en varios países europeos se co-
mienza a desarrollar políticas y planes de acción para im-
plementar la bioeconomía (Rodríguez & Aramendis, 2019) 
y Estados que no son de la Eurozona iniciaron a elaborar 
“estrategias orientadas al desarrollo de la bioeconomía, in-
cluyendo a Estados Unidos y Canadá, y a países emergen-
tes como China, India, Sudáfrica, Malasia y Rusia” (Cepal, 
2015, p.5). Este interés se extendió a otras regiones provo-
cando que para el 2018 cerca de 50 países en el mundo ya 
contaran con estrategias de bioeconomía incorporadas en 
sus planes de desarrollo y/o en instrumentos de alcance re-
gional (Hodson de Jaramillo, Henry & Trigo, 2019). 

En el caso de América Latina, algunos países como Ar-
gentina, Brasil, Colombia, Costa Rica y Uruguay des-
tacan por liderar la adopción e implementación de este 
tipo de políticas; mientras que muchos otros, aunque no 
disponen de estrategias de bioeconomía, sí cuentan con 
políticas en ámbitos relacionados como la innovación, la 
biodiversidad y los servicios ambientales, la biotecnolo-
gía y sus aplicaciones, la bioenergía y el aprovechamiento 
de desechos (Rodríguez, 2017). Esto contribuye a crear 
condiciones que fortalecen el potencial de la región para 
establecer empresas basadas en la bioeconomía. 

Asimismo, se considera que este modelo de negocios 
puede contribuir con la resiliencia al cambio climá-
tico e inclusive, se considera que pasada la crisis del 
Covid-19 podría estimular la recuperación de los paí-
ses de la zona al estimular “una senda de crecimiento 
económico a largo plazo que sea resiliente al cambio 
climático y que esté sustentado en actividades de bajas 
emisiones que a su vez permita restaurar y conservar 
la biodiversidad de la región” (Buracam, Trabacchi, 
Netto & Watson, 15 de mayo del 2020, párr.5). Sin 
embargo, el proceso de transformación no está exento 
de retos, sobre todo porque la existencia de marcos 
normativos incompletos, la permanencia de barreras 
financieras, económicas, técnicas y de conocimiento y 
de capital humano pueden limitar la implementación 
de la bioeconomía en el área. 

Figura 1.2. Principales barreras que limitan el desarrollo de la bioeconomía en la región 
Fuente: Tomado de Buracam, Trabacchi, Netto & Watson, 2020. 

•	 Marcos regulatorios y normativos 
inadecuados.

•	 Falta de armonización en los crite-
rios de clasificacoón de los nuevos 
productos de la bioeconomía

•	 Ausencia de esquemas de trazabilidad y falta de normas homologadas que, a su vez, limitan la valori-
zación de la biodiversidad. 

•	 Restricciones inadecuadas a la escala del mercado y barreras de entrada al mercado y barreras de 
entra en el mercado para las empresas relacionadas con la bioeconomía. 

•	 Falta de mercados desarrollados y/o insuficiente capacidad logística para acceder a las cadenas de 
valor mundiales. 

•	 Dificultades en la generación de los procesos asociativos para mejorar la bancabilidad de los proyectos. 
•	 Sistema de monitoreo adecuado para evaluar los impactos socioeconómicos, ambientales y climáticos. 

•	 Conocimiento insuficiente sobre las oportunidades y 
beneficios de la bioeconomía. 

•	 Conocimientos erróneos para el desarrollo de nuevos pro-
ductos, procesos, empresas y cadenas de valor biológicas. 

•	 Ecosistema empresarial con conocimiento y experiencia 
limitada en modelos de negocios para la bioeconomía. 

•	 Barreras sociocilturales para el consumo de productos de 
la bioeconomía. 

•	 Bajo acceso a financiamiento en todas las etapas del desarro-
llo empresarial.

•	 Ajuste inadecuado entre riesgos y retornos.
•	 Escasas oportunidades de inversión en bionegocios.
•	 Altos costos de los requisitos documentales y de certificación .
•	 Costos de transacción relativamente elevados para las 

instituciones financieras debido al limitado número y escala 
de bionegocios.

Barreras políticas, 
regulatorias e institucionales

Barreras técnicas

Barreras de conocimiento y capacidad humana
Barreras económicas y financieras
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Superar estas limitaciones requiere de la creación de in-
centivos que incrementen la inversión pública y priva-
da destinada a la bioeconomía y de la evaluación de los 
mecanismos de financiamiento disponibles e identificar 
fuentes innovadoras para la obtención de recursos (Ro-
dríguez & Aramendis, 2019). Por ello resulta funda-
mental que se construyan “alianzas estratégicas con los 
Bancos Nacionales de Desarrollo, los financiadores y las 
organizaciones de apoyo técnico para llegar a las peque-
ñas, medianas y grandes bioempresas calificadas” (Bura-
cam, Trabacchi, Netto & Watson, 2020, párr.7).

Para alcanzar esto, el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) propone un marco de acción integrado y holístico 
para superar estos obstáculos a partir de tres pilares dis-
tintos: a) instrumentos de financiación innovadores, b) 
asistencia técnica o institucional integrada y c) monito-
reo riguroso, evaluación e informes (ver figura 1.3.) Este 
abordaje busca fortalecer a las bioempresas y las cadenas 
de valor de los sectores productivos primario, industrial y 
de servicios, así como ofrecer herramientas que faciliten 
la decisión de invertir y financiar bioemprendimientos 
en la región.

Figura 1.3. Componentes de un marco integrado y holístico para la bioeconomía 

Fuente: Tomado de Buracam, Trabacchi, Netto & Watson, 2020.

1.1.3 Requerimientos para establecer 
una estrategia de bioeconomía 

Implementar un modelo económico sustentado en la 
bioeconomía implica decidir cómo se desarrollará dicho 
proceso, lo que obliga a decidir si se adoptará entre el en-
foque de la biomasa o el del conocimiento como un factor 
productivo y/o una combinación de ambas opciones. A 
pesar de la diferencia en cuanto a la orientación, ambos 
enfoques reconocen a la innovación como el motor de 

cambio que permite el desarrollo de actividades de pro-
ducción, distribución y consumo mucho más eficientes y 
sostenibles (Trigo, Regúnaga, Costa & Coremberg, 2019). 

Una vez que se ha definido dicho aspecto, es indispensa-
ble que se incorporen las tecnologías como la biotecno-
logía y la nanotecnología, así como otras que permitan 
la recopilación de grandes cantidades de datos y además, 
complementen las tecnologías existentes, haciendo más 
eficiente el uso del suelo en actividades productivas como 
la agricultura y reduciendo su impacto ambiental. 

Asistencia técnica e 
institucional integrada

Vehículos e instrumentos de 
financiación innovadora

Construir conocimientos y capacidades para:

•	 Transformar las capacidades de las 
instituciones financieras para que 
tengan en cuenta los riesgos/oportu-
nidades relacionadas con el entorno 
de negocio.

•	 Acelerar las bioempresas en las eta-
pas tempranas. 

•	 Capacitar a pequeños productores en 
los aspectos técnicos, asociativos y 
comerciales de su actividad producti-
va, entre otros. 

•	 Apoyar la adopción de sistemas de 
certificación para valorizar las inver-
siones en biodiversidad. 

Desarrollar, estructurar y capitalizar 
vehículos de propósito especial de 
financiamiento para:

•	 Ofrecer un conjunto de pro-
ductos financieros innovadores 
para satisfacer las amplias ne-
cesidades de las empresas

•	 Atraer inversores privados que 
persiguen impactos socioeco-
nómicos, ambientales y climá-
ticos

•	 Aprovechar los mercados de 
capitales para obtener impac-
tos basados en resultados. 

Desarrollar un sistema de capa-
cidades de monitoreo, evaluación 
y reporte de los impactos para: 
Desarrollar productos de financia-
miento ajustados al perfil de riesgo 
de los inversores. 

•	 Valorizar los beneficios económi-
cos y financieros asociados con 
la conservación, preservación y 
mejora de la biodiversidad. 

•	 Informar sobre los resultados 
climáticos y los co-beneficios 
socioeconóicos y ambientales de 
los bioemprendimientos. 

Vehículos e instrumentos 
de financiación 

innovadora
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Otro de los aspectos esenciales es mantener un diálogo 
continuo con diferentes actores como ministerios e insti-
tuciones públicas, academia, sociedad civil organizada y 
el sector productivo, de modo tal que se puedan articular 
incentivos adecuados para promover el emprendimiento 
y la innovación. En este proceso se deben adoptar prin-
cipios como la multisectorialidad, la descentralización, la 
competitividad y la sostenibilidad (Hodson de Jaramillo, 
Henry & Trigo, 2019) en aras de que el diálogo entre 
actores facilite la identificación y la articulación de las 
iniciativas que ya han sido puestos en práctica (Rodrí-
guez-Vargas, 2019).

Después de afianzar este tipo de interlocución se deben 
establecer un sistema de gobernanza, los canales para co-
municar, coordinar y dialogar con los diferentes actores y 
definir los mecanismos para la sostenibilidad económica 
y financiera (Rodríguez & Aramendis, 2019). Esto últi-
mo tiene una importancia estratégica pues condiciona el 
acceso de los recursos a los sectores científicos y de inves-
tigación y desarrollo que puedan requerirlo. Pero además 
del acceso, resulta necesario que el financiamiento de la 
bioeconomía garantice “el apalancamiento económico de 
proceso como la incubación y aceleración de empresas, 
así como el apoyo a startups y spinfoffs” (Rodríguez & 
Aramendis, 2019, p.9). 

1.1.4 Antecedentes y avances hacia la 
bioeconomía en Costa Rica 

La ubicación geográfica del país, la variedad de productos 
para la exportación, la suscripción de múltiples acuerdos 
comerciales, la “calidad del recurso humano y la existen-
cia de laboratorios y centros de investigación reconoci-
dos internacionalmente en ámbitos relacionados con la 
bioeconomía” (Micitt, 2020a, p.27), son algunas de las 
condiciones que pueden contribuir al desarrollo de la 
bioeconomía en Costa Rica. 

Asimismo, la institucionalidad creada en el país junto 
con el marco legal existente y algunas de las políti-
cas públicas implementadas ofrecen un clima propi-
cio para potenciar la bioeconomía (Rodríguez-Vargas, 
2019). A nivel normativo, se han dado pasos impor-
tantes desde la década de 1940 con la creación de 
instancias como el Instituto Costarricense de Electri-
cidad (ICE) y la promoción de normas como la Ley 

de Conservación de la Fauna Silvestre (Ley N°4551); 
sin embargo, es hasta finales de 1980 y principios de 
1990, que la institucionalidad del sector empieza a to-
mar forma con la creación del Ministerio de Recursos 
Naturales, Energía y Minas (Mirenem) que algunas 
décadas después evolucionará hasta convertirse en el 
Ministerio de Ambiente y Energía.

Con la consolidación de un ente rector en materia am-
biental, así como con la creación de instituciones que 
coadyuvan en diferentes ámbitos; también advino la 
promoción de nueva normativa y se comenzaron a es-
tablecer políticas públicas que sientan bases para esta-
blecer la bioeconomía. A nivel gubernamental, el Mi-
nisterio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones 
(Micitt) “es la entidad que lidera las actividades de bioe-
conomía en el país, en el marco del proceso de adhesión 
de Costa Rica a la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico” (Rodríguez-Vargas, 2019, 
p.106). 

Otras de las instancias que juegan un rol relevante no 
solo en la formulación sino en la ejecución de la estrate-
gia son el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), 
el Ministerio de Salud (MS), el Ministerio de Economía, 
Industria y Comercio (MEIC), el Ministerio de Comer-
cio Exterior (Comex), el Ministerio de Planificación 
Nacional y Política Económica (Mideplan), el Consejo 
Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas 
(Conicyt), la Comisión Técnica de Bioseguridad, la Co-
misión Nacional de Gestión de la Biodiversidad, la Pro-
motora de Comercio Exterior (Procomer), el Instituto de 
Investigación y Transferencia en Tecnología Agropecua-
ria (INTA), la Oficina Nacional de Semillas, el Servicio 
Nacional de Sanidad Animal (Senasa) y el Servicio Fito-
sanitario del Estado. 

Por su parte, en cuanto al apoyo a la inversión debe seña-
larse que el país no cuenta con fondos para apoyar las in-
versiones en proyectos biobasados, no obstante, se tienen 
algunos fondos que podrían asumir dicha función como 
el “Fondo de Incentivos para el Desarrollo Científico y 
Tecnológico, el Fondo Propyme y el Fondo Nacional 
de financiamiento Forestal” (Rodríguez-Vargas, 2019, 
p.109). 

En el criterio de Rodríguez-Vargas hay cuatro aspectos 
que constituyen ventanas de oportunidad para que el 
país desarrolle una política de bioeconomía. Estos proce-
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sos corresponden a la adhesión a la OCDE, el desarrollo 
del Plan Nacional de Descarbonización, el cambio hacia 
la bioeconomía basada en el conocimiento y la “articu-
lación público-privada que se ha empezado a generar 
en ámbitos relacionados con la bioeconomía a partir de 
la creación del clúster cr-Biomed” (Rodríguez-Vargas, 
2019, p.109). 

De estos procesos, es importante señalar que producto 
de la revisión de la política de innovación, la OCDE 
le recomendó al Estado costarricense que 1) fomentar 
la innovación en aras de incrementar la productividad, 
2) fortalecer el compromiso con la ciencia, la tecnolo-
gía y la innovación (CTI) a largo plazo, 3) robustecer 
la coherencia entre las políticas públicas y su ejecu-
ción, 4) fortalecer la investigación pública para la in-
novación y 5) mejorar la información que es utilizada 
en la formulación de políticas de ciencia, tecnología 
e innovación (Rodríguez-Vargas, 2019). Dos de es-
tas recomendaciones son relevantes para fomentar la 
bioeconomía. 

Primeramente, potenciar la innovación implica “apoyar 
a las pymes a fin de que acrecienten sus capacidades para 
tener acceso y adopten nuevas tecnologías y conocimien-
tos” (Rodríguez-Vargas, 2019, p.110) de modo que eso 
les permita vincularse a las cadenas globales de valor. Esto 
es fundamental para fomentar los emprendimientos de 
alta tecnología, lo cual resulta clave para fomentar una 
bioeconomía sustentada en el conocimiento. Además, re-
sulta necesario que se mejore la ejecución de las políticas 
ya que para “superar la fragmentación y la débil coor-
dinación entre los actores relevantes” (Rodríguez-Vargas, 
2019, p.110), superando la lógica sectorial. Superar estos 
desafíos resulta necesario ya que ello puede contribuir a 
que en nuestro país (Torres-Carballo, 2021):

•	 Se incremente la resiliencia y el uso sostenible de 
la biodiversidad existente.

•	 Se fortalezca el desarrollo social, económico y am-
biental. 

•	 Se transite hacia una sociedad post recursos fósiles. 

•	 Se fomente y aplique el conocimiento científico 
en las ciencias biológicas y de la vida, y ello contri-
buya al desarrollo de cadenas productivas de alto 
valor agregado. 

1.2 ESTRATEGIA NACIONAL DE 
BIOECONOMÍA COSTA RICA 2020-
2030

Los antecedentes mencionados crearon las condiciones 
para que en el 2020 el país adoptara la Estrategia Na-
cional de Bioeconomía Costa Rica 2020-2030, como una 
herramienta alineada a las recomendaciones de acceso 
de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE) y las metas plasmadas en el Plan 
Nacional de Descarbonización. Según este último, en 
nuestro país se debe “alcanzar una economía moderna, 
verde, libre de emisiones, resiliente e inclusiva” (F, Torres-
Carballo, comunicación personal, 10 de septiembre del 
2021). 

A partir de este mandato, el Micitt asumió el compro-
miso de liderar el proceso de creación de una herra-
mienta que contribuyera al tránsito hacia la bioecono-
mía. Para ello, trabajó con instancias como el MAG, el 
MEIC y el Minae en un proceso que concluirá con la 
presentación de la Estrategia el 7 de agosto del 2020 
a través de un evento virtual del Micitt. Dicho docu-
mento constituye un marco orientador para articular las 
políticas públicas ambientales y del sector productivo, 
unir iniciativas públicas y privadas, “alinear incentivos 
e inversiones públicas, y orientar la iniciativa privada” 
(Micitt, 2020, p.25) en estas áreas, así como entorno a 
la descarbonización. Con base a este enfoque, la bioeco-
nomía es definida como la

producción, utilización, conservación y regenera-
ción de recursos biológicos, incluyendo los cono-
cimientos, la ciencia, la tecnología y la innovación 
relacionados con dichos recursos, para proporcio-
nar información, productos, procesos y servicios 
a todos los sectores económicos, con el propósito 
de avanzar hacia una economía sostenible (Micitt, 
2020a, p.14). 

Esta política pretende establecer una economía ecoló-
gica, resistente, descarbonizada, competitiva y susten-
tada en el conocimiento, a través de la incorporación 
de la bioeconomía circular y la descarbonización de 
los procesos de producción y consumo. Con ello, se 
tiene la aspiración de crear un entorno en el que la 
producción sea sostenible, genere un alto valor agre-
gado en todas las regiones de país, que se base en el 
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aprovechamiento de la biodiversidad, la circularidad 
en el uso de la biomasa y el progreso tecnológico (Mi-
citt, 2020a). Para alcanzar dicha meta, la estrategia 
adopta los principios de inclusión social y desarrollo 

territorial balanceado; agregación del valor, diversifi-
cación, sofisticación productiva y creación de empleos 
“verdes”; y desarrollo sostenible y acción climática, y 
cinco ejes transversales (ver figura 1.4.). 

Incentivos, 
financiamiento e 

inversión extranjera

Educación y 
desarrollo de 
capacidades

Investigación, 
desarrollo e 
innvoación

Comunicación con 
la sociedad

Acceso a 
mercados

Figura 1.4. Ejes transversales de la Estrategia Nacional de Bioeconomía de Costa 
Rica 2020-2030

Fuente: Elaboración propia con base a Micitt, 2020. 

En línea con estos principios y ejes transversales la estra-
tegia plantea tres objetivos estratégicos (ver tabla 1.1.) 
con base a los cuales se definen cinco ejes de acción que 
son: a) bioeconomía para el desarrollo rural, b) biodiver-

sidad y desarrollo, c) biorrefinería de biomasa residual, d) 
bioeconomía avanzada y e) bioeconomía urbana y ciuda-
des verdes.

Tabla 1.1. Objetivos estratégicos de la Estrategia Nacional de Bioeconomía de Costa 
Rica 2020-2030

Convertir a Costa Rica en un país modelo en desarrollo sostenible, aprovechando sus recursos biológicos para promover la inclusión 
social y la equidad, el desarrollo territorial balanceado, la conservación, el conocimiento y uso sostenible de su biodiversidad, y la 
competitividad nacional. 

Hacer de la bioeconomía uno de los pilares de la transformación productiva de Costa Rica, promoviendo la innovación, la agregación 
de valor, la diversificación y la sofisticación de su economía, aplicando los principios de la bioeconomía circular y buscando la 
descarbonización fósil de los procesos de producción y consumo.

Promover la convergencia entre la riqueza del país en recursos biológicos y el uso de capacidades nacionales en el ámbito de las 
ciencias biológicas para su valorización. 

Fuente: Tomado de Micitt, 2020.
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Tabla 1.2. Ejes estratégicos y líneas de acción de la Estrategia Nacional de 
Bioeconomía de Costa Rica 2020-2030

EJE ESTRATÉGICO OBJETIVO LÍNEAS DE ACCIÓN

1. Bioeconomía para el 
desarrollo rural

Fomentar un desarrollo productivo rural 
sostenible e inclusivo, a partir de la diversi-
ficación y agregación de valor en la produc-
ción de bienes y servicios en las activida-
des agropecuarias, pesqueras y forestales, 
fomentando la creación de redes de valor y 
una mejor gestión ambiental de sus proce-
sos productivos.

1. Producción agropecuaria sostenible y con descarbonización 
fósil. 

2. Alimentos e ingredientes con valor agregado y atributos de 
diferenciación. 

3. Pesca y acuicultura sostenibles.

2. Biodiversidad y de-
sarrollo

Potenciar los servicios ecosistémicos y 
el uso sostenible de los recursos de la 
biodiversidad terrestre y marina como un 
nuevo motor para el desarrollo sostenible, 
inclusivo, con alta agregación de valor 
y bajas emisiones de gases de efecto 
invernadero.

1. Uso sostenible de la biodiversidad y bioturismo en corredores 
biológicos. 

2.Fomento de los servicios ecosistémicos. 

3.Bioprospección y aprovechamiento económico de los recursos 
genéticos y bioquímicos de la biodiversidad. 

4.Desarrollo de aplicaciones de tecnologías digitales (APP) sobre 
áreas de conservación y la belleza escénica natural del país.

3. Biorrefinería de bio-
masa residual

Fomentar el desarrollo de nuevas actividades 
productivas basadas en el aprovechamiento 
pleno y la valorización de la biomasa 
residual de los procesos agropecuarios, 
agroindustriales, forestales y pesqueros

1. Conocimiento de la biomasa residual. 

2.Producción de bioenergía.

 3.Producción de biomateriales.

 4. Producción de biomoléculas y bioproductos avanzados de alto 
valor.

4. Bioeconomía avan-
zada

Fomentar la creación de nuevas actividades 
a partir del desarrollo de nuevos productos, 
aplicaciones y plataformas biotecnológicas y 
bionanotecnológicas, potenciando sinergias 
y alineamientos entre las capacidades 
científicas del país en ciencias biológicas 
y el uso sostenible de los recursos de la 
biodiversidad.

1. Instaurar un clima de negocios favorable para el desarrollo de 
nuevos productos, aplicaciones y plataformas biotecnológicas y 
bionanotecnológicas. 

2. Impulsar del emprendimiento en nano y biotecnologías y 
ámbitos relacionados. 

3. Apoyar emprendimientos en las fases de pilotaje y escalamiento. 
4. Colocar, en mercados internacionales, los nuevos bioproductos, 
plataformas, aplicaciones biotecnológicas, entre otros.

5. Bioeconomía urbana 
y ciudades verdes

Promover la aplicación de principios 
biológicos en políticas e iniciativas para el 
desarrollo urbano, en ámbitos relacionados 
con la gestión de residuos sólidos, el 
desarrollo de espacios para el esparcimiento 
y la construcción de edificios.

1. Gestión sostenible y valoración de residuos sólidos urbanos.

 2. Corredores biológicos interurbanos. 

3. Diseño urbano inspirado en principios, procesos y sistemas 
biológicos.

Fuente: Elaboración propia con base a la Estrategia Nacional de Bioeconomía Costa Rica 2020-2030.
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Esta herramienta complementa otras políticas que el 
país ha adoptado recientemente, entre las cuales pue-
de mencionarse, el Plan Nacional de Desarrollo y de 
Inversión Pública 2019-2022, la Política Nacional de 
Producción y Consumo Sostenible 2018-2030, el Plan 
Nacional de Descarbonización 2018-2050, la Estrategia 
Nacional de Biodiversidad 2015-2025, el Plan Nacio-
nal para la Gestión Integral de Residuos 2016-2021, el 
Plan de Implementación REDD+, la Política Nacional 
de Sociedad y Economía Basadas en el Conocimiento, el 
Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, la 
Estrategia de Transformación Digital del Bicentenario 
2018-2022, el Programa Nacional de Corredores Bio-
lógicos, el Plan Nacional de Desarrollo Forestal 2010 y 
2020 y la Política de Estado para el Sector Agroalimen-
tario y el Desarrollo Rural Costarricense 2010-2021 
(Micitt, 2020a). También está vinculada con la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible, el Convenio sobre 
Diversidad Biológica, la Convención de Lucha contra 
la Desertificación, el Convenio de París sobre Cambio 
Climático y el Convenio sobre la Diversidad Biológica 
(Cepal, 2020). 

1.2.1 Construcción de la estrategia 

La construcción de la Estrategia Nacional de Bioeco-
nomía dio inicio en diciembre del 2017 con el desa-
rrollo de un taller en el que se presentaron las reco-
mendaciones de la OCDE a los programas de ciencia, 
tecnología e innovación; lo que motivó a la Adminis-
tración en curso a adoptar la bioeconomía como una 
forma de responder a dichas recomendaciones. Dicho 
proceso fue retomado durante la Administración Alva-
rado Quesada con el apoyo del Programa Regional de 
Cooperación Técnica Cepal2-Gobierno de Alemania, 
y la posterior incorporación del Instituto Interame-
ricano de Cooperación para la Agricultura (IICA) en 
el 2018. Su formulación fue liderada por el Minae, el 
Micitt, el MAG y el MEIC.

Entre 2018 y 2019 se logró realizar un “levantamiento 
de información sobre las iniciativas de políticas y de in-

2	 La Estrategia fue construida con el apoyo del grupo de 
trabajo interdisciplinario Gran Impulso Ambiental de la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Ce-
pal). 

vestigación y desarrollo en ámbito relevantes para la…
bioeconomía” (F, Torres-Carballo, comunicación perso-
nal, 10 de septiembre del 2021). Aunado a ello, se con-
sultaron personas expertas de diversas áreas y sectores 
y se efectúo un taller para determinar las principales 
líneas de trabajo y la pertinencia de dicho enfoque para 
Costa Rica. 

Todo esto sirvió para recopilar insumos que poste-
riormente, fueron utilizados para la elaboración de 
una primera versión de la estrategia, la cual fue so-
metida a consulta entre abril y mayo del 2019 en 
cinco talleres con actores distintos. Cabe señalar que 
en la construcción de la estrategia participaron re-
presentantes del sector tecnológico y la sociedad civil 
organizada.

En junio del 2019 se decidió crear el Comité Inter-
ministerial de Bioeconomía (CIBE) con los minis-
terios participantes con el fin de establecer un es-
pacio de articulación para implementar la primera 
fase de la Estrategia, realizar la coordinación técnica 
y monitorear su progreso. Este órgano cuenta con la 
participación del Sistema de Banca para el Desarro-
llo (SBD) y de la cooperación técnica de la CEPAL 
como miembro observador, y se “reúne mensualmen-
te de manera virtual el tercer jueves de cada mes y 
cuenta con respaldo documental de cada sesión” (F, 
Torres-Carballo, comunicación personal, 10 de sep-
tiembre del 2021).

Posteriormente, se desarrolló una fase de consulta 
regional en la que se identificaron cerca de 100 po-
sibles proyectos biobasados que podrían ejecutarse 
(Cepal, 2020), con el apoyo del Ministerio de Plani-
ficación Nacional y Política Económica (Mideplan) 
y el MAG. En esta fase, los Consejos Regionales de 
Desarrollo (Coredes) y los Comités Sectoriales Agro-
pecuarios del MAG tuvieron una participación muy 
relevante al contribuir con la identificación de “los 
actores fundamentales, sus roles y áreas de influen-
cia” (F, Torres-Carballo, comunicación personal, 10 
de septiembre del 2021) y en la co-creación de la 
Estrategia.

Debe señalarse que en el diseño de esta política no 
se incluyó el respectivo plan de acción, ya que la Es-
trategia establece que serán varios planes de acción. 
Dichos instrumentos deberán articular “los ejes es-
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tratégicos y sus líneas de acción, los principios, los 
objetivos estratégicos y los ejes transversales” (Mi-
citt, 2020, p.70) e integrar tres subprocesos: a) la 
creación del Observatorio de Bioeconomía como 
parte del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnolo-
gía (SINCYT), b) la formulación de una cartera de 
proyectos bioeconómicos y c) el fortalecimiento y 
articulación interinstitucional para el desarrollo de 
acciones conjuntas entre diversos sectores, institu-
ciones y niveles. 

A la fecha de preparación del presente informe, estos 
planes estaban en construcción y su desarrollo tiene 
contemplado la integración de “acciones estratégicas 
con enfoque territorial, reconociendo las fortalezas y 
particularidades de las regiones de nuestro país” (F, To-
rres-Carballo, comunicación personal, 10 de septiem-
bre del 2021). En este proceso se pretende mantener la 
participación de los Coredes, así como de todo el resto 
de actores del sector académico, privado, de coopera-
ción internacional y sociedad civil previamente vincu-
lado. 

1.2.2 Proceso de implementación de la 
estrategia 

En lo que respecta a su implementación debe señalarse 
que la estrategia será implementada en tres etapas me-
diante las cuales: 

•	 Fase de impulso (2020-2022): se pretende 
establecer las bases institucionales para que la 
bioeconomía se desarrolle en el país, se dise-
ñen los planes de acción para ejecutar la es-
trategia, se definan los proyectos estratégicos 
y se reconozcan los recursos para su imple-
mentación. 

•	 Fase de escalamiento (2022-2026): busca con-
solidar condiciones institucionales y normativas 
que potencien el escalamiento de las iniciativas 
de bioeconomía, extender el ámbito de aplica-
ción de los planes de acción, y “determinar una 
segunda ronda de proyectos e iniciativas estraté-
gicos regionales de bioeconomía, focalizados en 
sectores de alto valor agregado” (Micitt, 2020a, 
p.69). 

•	 Fase de consolidación (2026-2030): en ella se 
habrá instaurado la bioeconomía basada en la 
descarbonización fósil y el desarrollo sostenible 
y el país será un modelo “en el desarrollo de la 
bioeconomía en contextos de alta biodiversidad” 
(Micitt, 2020a, p.69). 

Para la ejecución de esta política, se requiere de una 
estructura de gobernanza en la que se propicie la 
participación de actores del sector público, priva-
do y la academia, los cuales mediante el desarrollo 
de diverso tipo de alianzas establezcan metas y pro-
duzcan las condiciones, los acuerdos e impulsen los 
“mecanismos que otorguen a la política flexibilidad 
para adaptarse a las nuevas oportunidades” (Micitt, 
2020a, p.43). En este esquema de trabajo, el Micitt 
asume la rectoría en materia de bioeconomía, mien-
tras el CIBE facilita la coordinación y ejecución de 
la estrategia.  

Junto con estas dos instancias, el documento propone 
la creación de un Consejo Nacional Asesor de Bioecono-
mía que funja como un “órgano deliberativo multi-
sectorial de apoyo a la implementación de la Estrate-
gia” (Micitt, 2020a, p.43), que será apoyado por una 
Secretaría Técnica que podrá crear grupos de trabajo 
ad-hoc a los cuellos de botella que puedan limitar la 
ejecución de la estrategia (ver figura 1.5.). Adicional-
mente, se sugiere que como parte de la estructura de 
gobernanza se incluya a los Consejos Regionales de 
Desarrollo (Coredes) ya que a través de estos espacios 
se logró identificar algunos de los actores clave, sus 
roles y aportaciones a la formulación y su posterior 
ejecución; aunque por el momento estos no están in-
cluidos. 

Es importante mencionar que el Micitt está a cargo 
de la rectoría de la Estrategia, así como de la coor-
dinación del CIBE y de todas gestiones interinsti-
tucionales necesarias para la implementación de la 
Estrategia. Además, lidera la divulgación de la estra-
tegia entre los distintos sectores, le da seguimiento a 
los acuerdos que toma el CIBE y actualmente, está 
trabajando en el Observatorio de Bioeconomía, lo 
que permitirá la recopilación de datos y la genera-
ción de información en este ámbito (Torres-Carba-
llo, 2021). 
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1.3 PLAN NACIONAL DE DESARRO-
LLO DE TELECOMUNICACIONES 
2015-2021

De acuerdo con la Ley General de Telecomunicacio-
nes (Ley N°8642) el Plan Nacional de Desarrollo de 
las Telecomunicaciones (PNDT) es el instrumento 
de planificación sectorial en el que se definen las ob-
jetivos y metas prioritarias que el sector deberá seguir 
durante un período determinado y en alineamiento 
con lo establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 
de turno (Ley N°8642, 2008). La creación de dicho 
documento es liderada por el Micitt en su condición 
de ente rector del sector, con apoyo del Ministerio de 
Planificación y Política Económica (Mideplan). 

El primero de estos planes fue diseñado para el período 
2009-2014, mientras que el segundo que hasta la fecha 
se encuentra vigente, ha regido las acciones del sector 
del 2015 al 2021. Al acercarse la finalización de este 
plan, se ha iniciado el proceso de formulación del si-
guiente instrumento que orientará esta área durante los 
próximos seis años (2022-2027)3. 

3	 Los avances en la elaboración del nuevo plan serán ex-
puestos en el acápite subsiguiente por lo que no se detal-
larán en la presente sección. 

Para clasificar el grado de avance de las metas del plan, 
el Micitt utiliza cuatro categorías distintas en las que 
se indica el progreso acumulado de una meta según los 
alcances proyectados:

1.	 Meta no cumplida: resultado anual es igual o me-
nor a 49,9%. Implica un atraso crítico (AC) en el 
cumplimiento de la meta. 

2.	 Meta parcialmente cumplida: resultado anual 
mayor al 50% y menor a 79,9%. Indica una 
meta con riesgo de incumplimiento (RI). 

3.	 Meta cumplida: resultado anual es mayor o igual 
al 80%. Indica que la meta se ha ejecutado de 
acuerdo a lo programado (DAP).

4.	 Meta sin programación: muestra que la meta no 
posee programación para el año evaluado.

El plan actual ha pretendido transformar el país para 
convertirlo en una sociedad conectada en la que se pro-
moviera el uso, acceso y apropiación de las TIC de una 
manera inclusiva. Con base a este objetivo el PNDT 
establece tres pilares (Inclusión Digital, Gobierno Elec-
trónico y Transparente y Economía Digital), 7 líneas 

Figura 1.5. Gobernanza de la Estrategia Nacional de Bioeconomía de Costa Rica

Fuente: Tomado de la Estrategia Nacional de Bioeconomía Costa Rica 2020-2030.
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de acción, 29 programas y 40 metas. De acuerdo con el Informe Técnico Nº MICITT-DEMT-DPPT-005-2020 de 
Evaluación Bienal4 de las Metas con corte al 31 de diciembre de 2019 a dicha fecha el 65% de las metas del PNDT 
habían sido cumplidas, el 5% estaban parcialmente cumplidas, el 25% no habían sido cumplidas y el 5% restante 
eran metas sin programación (Micitt, 2020b). 

Pilar Número 
total de 
metas

Metas 
cumplidas

Metas 
incumplidas/
atraso crítico

Metas con 
riesgo de 

incumplimiento

Metas sin 
programación 

durante el 
período

Inclusión Digital 18 11 5 2 0

Gobierno Electrónico 
y Transparente 

9 6 3 0 0

Economía Digital 13 9 2 0 2

TOTAL 40 26 10 2 2

Dichas cifras muestran un avance significativo en relación con lo reportado en el informe técnico Nº MICITTDEMT-
DPPT-002-2019 (con corte a diciembre del 2018). Según este, al 2018 el 57,5% (23 metas) habían sido cumplidas, 
32,5% (13 metas) no estaban cumplidas -sea porque se concretaron en otro plazo al programado y/o porque tenían 
atrasos críticos-, el 5% (2 metas) estaban parcialmente cumplidas y el otro 5% (2 metas) no disponían de programa-
ción para dicho período (Micitt, 2019).

Durante el 2019, el pilar que logró alcanzar mayor progreso fue el de Economía Digital con un 69,23% de avance, 
seguido del de Gobierno Electrónico y Transparente con un 67%. Por su parte, el Pilar de Inclusión Digital continúo 
siendo el más atrasado, registrando el 61% de cumplimiento (11 metas); aunque mostró un avance significativo al 
pasar del 44,4% (8 metas) en el 2018 al 61% en el 2019. 

Pilar de Inclusión Digital

El Pilar de Inclusión Digital abarca 18 metas, 8 programas y 2 líneas de acción a través de los cuales se pretende contri-
buir a la reducción de la brecha digital desde las dimensiones del acceso, uso y apropiación de las TIC, particularmente 
en la población que se encuentra en condición de vulnerabilidad. A diciembre del 2019, el 61% de las metas (11) de 
este pilar habían logrado ser cumplidas, el 11% (2 metas) mostraban un avance parcial y el 28% (5 metas) no se habían 
concretado del todo (Micitt, 2020b). 

4	 En las evaluaciones bienales que se realizan como parte del Modelo de Gestión del PNDT, se pretende “dar a cuenta de los avances, 
identificar mejoras o ajustes, lecciones aprendidas, entre otros elementos que deben ser considerados para el cumplimiento de los 
objetivos trazados para el desarrollo de las telecomunicaciones” (Micitt, 2020b, p.7). 

Tabla 1.3. Cumplimiento del PNDT al 2019 por pilar y metas

Fuente: Elaboración propia con base al Informe Técnico Nº MICITT-DEMT-DPPT-005-2020 Segundo Informe de Evaluación Bienal 
de las Metas del PNDT 2015-2021, corte al 31 de diciembre de 2019.
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Tabla 1.4 Cumplimiento de las metas del PNDT-Pilar de Inclusión Digital al 2019

Programa 1: Comunidades Conectadas
Meta 1: 183 distritos con áreas geográficas sin conectividad o con conectividad parcial, 

o parcial ampliada con acceso a servicios de voz y datos, al 2021
Línea Base 0%

Avance 

Esta meta fue modificada en dos ocasiones. El primero de estos cambios se realizó en el 2017 previa solicitud de la Sutel 
(Micitt-DPPT-INF-003-BIS-2017) lo que implicó que se extendiera el período de cumplimiento de la meta del 2017 al 
2018. Posteriormente y ante los resultados obtenidos durante el 2018 (sólo 72 distritos conectados) en el 2019, se decidió 
modificar nuevamente la fecha de cumplimiento de la meta y a partir de esto se optó por pasar el cumplimiento total del 
2018 al 2021 (Micitt, 2020b). 

La última modificación generó cambios en cuanto al nivel de avance esperado para los años siguientes, estableciéndose 
un progreso de 125 distritos (56%) en el 2019 y los 183 distritos (100%) al 2021. Con base a esta modificación se registró 
un avance de 103 distritos para el 2019 (Micitt, 2020b), lo que si bien es un avance significativo ya que se logra superar 
el número de distritos conectados en el 2017 y 2018 (72), no logra alcanzar la cantidad proyectada para dicho año. A 
pesar de eso, se considera que la meta alcanza un cumplimiento global del 56.3% y que el progreso según lo proyectado 
al 2019 fue del 82.4%. 

Cabe señalar que de acuerdo con una revisión realizada al sitio web de la Superintendencia de Telecomunicaciones 
(Sutel) (https://www.sutel.go.cr/pagina/avance-de-los-proyectos-de-fonatel) al 11 de junio del 2021, el avance registrado 
indica que un total de 127 distritos están conectados, lo que supone un progreso global del 69% y que aunque supera lo 
proyectado para los años previos, genera dudas sobre si se logrará alcanzar a tiempo la meta. 

Clasificación 
atribuida a la meta 

Meta cumplida

Meta 2: 20 territorios indígenas sin conectividad, con cobertura parcial o cobertura parcial ampliada 
del país con acceso a servicios de voz y datos, al 2021

Línea Base 0%

Avance 

Después de la modificación que se introdujo a esta meta y se decide eliminarla tal cual había sido formulada originalmente 
(100% de las Poblaciones ubicadas dentro de los territorios indígenas sin conectividad, con cobertura parcial o con cobertura 
parcial ampliada del país con acceso de servicios de voz e Internet, al 2021) se programó un avance de 4 territorios al 
2019, y 20 para el 2021. Con base a esto, se registró un avance del 5% para el 2019, ya que sólo se logró conectar al 
territorio indígena de Matambú (Micitt, 2020b). Esta cifra no solo queda muy por debajo del avance esperado, sino que resulta 
preocupante sobre todo si se considera que al 11 de junio del 2021, el sitio web de la Sutel indica que a dicha fecha sólo 3 
territorios habían sido conectados, lo cual demuestra un atraso importante y pone entredicho la posibilidad de alcanzar los 20 
territorios indígenas al finalizar el 2021 (Sutel, 2021). 

Esta meta ha venido arrastrando atrasos significativos desde hace varios años, lo que ha repercutido en el cumplimiento a 
tiempo de la misma. Para empezar, debido a que el el Proyecto de Territorios Indígenas fue aprobado en el 2017, la fase de 
concurso empezó hasta el 2018. Como parte del proceso, el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) fue seleccionado 
como el operador que estaría a cargo del proyecto y luego de la oficialización de la adjudicación en el 2019, hasta el 31 de 
marzo del 2020 fue firmado el contrato entre Fonatel y el ICE. Este aspecto es relevante porque es lo que permite que se inicie 
con las obras en 14 territorios indígenas de la Región Atlántica y Zona Sur. 

También es necesario señalar que según lo proyectado originalmente, se había planificado que el proyecto finalizara a 
medianos del 2021; no obstante debido a que el ICE decidió detener labores entre marzo y septiembre del 2020 para evitar 
contagios entre el personal, parte de las obras se vieron retrasadas. Posterior a dicha pausa, las labores fueron retomadas en 
acatamiento a las disposiciones del Ministerio de Salud. Se estima que con la conclusión de este proyecto se logrará que 105 
comunidades, 87 centros educativos y 32 centros de salud tengan acceso a Internet y asimismo, se logrará la instalación de 
53 torres de telecomunicaciones (Céspedes, 2021).

Asimismo, debido a que el primer proyecto no está diseñado para dotar de conectividad a los 20 territorios definidos en la 
meta, se ha pretendido iniciar la formulación de un proyecto adicional que incluya a 6 territorios indígenas más, que son 
NairiAwari, Guaymí de Osa, Telire, Maleku de Guatuso, Chiná Kichá, Zapatón (Micitt, 2020b).

Clasificación 
atribuida a la meta 

Meta no cumplida
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Programa 2: Hogares conectados 

Meta 5: 186 958 hogares distribuidos en el territorio nacional con subsidio 
para el servicio de internet y un dispositivo para uso, al 2021

Línea Base 0%

Avance 

A partir de un análisis técnico, esta meta fue modificada en el 2019 a través del documento MICITT-DVT-
OF-270-2019 para que se ajustara el plazo de cumplimiento al 2021 y se incrementara el número de hogares. Esto 
también repercutió en la distribución de progresos anuales esperados, proyectándose 130 579 hogares en el 2019, 
154 496 en el 2021 y 186 958 en el 2021. 

Para el 2019 se logró alcanzar los 130 579 hogares proyectados para dicho año, lo que muestra el cumplimiento 
según lo programado para dicho año. Esto supone un incremento significativo al dado en el 2018 cuando únicamente 
se logró la cobertura en 84 268 hogares del país (Castro-Obando, 2020). Asimismo, casi un año después las cifras 
publicadas por la Sutel al 11 de junio del 2021, evidencian que la meta logró cumplir con lo proyectado al 2020 ya 
que se logró alcanzar un total de 154 787 hogares (Sutel, 2021). 

De la mano de estos avances, también se introdujeron mejoras significativas que impactan los servicios dados 
mediante el Programa de Hogares Conectados durante el 2020, particularmente con la ampliación en el plazo del 
subsidio a 5 años (en lugar de 3) y un incremento en la velocidad de Internet de 2048/768 Kbps a 5120/1024 Kbps 
(Sutel, 2021).

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta cumplida

Programa 3: Centros Públicos Equipados 

Meta 9: 40 000 dispositivos de conectividad entregados a CPSP, al 2021

Línea Base 0%

Avance 

Esta meta fue modificada en el 2019, previa solicitud de la Sutel y el desarrollo del correspondiente análisis técnico 
por parte del Micitt. Por ello, el proceso de entrega finalizará en el 2021 y el progreso anual tendría que desarrollarse 
del siguiente modo: 6.407 dispositivos al 2017, 18.533 al 2018, 36.000 al 2019 y 40.000 en el 2021. Con base 
a esta programación se registró un avance de 36 851 dispositivos para el 2019 y la entrega de 827 dispositivos 
(Micitt, 2020b), 710 al Ministerio de Educación Pública (MEP) y 117 al Micitt. 

Si bien esta cifra muestra el cumplimiento del avance esperado para el 2019 y el 2020 y por tanto se considera 
como una meta cumplida, genera cuestionamientos con respecto a lo establecido en la última actualización de la 
matriz de metas del PNDT para el 2021, ya que según lo establecido en dicho documento, se decidió que al 2021 
se entregarían 123 643 dispositivos en lugar de los 40 000 programados originalmente (Micitt, 2021b). 

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta cumplida
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Programa 4: Espacios públicos conectados 

Meta 13: 513 puntos de acceso gratuito a Internet, para la población, en espacios públicos al 2021

Línea Base 0%

Avance 

Según la actualización más reciente de la matriz de metas del PNDT, el progreso programado para el cumplimiento 
de esta meta pretendía 200 espacios en el 2019, 400 en el 2020 y 513 en el 2021 (Micitt, 2021b). De ese modo, 
al finalizar el 2019 se logró establecer un total de 301 zonas digitales, generando un avance acumulado del 58.7% 
en lo proyectado para dicho año (Micitt, 2020b). Dicho comportamiento continuó a lo largo del 2020 y al 11 de junio 
del 2021, se logró concretar con la meta de los 514 puntos de acceso gratuito a Internet (Sutel, 2021). 

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta cumplida

Programa 5: Red de Banda Ancha Solidaria 

Meta 14: 100% de ejecución del Proyecto de Red Banda Ancha Solidaria, al 2021

Línea Base 0%

Avance 

Durante el 2019 no se reportó avance alguno en el cumplimiento de esta meta, al igual que ocurrió en el 2018. Este 
atraso se explica por el hecho de que si bien la meta debe ser cumplida por la Sutel, “la construcción de un perfil 
proyectado depende del suministro de información por parte del MEP, el cual a la fecha no tiene claridad sobre el 
alcance del proyecto ni el rol de los potenciales participantes dentro de éste. Para avanzar, se requiere que el MEP 
defina con claridad el alcance del proyecto y la participación de Sutel/Fonatel” (Micitt, 2020b, p.65). Esto significa 
que no se puede avanzar en la ejecución del programa si no se define qué es lo que se quiere alcanzar en el marco 
del proyecto y sobre todo si no se definen las tareas que tanto Fonatel como el MEP deberán asumir. 

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta no cumplida

Fuente: Elaboración propia con base al Informe Técnico Nº MICITT-DEMT-DPPT-005-2020 Segundo Informe de Evaluación Bienal 
de las Metas del PNDT 2015-2021, corte al 31 de diciembre de 2019.

Pilar de Gobierno Electrónico y Transparente 

El Pilar de Gobierno Electrónico y Transparente com-
prende un conjunto de intervenciones a través del cual 
se pretende que la integración de las TIC transforme la 
Administración Pública, al hacerla más eficiente y trans-
parente en su funcionamiento y en la prestación de ser-
vicios a la ciudadanía, y estimular su participación en 
los procesos de toma de decisiones. Para alcanzar dicho 

objetivo, el pilar comprende dos líneas de acción, 8 pro-
gramas y 9 metas. 

A diciembre del 2018, el 66,7% de las metas de este pilar 
(6) habían sido concretadas en el plazo previsto, el 22,2% 
aparecían con un atraso crítico o sin cumplimiento (2) y 
1 meta con riesgo de incumplimiento (Micitt, 2019). El 
comportamiento del pilar al 2019 se mantuvo similar al 
del 2018, ya que se reportó que solo el 67% de las metas 
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estaban ejecutadas según su respectiva programación, lo 
que evidencia un estancamiento en el alcance de nuevos 
avances. Asimismo, para dicho período el 33,3% de las 
metas (3) fueron consideradas como no cumplidas según 
lo proyectado (Micitt, 2020b).

El avance concreto por cada una de las metas del pi-
lar es sistematizado en la Tabla 1.5.; no obstante, se 

exime de esta la meta 19 (100% de Ebais con todos 
los servicios del Expediente Digital Único en Salud 
(EDUS) implementadas, al 2018) y la meta 23 (100% 
de instituciones del Gobierno Central implementado 
al Sistema Integrado de Compras Públicas, al 2016) 
debido a que la implementación de estas finalizó en 
años previos. 

Tabla 1.5 Cumplimiento de las metas del PNDT-Pilar de Gobierno Electrónico y 
Transparente al 2019

Programa 10: Programa para impulsar el Gobierno Electrónico

Meta 20: 100% de cumplimiento del Programa para impulsar la ciberseguridad  
como un eje para el desarrollo del Gobierno Electrónico

Línea Base 0%

Avance 

De acuerdo al Informe Técnico Nº MICITT-DEMT-DPPT-005-2020 Segundo Informe de Evaluación Bienal de las Metas 
del PNDT 2015-2021, al 2019 esta meta logró un avance acumulado del 78%, y un progreso anual del 97,5%, que 
sobrepasa el 80% de avance proyectado para dicho año (Micitt, 2020b). Esto constituye un progreso significativo, sobre 
todo si se considera que al 2018 se reportó un cumplimiento del 48% de esta meta, el cual si bien fue cercano al 50% 
de avance programada para ese año, no logró concretar el avance planificado. En esa ocasión, el atraso tuvo que ver 
con el hecho de que el Protocolo de Gestión de Incidentes de Ciberseguridad no logró ser publicado en el 2018. Si bien 
este protocolo fue desarrollado a lo largo del 2018 por el CSIRT-CR, este fue enviado a todos los ministerios del país 
durante el 2019. 

Al cumplimiento de la meta también contribuyeron los esfuerzos realizados en materia de sensibilización, sobre todo con 
el desarrollo de talleres, charlas en ciberseguridad y la Campaña Nacional de Seguridad de la Información, entre otros. 

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta Cumplida

Programa 11: Informatización de Trámites

Meta 21: 100% del cumplimiento en el diseño e implementación de un despliegue inicial de 
nuevos mecanismos de autenticación e identificación ciudadana segura dentro del Programa de 

Informatización de Trámites

Línea Base 0%

Avance 

El cumplimiento programado para el cumplimiento de esta mesa es el siguiente: 20% en el 2018, 40% en el 2019, 70% 
en el 2020 y el 100% en el 2021 (Micitt, 2020c). Al finalizar el 2018 se reportó un avance del 10% en el cumplimiento 
de esta meta, registrando un progreso menor al esperado para dicho año. Esta tendencia se mantuvo durante el 2019, 
ya que a lo largo de ese año no se registró progreso alguno en el cumplimiento de esta meta. Esto quiere decir que para 
el 2019, se mantuvo el avance del 10% reportado para el 2018% (Micitt, 2019).

La ausencia de avance se debe a que la Dirección de Gobernanza Digital (DGD), instancia encargada de implementar 
esta meta no contó con el recurso humano suficiente para gestionar el programa, y al hecho de que los esfuerzos se 
concentraron en áreas de trabajo como la interoperabilidad, la ciberseguridad, el cumplimiento de lo estipulado en la 
directriz N°019 MICITT-MP y el seguimiento a la Estrategia de Transformación Digital hacia la Costa Rica del Bicentenario 
4.0. (Micitt, 2020b). 

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta no cumplida 
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Programa 12: Proyecto confirmación de oferta de servicios tecnológicos compartidos en el Estado

Meta 22: 100% de cumplimiento del Proyecto de Conformación de Oferta de Servicios 
Tecnológicos compartidos en el Estado

Línea Base 0%

Avance 

Esta meta fue ajustada en varias ocasiones entre 2015 y 2019; sin embargo, de acuerdo a la reprogramación más 
reciente el progreso proyectado para esta meta era del: 20% al 2018, 40% al 2019, el 60% al 2020 y el 100% 
al 2021. Al 2017, esta meta reportó un avance del 7%, cifra que se mantuvo durante el 2018. El mismo grado de 
avance se indicó para el 2019; a pesar de que a ese año se esperaba tener ejecutado el 40% de la meta (Micitt, 
2020b). 

Debido a que esta es una meta que está a cargo de la DGD, los aspectos mencionados previamente -como la 
ausencia de suficiente capital humano- han sido señalados como los principales elementos que han limitado la 
ejecución de la meta. Asimismo, al no poder continuar con la implementación de la misma ha resultado imposible 
“conocer con certeza cuáles son los servicios compartidos factibles de implementar en los Ministerios involucrados 
en el proyecto” (Micitt, 2020b, p.78).

Clasificación 
atribuida a 
la meta 

Meta no cumplida. 

Programa 13: Promoción del Teletrabajo en el sector público 

Meta 24: 50% de los ministerios y órganos adscritos ejecutando un Plan de Teletrabajo al 2018 

Línea Base 3% de Instituciones públicas implementan teletrabajo. 7% de instituciones públicas en proceso de implementación 
del teletrabajo.

Avance 

Esta meta prevé un progreso anual que proyectaba un 20% en el 2016, 35% en el 2017 y el 50% para el 2018. 
Desde el 2018, esta meta registra un avance del 58%, cifra que se mantuvo a lo largo del 2019 (Micitt, 2020b). 
Este porcentaje de avance equivale a un total de 2156 de funcionarios y funcionarias del sector público ejerciendo el 
teletrabajo; además, debe señalarse que desde el 2018 todos los ministerios y 33 órganos adscritos habían realizados 
acciones para agilizar la implementación del teletrabajo a partir de la identificación de los puestos teletrabajables y 
la elaboración de protocolos y reglamentos para su implementación. De ese modo, la meta no solo aparece como 
cumplida, sino que también al superar el progreso proyectado se considera con un avance global del 116%. 

Si bien durante el 2019 no se identificaron progresos adicionales, es de esperar que el número de instituciones 
públicas que han adoptado el teletrabajo se haya incremento en el contexto de la pandemia del Covid-19. 

Clasificación 
atribuida a 
la meta

Meta cumplida 
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Programa 14: Accesibilidad en las Tecnologías de la Información y la Comunicación 

Meta 25: 100% de la estrategia para la aplicación de criterios de accesibilidad y diseño universal 
en las tecnologías de la información y la comunicación implementadas en las instituciones del 

Gobierno Central al 2021

Línea Base 0%

Avance 

Al 2019, se reporta un avance del 80% en el cumplimiento de la meta. El progreso alcanzado se debe a la elaboración 
de una norma técnica, el desarrollo de evaluaciones diagnósticas de los sitios web desarrollados y de su accesibilidad, 
la creación y publicación de la directriz para implementar los sitios web en el sector público y el desarrollo de un curso 
de capacitación sobre accesibilidad digital, entre otras acciones (Micitt, 2020b). Es así como la meta no sólo cumple 
con el progreso planificado a dicho año, sino que también continúa con un ritmo de implementación adecuado al igual 
que el reportado para el 2018. Por tal razón, es de esperar que la meta logre concluirse o avance en su ejecución según 
lo proyectado al 2020 (90%) y el 2021 (100%). 

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta cumplida 

Programa 15: Proyecto de Innovación y Aprovechamiento de las Tecnologías de Información y 
Comunicación (TIC) en beneficio del medio ambiente

Meta 26: 18 Ministerios con un Proyecto de Innovación y Aprovechamiento de las TIC en beneficio 
del medio ambiente adoptado al 2018

Línea Base 0%

Avance 
El avance de esta meta al 2019, fue del 100% por lo cual se la considera como una meta que finalizó su ejecución. 

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta cumplida

Fuente: Elaboración propia con base al Informe Técnico Nº MICITT-DEMT-DPPT-005-2020 Segundo Informe de Evaluación Bienal 
de las Metas del PNDT 2015-2021, corte al 31 de diciembre de 2019.

Pilar de Economía Digital

El Pilar de Economía Digital comprende 3 líneas de 
acción, 13 programas y 13 metas a través de las cuales 
se busca que la integración de las TIC contribuyan al 
bienestar socioeconómico de la población al permitir la 
creación de nuevos negocios estimulados por aspectos 
como el comercio electrónico, el desarrollo de las redes 
de telecomunicaciones y la habilitación del espectro ra-
dioeléctrico (Micitt, 2019). 

Durante el 2018, este fue el pilar con más avance del 
PNDT ya que para dicho año el 69,2% de las metas 
(9) del eje habían sido cumplidas según lo programa-
do. Dicha tendencia se mantuvo a lo largo del 2019, sin 
embargo, debido a que no se logró generar un progreso 
mayor al del año anterior, se produjo un estancamiento 
(ver tabla 1.6). Asimismo, el 15,38% (2 metas) restan-
te se mantuvieron como no cumplidas, mientras que el 
15,38% (2 metas) restante corresponde a metas sin pro-
gramación para el 2019 (Micitt, 2020b). 
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Tabla 1.6. Cumplimiento de las metas del PNDT-Pilar de Economía Digital al 2019

Programa 17: Democratización del uso del Espectro Radioeléctrico para TV Digital 

Meta 28: 24 MHz de Radiodifusión televisiva reservado por el Estado con fines de atención a 
necesidades locales y nacionales, al 2021

Línea Base 0%

Avance 

En la evaluación bienal realizada para el año 2017 y el seguimiento del 2018, dicha meta fue clasificada como “sin 
programación” debido a que el cumplimiento de la misma fue establecido para el 2021 según lo detalla el Informe 
Técnico MICITT-DEMT-DPPT-INF-003-2018 (Micitt, 2020b). Por lo anterior, para el período 2019 la meta sigue siendo 
considerada como una meta que no tenía un avance proyectado para dicho año. 

Clasificación 
atribuida a 
la meta 

Meta sin programación 

Programa 18: Televisión digital para todos

Meta 29: 100% de viviendas que contaban con cobertura de televisión abierta analógica, 
cuentan con cobertura de Televisión Digital Terrestre al 2019

Línea Base
0%
Al 2014 el 97,3% viviendas con TV. De ese porcentaje, 43% hogares cuentan con televisión analógica abierta

Avance 

Para el corte del 2019, la meta registra un progreso del 84,30% que si bien cumple con el avance proyectado para el 
año en curso; mantiene en la misma cifra reportada al 2018. 

A este efecto, debe recordarse que se recibieron solicitudes oficiales de radiodifusores para que se realizaran las 
“valoraciones necesarias para que la ejecución del apagón analógico fuera progresivo o por fases, según las dos 
regiones definidas en el Modelo de Referencia para la transición a la TV Digital en Costa Rica”(Micitt, 2020b, p.89).
Dichas solicitudes fueron acogidas por la Comisión Mixta para la Implementación de la Televisión Digital Terrestre, lo 
que provocó que se trasladará el inicio del proceso de apagón analógico al 14 de agosto del 2019 y finalizará el 14 
de agosto del 2020, como fecha máxima (Decreto Ejecutivo N41841-Micitt). 

Con este cambio, el encendido digital comenzó de forma paulatina con el objetivo de desarrollarse en dos fases (región 
1 y 2). No obstante, el proceso se ha visto impactado por la crisis del Covid-19 ya que numerosas empresas del sector 
de las telecomunicaciones han experimentado una importante disminución en sus ingresos, lo lo que ha limitado su 
capacidad de importar equipamiento para completar el encendido. Esto motivó a que el Micitt realizará las respectivas 
consultas con los operadores para valorar la situación y las afectaciones para continuar con la implementación por 
parte de las empresas, así como determinar la pertinencia de continuar con la transición en un contexto en el que 
muchas familias han experimentado una reducción en sus ingresos. Producto de esto, se acogió una recomendación 
de la Comisión Mixta para la Implementación de la Televisión Digital para extender la finalización de la fase 2 del 
apagón analógico para el 14 de julio del 2021. 

Clasificación 
atribuida a 
la meta 

Meta cumplida
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Programa 19: Sistema de alerta y gestión del riesgo mediante el uso del estándar ISDBTb

Meta 30: 1 sistema de alerta y gestión del riesgo implementado bajo el estándar ISDB-Tb en 3 
ubicaciones relevantes dentro del territorio nacional al 2021

Línea Base 0%

Avance 

Esta meta buscar que se desarrolle un sistema de alerta y gestión del riesgo al 2021, y para ello establece los siguientes 
progresos anuales: 5% al 2018, 35% al 2019, 75% para el 2020 y 100% en el 2021. De acuerdo con esta programación 
la meta registró un avance del 50% al 2019, lo que sobrepasa lo proyectado para dicho año y mantiene la tendencia 
mostrada en el 2018 cuando también se dio un avance significativamente superior a lo previsto (20% en lugar del 5%). 

Al cumplimiento de esta meta han contribuido el diseño de un plan para el proyecto, la firma de un acuerdo de cooperación 
entre la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias (CNE) y el Sistema Nacional de Radio 
y Televisión (Sinart), y el apoyo dado por la Agencia Japonesa de Cooperación Internacional (JICA

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta cumplida 

Programa 20: Plan de utilización de las bandas IMT en Costa Rica 

Meta 32: 890 MHz del Espectro radioeléctrico asignados para servicios IMT, al 2021

Línea Base Al 2018 el país cuenta con una asignación de espectro para servicios IMT por el orden de los 400 MHz.

Avance 

El progreso planificado para esta meta es de 400 MHz del 2018, 515 MHz en el 2019, y 890 MHz en el 2021. En 
sentido, debe mencionarse que el progreso registrado para el 2018 fue de 400 MHz y de 515 MHz al 2019, lo que 
muestra que un avance global de la meta fue de 57.86% (Micitt, 2020b). 

Es importante señalar que durante el 2019 también se registraron avances que es de esperar que repercutan en el 
cumplimiento de la meta, sobre todo con la finalización de “procesos que derivaron en la disponibilidad de 75 MHz en la 
banda de frecuencias de 2300 MHz” (Micitt, 2020b, p.94). Asimismo, de acuerdo con un dictamen realizado por la Sutel 
en el 2019, “adicional a los 80 MHz utilizados por el ICE en la banda 2600 MHz ya contabilizados como parte de la línea 
base de espectro para esta meta, existe la utilización de una nueva portadora de 2x20 MHz en la banda de frecuencias 
(40 MHz adicionales de espectro)” (Micitt, 2020b, p.94). 

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta cumplida

Programa 22: Proyecto de Fortalecimiento y Escalabilidad de la Infraestructura de red en el 
Gobierno Central

Meta 34: 100% del Proyecto de IPv6 y DNNSEC implementado en las Redes de Telecomunicaciones 
en los Ministerios de Gobierno Central

Línea Base 5 ministerios del Gobierno Central con redes de Telecomunicaciones con soporte de IPv6.

Avance 

Al 2019 se registra un avance del 50% en el cumplimiento de la meta, logrando alcanzar el progreso proyectado 
para dicho año. Según el Informe Técnico Nº MICITT-DEMT-DPPT-005-2020, el desarrollo de cursos sobre IPV6 y de 
reuniones con diferentes ministerios contribuyó con la implementación de esta meta. Además, sirvió para examinar el 
respaldo jurídico del sector público para desarrollar el despliegue del IPV6 y DNSSEC en sus redes. Este progreso es 
muy importante sobre todo porque al 2018, reportó un avance que si bien fue significativo (20%) no alcanzó el progreso 
programado (25%). 

Clasificación 
atribuida a la 
meta 

Meta cumplida
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Programa 24: Transporte público inteligente 

Meta 36: 70% de concesionarios de transporte público remunerado de personas (modalidad 
autobús) de rutas regulares nacionales implementan un servicio de transporte inteligente, al 2018

Línea Base
Ningún concesionario actualmente con transporte público inteligente aplicado. Actualmente hay 140 concesionarios, y 
369 permisionarios que están concursando para ser concesionario. Se reportan algunos planes piloto ejecutados, por 
ejemplo, en la Periférica el pago electrónico, y se han desarrollado apps.

Avance 

Al 31 de diciembre del 2019, no se registra avance alguno con respecto al cumplimiento de esta meta; por lo cual se 
considera como una meta no cumplida y el progreso registrado se mantiene igual al del 2018. Debe señalarse que 
desde la consignación de esta meta en el PNDT, se han experimentado atrasos sistemáticos en su ejecución, que no 
han permitido la finalización de esta meta (prevista para el 2018).  

Clasificación 
atribuida a 
la meta 

Meta no cumplida

Fuente: Elaboración propia con base al Informe Técnico Nº MICITT-DEMT-DPPT-005-2020 Segundo Informe de Evaluación Bienal 
de las Metas del PNDT 2015-2021, corte al 31 de diciembre de 2019.

1.4 FORMULACIÓN DEL NUEVO 
PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 
DE TELECOMUNICACIONES

El 17 de mayo del 2021, el Micitt presentó la meto-
dología de trabajo para el desarrollo del nuevo Plan 
Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 
para el período 2022-2027. Sin lugar a dudas el pro-
ceso de creación de esta nueva política estará mar-
cado por las experiencias y lecciones aprendidas que 
ha dejado la crisis ocasionada por la pandemia del 
Covid-19. En este contexto, la virtualidad y la digi-
talización han sido medios muy significativos para 
frenar el contagio. 

Aunque las telecomunicaciones han jugado un rol 
esencial en la operación y mantenimiento de diferen-
tes servicios públicos, así como de distintos sectores 
productivos; la situación también ha revelado im-
portantes falencias en el uso, acceso y apropiación de 
las TIC. Es por ello que, en la construcción de esta 
nueva versión del PNDT, se pretende que los nuevos 
ejes contribuyan a impulsar la transformación digital 
a partir de la creación de un conjunto de condiciones 

habilitadoras que permitan impulsar la competitivi-
dad del país, avanzar en conectividad y estimular el 
cierre de la brecha digital. 

El plan comprende una agenda digital para el apo-
yo del sector de las telecomunicaciones, fortalecer la 
competitividad del país y fomentar el disfrute de las 
ventajas de las TIC en la población, y una agenda de 
solidaridad digital que busca atender las necesidades 
de las poblaciones vulnerables y disminuir la brecha 
digital. 

El desarrollo del instrumento será realizado bajo los 
enfoques de universalidad, solidaridad, centrado en 
la persona, regionalización, optimización de recur-
sos escasos y gestión para resultados. A partir de esto 
y con base a la participación de diferentes sectores y 
actores, se pretende definir las metas y objetivos que 
el país tendrá en materia de telecomunicaciones para 
los próximos seis años. Cinco son los ejes propuestos 
para el desarrollo de esta política: a) Infraestructura 
de Telecomunicaciones, b) Espectro Radioeléctrico, c) 
Habilidades y destrezas digitales, d) Acceso universal, 
servicio universal y solidaridad y e) Ciudades sosteni-
bles y resilientes. 
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Figura 1.6. Ejes propuestos para la formulación del Plan Nacional de Desarrollo de las 
Telecomunicaciones 2022-2027

Fuente: Elaboración propia con base al Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones, 2021a. 

Infraestructura de 
Telecomunicaciones

Espectro radioeléctrico

Habilidades y destrezas digitales

Acceso universal, servicio 
universal y solidaridad

Ciudades Sostenibles 
y Resilientes

Acciones para la eliminación de barreras al despliegue inversión en 
infraestructura de telecomunicaciones.

Habilitación de espectro radioeléctrico para mejorar la calidad de los servicios y 
habilitar nuevos servicios emergentes, incluyendo el desarrollo de sistemas IMT 
y radiodifusión televisiva local. 
Fortalecimiento y consolidación del sector de radiodifusión.

Desarrollo, uso y adopción segura y significativa de tecnologías digitales por 
parte de la población

Fortalecimiento del Acceso y Servicio Universal de telecomunicaciones

Condiciones necesarias para un mayor crecimiento del ecosistema digital, 
mediante la generación de políticas públicas que fomenten la participación de 
todos los actores sociales. 

Uno de los aspectos destacados de este proceso es que 
se tiene la aspiración de que en su elaboración se inte-
gre la participación de organizaciones comunitarias y 
gobiernos locales, que coadyuven en la visibilización e 
identificación de necesidades regionales que permitan un 
mejor aprovechamiento local de las TIC en dichas zonas; 
siendo esencial, que se fortalezca el desarrollo tecnológi-
co fuera del Gran Área Metropolitana (GAM). 

Otra de las particularidades de esta nueva política es que 
la misma contempla de forma transversal los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) y procura vincularse con 
otras políticas públicas del sector tales como la Estrate-
gia Nacional de Bioeconomía Costa Rica 2020-2030, 
la Estrategia Económica Territorial para una Economía 
Inclusiva y Descarbonizada 2020-2050, la Política Na-

cional para la Igualdad entre mujeres y hombres en la 
formación, el empleo y el disfrute de los productos de 
la Ciencia, la Tecnología las Telecomunicaciones y la In-
novación 2018-2027, la Política Nacional de Sociedad y 
Economía basadas en el Conocimiento, el Plan Nacional 
de Ciencia, Tecnología e Innovación y el Plan Nacional 
de Comercio Electrónico, entre otros. 

La construcción del plan contempla diversas etapas. Pri-
meramente, se procederá a realizar una fase de consulta en 
la que se llevarán a cabo una serie de talleres distintos y una 
consulta en línea. Posteriormente, los insumos recopilados 
serán complementados con una revisión bibliográfica, que 
será utilizada para elaborar el diagnóstico del problema 
público. Con base a esto se decidirán las prioridades y lue-
go se procederá a recopilar las propuestas de solución. Una 
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vez identificadas, se realizará la selección de las propuestas 
y se trabajará en la respectiva operacionalización de metas. 
Seguidamente, se llevará a cabo la validación de las metas 
y se finalizará con la presentación del documento en un 
evento oficial. De ese modo, el plan entraría en vigencia 
en enero del 2021 y finalizará en el 2027. 

1.5 POLÍTICA NACIONAL DE 
SOCIEDAD Y ECONOMÍA BASADA 
EN EL CONOCIMIENTO 

La Política Nacional de Sociedad y Economía basada en el 
Conocimiento (PNSyEC) fue planteada en el 2017 como 
un instrumento para “incentivar e impulsar el desarrollo de 
la economía con base en datos, información y por medios 
digitales e innovadores” (Cruz-Romero, 2017, p.33). Esta 
política fue creada a partir de un proceso de cocreación en 
el que participaron representantes del sector empresarial y 
público, academia y organizaciones de sociedad civil, y se 
articuló en torno a cinco pilares estratégicos (Micitt, 2017): 

a.	 sinergia (articulación del Sistema Nacional de 
Ciencia, Tecnología e Innovación), 

b.	 sociedad (apropiación social del conocimien-
to científico y tecnológico), 

c.	 conocimiento (generación y difusión del co-
nocimiento),

d.	 Economía (impulso del bienestar a través de 
la innovación) y 

e.	 tecnología digital (fomento de las tecnologías 
digitales como catalizador del conocimiento).

Después de tres años de implementación, el Micitt decidió 
iniciar un proceso de revisión de esta política, producto de 
las observaciones que la Contraloría General de la República 
(CGR) realizó en el Informe de auditoría de carácter especial so-
bre la gobernanza de las políticas públicas en materia de ciencia, 
tecnología e innovación (informe Nro. DFOE-PG-IF-00014- 
2019). De acuerdo con dicho informe, el Micitt debía 

ajustar y oficializar de manera concertada entre los 
diferentes actores, la Política Nacional de Sociedad 
y Economía basada en el Conocimiento de manera 
que incorpore los mecanismos de gobernanza de los 
componentes de institucionalización, coordinación, 
planificación, monitoreo y evaluación de las políti-

cas, y considerando las buenas prácticas establecidas 
en la «Guía para la elaboración de políticas públicas», 
diseñada por el Ministerio de Planificación Nacional 
y Política Económica, con el fin de solventar las debi-
lidades señaladas (F, Torres-Carballo, comunicación 
personal, 10 de septiembre del 2021). 

La revisión comenzó con coordinaciones “internas desde 
el Despacho Ministerial con apoyo de ambos viceminis-
terios y de la Secretaría de Planificación Institucional y 
Sectorial” (F, Torres-Carballo, comunicación personal, 
10 de septiembre del 2021). Se inició con el desarrollo de 
una revisión bibliográfica de diversas estadísticas nacio-
nales e internacionales, estudios y tendencias de interés y 
los resultados de intervenciones públicas de los últimos 
cinco años, y a partir de ello, se identificó el problema 
público que la política debe atender. Esto sirvió para ela-
borar un documento preliminar en el que se construye-
ron objetivos, ejes y áreas estratégicas (Micitt, 2021f ). 

Paralelamente, se diseñó una metodología para llevar a cabo 
una serie de consultas con diferentes actores del sector de 
Ciencia, Tecnología, Telecomunicaciones y Gobernanza 
Digital. Primeramente, se efectuaron una serie de talleres 
de trabajo entre el 17 y el 20 de noviembre del 2020, en 
los que se discutieron aspectos clave de los ejes estratégicos 
propuestos (Innovación transformadora, Generación del 
Conocimiento, Gobernanza Digital, Transformación Digi-
tal y Talento Humano). Estos fueron realizados mediante 
la plataforma Zoom y registraron una “participación pro-
medio de 25 personas por área, de diversas organizaciones 
del sector público y privado del país” (F, Torres-Carballo, 
comunicación personal, 10 de septiembre del 2021). 

En estos talleres se discutieron aspectos que ayudaron a 
identificar el estado actual de cada eje estratégico en el 
país, los retos en cada área, las “acciones, proyectos, estra-
tegias u otras intervenciones que se están ejecutando en 
este momento [y la]5 descripción de los escenarios futu-
ros en cada uno de los ejes estratégicos” (F, Torres-Carba-
llo, comunicación personal, 10 de septiembre del 2021).

La información generada en estos talleres fue sistemati-
zada y con base a eso, se elaboró un borrador de política 
que fue discutido y modificado internamente en el Mi-
citt y posteriormente, fue enviado a Consulta Pública.

5	 Esta palabra fue introducida con propósito sintáctico y no 
corresponde a la expresión empleada originalmente. 
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Tabla 1.7. Actores que participaron en la formulación y consulta pública de la Política 
Nacional de Sociedad y Economía basada en el Conocimiento

Proceso de Formulación Proceso de Consulta Pública

1. Academia Nacional de Ciencias 
2. Asociación FinTech de Centroamérica y el Caribe
3. Coalición Costarricense de Iniciativas de Desarrollo (CINDE)
4. Compañía Nacional de Fuerza y Luz (CNFL)
5. Colegio Científico de Costa Rica 
6. Colypro 
7. Consejo de Promoción de la Competitividad 
8. Direcciones Regionales de Educación (Los Santos, Peninsular y San 

José Oeste)
9.Ecology Project International 
10. Fundación CIENTEC 
11. Grupo ICE 
12. HP INC Costa Rica Limitada 
13. LANOTEC 
14. MICITT 
15. Ministerio de Educación Pública (MEP)
16. Parque La Libertad 
17. Promotora de Comercio Exterior (Procomer) 
18. Universidad de Costa Rica (UCR)
19. Universidad Estatal a Distancia (UNED)
20. Universidad Nacional (UNA)
21. Ciudadanía en general (en al menos 3 de los talleres).

1.  Academia Nacional de Ciencias 
2.  Cámara de Comercio
3.  Ministerio de Comercio Exterior (Comex)
4.  Consejo Nacional de Rectores (Conare)
5. Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria 

Privada (Conesup)
6.  Conicit
7.  Costa Rica Íntegra
8.  Grupo Babel
9.  IBM
10. Instituto Interamericano de Cooperación para la 

Agricultura (IICA)
11.   Instituto Nacional de Aprendizaje (INA)
12.   Cámara de Infocomunicación y Tecnología (Infocom)
13.   MAG
14.   MEIC
15.   Minae
16.   Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS)
17.   Oloci
18.   Programa Sociedad de la Información y el Conocimiento 

(Prosic)
19.   Superintendencia de Telecomunicaciones (Sutel) 

Fuente: Elaboración propia con base a Torres-Carballo, 2021. 

La fase de consulta pública incluyó una consulta a diferentes actores del sector de Ciencia, Tecnología, Telecomuni-
caciones y Gobernanza Digital, una consulta a personas expertas y el envío de una matriz de Consulta General a los 
demás actores. Después de que se recibieron las observaciones, estas fueron integradas en el documento y se finalizó el 
proceso de revisión de la política. Por ello, al momento de preparación de este informe la política “se encuentra en la 
etapa de edición final y diagramación del documento para su posterior publicación oficial” (F, Torres-Carballo, comu-
nicación personal, 10 de septiembre del 2021).

1.6 ESTRATEGIA DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DEL ABUSO Y 
EXPLOTACIÓN SEXUAL DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES EN LÍNEA 
(2021-2027)

Otra de las iniciativas de relevancia en las que trabaja el Micitt en este momento, corresponde a la Estrategia de Preven-
ción y Atención del Abuso y Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes en Línea (2021-2027). Dicho instrumento 
surge como una respuesta a los riesgos y manifestaciones de violencia a las que las personas menores de edad pueden verse 
expuestas al utilizar las TIC y el Internet, aunque exista regulación que tutela los derechos de esta población, el contexto 
de digitalización intensiva obliga a reforzar su seguridad en el ciberespacio. 
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En ese sentido, la construcción de esta estrategia se alinea 
con esfuerzos previos que se han realizado en esta línea, 
pues desde el 2010 el país cuenta con una Comisión Na-
cional de Seguridad en Línea (CNSL), la cual fue creada a 
través del decreto ejecutivo N°36274-Micitt Creación de la 
Comisión Nacional de Seguridad en Línea, con el propósito 
de que estuviera a cargo del diseño de políticas públicas 
para el uso adecuado de las tecnologías y el internet. 

Esta iniciativa se basa en el modelo WePROTECT que 
constituye una “herramienta multidimensional orienta-

da a medir y organizar la capacidad país en prevención 
y respuesta de la explotación y el abuso sexual en línea” 
(Long, 2018, p.9). Este plantea como ámbitos de acción 
a la prevención y la protección, además propone siete ha-
bilitadores distintos, seis áreas temáticas estratégicas y 21 
indicadores (ver figura 1.7). A partir de esto, la Estrategia 
contempla un conjunto de acciones articulada a través de 
6 ejes estratégicos: a) Políticas Públicas y Gobernanza  b) 
Justicia Penal, c) Víctimas, d) Sociedad, e) Industria y f ) 
Medios y Comunicación. 
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Figura 1.7. Habilitadores del Modelo WePROTECT

Fuente: Elaboración propia con base a Long, 2018. 

La Estrategia fue elaborada a partir de un mapeo de rea-
lizado en el 2018 con el objetivo de mapear las capaci-
dades institucionales del país en prevención y respuesta a 
la explotación y abuso sexual en línea. Los resultados de 
dicho estudio sirvieron para efectuar un taller en el 2019 
para identificar las acciones para el diseño y ejecución 
de un modelo nacional que permitiera la prevención y 
respuesta ante la explotación y abuso de Niños, Niñas y 
Adolescentes (NNA) en línea. Aunado a ello, se llevó a 

cabo una consultoría en la que se sistematizaron insumos 
para desarrollar los enfoques orientadores y transversales 
de la Estrategia, así como para definir aspectos clave re-
lacionados con el planeamiento, la implementación, el 
monitoreo y la evaluación de la misma (Micitt, 2021e). 

La formulación de la Estrategia fue realizada en febrero 
del 2020, bajo el liderazgo del Micitt a través de sesio-
nes físicas y virtuales. En dichos espacios se adoptó una 
metodología participativa y abierta en la que además de 

Marcos legales y  
de política en línea con  

estándares internacionales 
y del Comité de  

Derechos del Niño
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presentarse la propuesta de estrategia, se compartió con 
diversos actores con el fin de recibir retroalimentación 
con respecto a los objetivos, acciones, indicadores y lí-
neas base (Micitt, 2021e). Aunado a esto, se desarrolla-
ron sesiones de trabajo con personal del Poder Judicial 
para validar las acciones e indicadores atinentes a Justicia 
Penal y los procesos de atención de las víctimas de estos 
delitos. 

Estos insumos fueron utilizados para elaborar un do-
cumento preliminar que luego fue presentado a los 
miembros de la CNSL y otros aliados estratégicos. Pos-
teriormente, durante mayo del 2021 se desarrolló un 
proceso de consulta pública no vinculante con el fin de 
recoger comentarios y observaciones sobre la Estrategia, 
“para finalmente, publicar la versión final atendiendo 
los principios de transparencia e inclusión” (Micitt, 
2021d, p.16). 

La promulgación de esta Estrategia constituye una de-
cisión de gran relevancia para el país, puesto que con la 
misma se establecerían las tareas, roles y responsabili-
dades que los diferentes sectores de la sociedad deberán 
asumir en aras de disponer de un marco de referencia 
para el desarrollo de acciones conjuntas y articuladas que 
permitan la atención efectiva de situaciones de violencia, 
agresión o abuso que puedan afectar a las niñas, niños y 
personas adolescentes. 

1.7 CIBERSEGURIDAD

En línea con los esfuerzos que ha venido realizando el 
país hasta la actualidad (como lo son, la creación del 
Centro de Respuesta a Incidentes de Ciberseguridad 
(CSIRT-CR), la promoción de la Estrategia Nacional de 
Ciberseguridad, la emisión del Protocolo de Gestión de 
Incidentes de Ciberseguridad y la disposición del Clús-
ter Cybersec Costa Rica, entre otras) la presente sección 
pretende examinar los avances alcanzados por Costa Rica 
en ciberseguridad a partir de su desempeño en dos medi-
ciones internacionales. A este efecto, se analiza el progre-
so registrado en el Modelo de Madurez de la Capacidad 
de Ciberseguridad para las Naciones (CCM) del Centro 
Global de Capacidad en Seguridad Cibernética (GSCC) 
de la Universidad de Oxford y el índice Global de Ciber-
seguridad (IGI) de la Unión Internacional de Telecomu-
nicaciones (UIT). 

2.1 Reporte de Ciberseguridad 2020

De acuerdo con el Reporte de Ciberseguridad 2020: Riesgos, 
avances y el camino a seguir en América Latina y el Cari-
be elaborado por el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID), del 2016 al 2020 se han incrementado los cibe-
rataques en la región, siendo frecuentes los ataques a las 
instituciones financieras. Asimismo, según el informe 
ThreatMetrix el área es considerada como “un foco para el 
fraude en la creación de cuentas, con alrededor del 20% 
del volumen total frente a un promedio de la industria 
del 12,2%” (Banco Interamericano de Desarrollo, [BID], 
2020, p.16). Dichas vulnerabilidades se han exacerbado 
en el contexto de la pandemia del Covid-19, producto del 
aumento en el uso de plataformas digitales y la conexión 
acelerado de millones de nuevos usuarios al Internet. 

Estas circunstancias han estimulado importantes esfuer-
zos para reforzar la seguridad cibernética en la zona y han 
vuelto a la ciberseguridad en un tema en la agenda polí-
tica de los países de América Latina y el Caribe (ALC). 
El BID y la Organización de Estados Americanos (OEA) 
han propuesto la implementación de un Modelo de Ma-
durez de la Capacidad de Ciberseguridad para las Naciones 
(CCM) con el fin de “medir el crecimiento y el desarrollo 
de las capacidades de nuestros Estados Miembros para 
defenderse de las crecientes amenazas del espacio ciber-
nético” (BID, 2020, p.16). 

El CCM es una medición creada por el Centro Global de 
Capacidad en Seguridad Cibernética (GSCC) de la Univer-
sidad de Oxford de manera conjunta con expertos interna-
cionales de diferentes sectores, como la academia, la socie-
dad civil y gobiernos. El CCM pretende evaluar el nivel de 
madurez que poseen las capacidades de ciberseguridad de 
un país, a partir de lo cual a cada país se le asigna una etapa 
de desarrollo en función de los logros alcanzados en el tema. 
Con base a este criterio, se establecen cinco etapas:

•	 Inicial: en esta fase no hay madurez digital, aun-
que pueden haber discusiones aún no hay medidas 
adoptadas para fomentar el desarrollo de capaci-
dades. Tampoco hay evidencia de que haya segu-
ridad cibernética. 

•	 Formativa: ha comenzado a formularse ciertos 
aspectos, pero estos pueden ser coyunturales o 
desorganizados; no obstante, hay evidencia de los 
esfuerzos realizados. 
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•	 Consolidada: se cuenta con iniciativas, se están 
ejecutando y funcionan; sin embargo, faltan re-
cursos ya que se no se han tomado suficientes 
decisiones sobre los beneficios que puede traer la 
seguridad cibernética.

•	 Estratégica: en “esta etapa se han tomado decisiones 
sobre qué indicadores de este aspecto son importan-
tes y cuáles lo son menos para la organización o el 
Estado en particular” (BID, 2020, p.42), sobre las 
particularidades del Estado y/o las organizaciones. 

•	 Dinámica: en esta fase, hay “mecanismos claros 
para alterar la estrategia en función de las circuns-
tancias prevalentes, como la sofisticación tecnoló-

gica del entorno de amenaza, el conflicto global o 
un cambio significativo en un área de preocupa-
ción” (BID, 2020, p.42). 

Cada nivel de madurez es evaluado a partir de cinco di-
mensiones en los que se examinan aspectos diversos de la 
ciberseguridad, entre los que se encuentran: a) política y 
estrategia de ciberseguridad, b) cultura cibernética y so-
ciedad, c) educación, capacitación y habilidades en ciber-
seguridad, d) marcos legales y regulatorios y e) estándares, 
organizaciones y tecnologías. Cada dimensión comprende 
una serie de factores a través de los cuales se evalúa la ca-
pacidad de generar seguridad cibernética y determinan los 
aspectos de mejora para incrementar el nivel de madurez. 

Tabla 1.8. Dimensiones y factores asociados al Modelo de Madurez de la Capacidad 
de Ciberseguridad para las Naciones (CCM)

Dimensión 1 
Política y Estrategia de Ciberseguridad 
(Diseño de estrategia y resiliencia de 
ciberseguridad)

D1.1 Estrategia Nacional de Ciberseguridad
D1.2 Respuesta a Incidentes 
D1.3 Protección de Infraestructura Crítica (IC)
D1.4 Gestión de Crisis
D1.5 Defensa Cibernética
D1.6 Redundancia de Comunicaciones

Dimensión 2 
Cultura Cibernética y Sociedad 
(Fomentar una cultura de ciberseguridad 
responsable en la sociedad)

D2.1 Mentalidad de Ciberseguridad 
D2.2 Confianza y Seguridad en Internet 
D2.3 Comprensión del Usuario de la Protección de Información Personal en Línea 
D2.4 Mecanismos de Presentación de Informes 
D2.5 Medios y Redes Sociales

Dimensión 3 
Educación, Capacitación y Habilidades en 
Ciberseguridad 
(Desarrollo del conocimiento de 
ciberseguridad)

D3.1 Sensibilización 
D3.2 Marco para la Educación 
D3.3 Marco para la Formación Profesional

Dimensión 4 
Marcos Legales y Regulatorios
(Creación de marcos legales y regulatorios 
efectivos)

D4.1 Marcos Legales 
D4.2 Sistema de Justicia Penal 
D4.3 Marcos de Cooperación Formal e Informal para Combatir el Delito Cibernético

Dimensión 5 
Estándares, Organizaciones y Tecnologías 
(Control de riesgos a través de estándares, 
organizaciones y tecnologías)

D5.1 Adhesión a los Estándares
D5.2 Resiliencia de Infraestructura de Internet 
D5.3 Calidad del Software 
D5.4 Controles Técnicos de Seguridad 
D5.5 Controles Criptográficos 
D5.6 Mercado de Ciberseguridad 
D5.7 Divulgación Responsable

Fuente: Tomado del BID,2020. 
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Es importante señalar que la evaluación de las capaci-
dades de ciberseguridad fue realizada con datos pro-
venientes de un cuestionario en línea que se envió a 
todos los Estados Miembro de la OEA, una investi-
gación documental y una consulta con los países. La 
aplicación de dicho modelo reveló que aunque los paí-
ses de ALC han mejorado “sus capacidades de ciber-
seguridad desde 2016, el nivel de madurez promedio 
de la región todavía está entre 1 y 2, de acuerdo con 
el CMM (en el que 1 significa etapa inicial y 5 signifi-
ca dinámica o avanzada” (BID, 2020, p.17). Es decir, 
a pesar de que la mayoría de los Estados han creado 
proyectos para fortalecer las medidas y la creación de 
capacidades destinadas a la ciberseguridad, algunas 
acciones están siendo ejecutadas sin la articulación 
y coordinación entre diversos actores clave. A pesar 
de esto, se muestran avances muy significativos en las 
dimensiones de Marco legal y regulatorio y Estándares 
organizaciones y tecnologías. 

Asimismo, al examinar los resultados del CMM por su-
bregiones, se identificó que el Cono Sur es la zona que 
posee puntaciones más altas en todas las dimensiones del 
CMM, con calificaciones promedio que oscilan entre 
los 2 y 3 puntos. El hecho de que todas las dimensio-
nes aparezcan con “niveles similares en ciberseguridad…
sugiere que los países de esta región están abordando la 
ciberseguridad desde una perspectiva integral” (BID, 
2020, p.17). En el caso de México y Centroamérica se 
observó que la subregión presenta un nivel de madurez 
promedio de 2 en dimensiones como Educación, capaci-
tación y habilidades, y Cultura y Sociedad; mientras que 
en otras exhiben puntajes menores a 2 (por ejemplo, la 
dimensión Política y Estrategia). Estos hallazgos indican 
que la región debe mejorar el “despliegue de estándares 
de seguridad cibernética y controles técnicos, así como 
fomentar el desarrollo de un mercado de ciberseguridad” 
(BID, 2020, p.17). 

Los resultados específicos para Costa Rica evidencian 
un avance general en todas las dimensiones del CCM; 
aunque se observan notables diferencias. Mientras que 
la dimensión de Estándares, organizaciones y tecnologías 
permaneció igual durante el 2020 y no mostró cam-
bios con respecto a lo reportado al 2016,  las dimen-
siones de Cultura Cibernética y Sociedad y Formación, 
capacitación y habilidades de seguridad cibernética, 

muestran progresos más limitados en los distintos fac-
tores de ambas dimensiones. Por su parte, la dimen-
sión de Marcos Legales y Regulatorios fue la que más 
progresos demostró en dicho período, lo que manifies-
ta el impacto positivo que han tenido acciones como 
la creación y promoción de legislación destinada a la 
protección de datos, protección infantil en línea y el 
delito cibernético, entre otras. No obstante, a pesar de 
las estas mejoras aún no se registran dimensiones y/o 
factores que alcancen puntuaciones mayores a 3, lo 
que sugiere que el país aún puede estar en una etapa 
intermedia con respecto a su nivel de madurez en sus 
capacidades de ciberseguridad. 

1.7.1 Índice Global de Ciberseguridad

El índice Global de Ciberseguridad (GCI por sus si-
glas en inglés) es una medición creada por la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones (UIT) con el 
objetivo de medir el nivel de compromiso de los Es-
tados miembro de la UIT con respecto a la cibersegu-
ridad, identificar brechas y áreas de mejora, fomentar 
la incorporación de buenas prácticas y proporcionar 
conocimientos que contribuyan al fortalecimiento de 
la ciberseguridad en los países. Es por ello que desde 
su creación (en el 2015), este índice se ha converti-
do en un punto de referencia para establecer autoe-
valuaciones en los países, recopilar información sobre 
las iniciativas y recursos nacionales empleados en la 
gestión de la ciberseguridad nacional, examinar com-
parativamente las buenas prácticas y sensibilizar con 
respecto a las necesidades de coordinación que deben 
existir a lo interno de los países (Unión Internacional 
de Telecomunicaciones, [UIT], 2021). 

El GCI evalúa el nivel de compromiso en función 
de la Agenda sobre Ciberseguridad Global (GCA)6 y 
con base a ello pretende medir el tipo, nivel y evolu-
ción temporal de la seguridad cibernética en un país 
y de este en relación con otros. A partir de esto, el 
índice establece 25 indicadores y cinco pilares (ver 
figura 1.8.). 

6	 La GCA es un acuerdo internacional promovido por la 
UIT en el 2007, con el propósito de establecer un marco de 
cooperación en materia de ciberseguridad. 
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Figura 1.8. Pilares del Índice Global de Ciberseguridad

Fuente: Elaboración propia con base a la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), 2021.

Legal
Mide las leyes y las normativas sobre ciberdelito y ciberseguridad.

Técnico
Determina las capacidades de implementación de las instituciones.

Organizacional
Mide las estrategias y organizaciones nacionales que están a cargo de la seguridad 
cibernética.

Desarrolo de capacidades
Contempla las campañas de sensibilización, las acciones formativas, la educación y 
los incentivos que contribuyen al desarrollo de capacidades en ciberseguridad. 

Cooperación

Mide la construcción de alianzas y asociaciones entre instituciones, 
empresas y países. 

Para llevar a cabo la medición se diseñó un cuestiona-
rio con 82 preguntas, el cual fue enviado a los Estados 
miembro de la UIT. Debido a que las preocupaciones 
en el campo de la ciberseguridad han cambiado du-
rante los últimos años ante el surgimiento de nuevos 
y más complejos desafíos, algunos de los ítems fueron 
modificados o eliminados. Posteriormente, estos fueron 
validados por personas expertas quienes definieron el 
orden de cada indicador en función de su importancia 
para la ciberseguridad, con lo que dichos cambios se 
manifestaron en las puntuaciones finales. De ese modo, 
para la edición del 2020, se observó un crecimiento en 
la puntuación general media de un 9,5%, lo que refle-

ja una mejora generalizada y un fortalecimiento de los 
cinco pilares de la Agenda de Ciberseguridad Global 
(UIT, 2021). 

A nivel regional, los resultados del GCI muestran que 
en un año, se ha dado importantes variaciones y en más 
de un caso, los países han experimentado un avance evi-
dente con respecto a lo reportado para el 2019. Si bien 
Estados Unidos y Canadá continúan liderando el ran-
king en la zona de las Américas, países como Brasil, Re-
pública Dominicana, Chile, Jamaica y Costa Rica han 
experimentado un salto cuantitativo en sus respectivas 
posiciones. 
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Tabla. 1.9. Países de América en el Índice Global de Ciberseguridad (2019-2020)  
-Primeras 15 posiciones

País Puntaje Posición en el ranking 
regional 2019

Posición en el ranking  
regional 2020

Estados Unidos 100 1 1

Canadá 97.67 2 2

Brasil 96.6 6 3

México 81.68 4 4

Uruguay 75.15 3 5

República Dominicana 75.07 10 6

Chile 68.83 9 7

Costa Rica 67.45 18 8

Colombia 63.72 7 9

Cuba 58.76 10 10

Paraguay 57.09 5 11

Perú 55.67 13 12

Argentina 50.12 12 13

Panamá 34.11 14 14

Jamaica 32.53 11 15

Fuente: Elaboración propia con base UIT, 2021.

Los resultados del GCI muestran a Cos-
ta Rica en la posición 76 de este ran-
king general, con un puntaje de 67.45, 
mostrando una mejora significativa con 
respecto a lo reportado para el 2019, 
cuando el país se encontraba en la posi-
ción 115. Esto supone una mejoría de 
39 puntos en la posición del ranking 
mundial. Asimismo, a nivel de la región 
de las Américas, Costa Rica también ex-
hibe un progreso relevante pasando de 
ocupar la posición 18 en el 2019, a la 
8 dentro en el 2020, entrando de ese 
modo en el grupo de países que lideran 
la zona en el tema de ciberseguridad.

Figura 1.9. Puntuación obtenida por Costa Rica en el 
Índice Global de Ciberseguridad 2020 -Por pilar-

Fuente: Elaboración propia con base UIT, 2021. 
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Considerando que cada pilar puede alcanzar una cali-
ficación máxima de 20 puntos, resulta evidente que las 
dimensiones más avanzadas al 2020, fueron las relaciona-
das con medidas legales y de cooperación, aunque tam-
bién se dio un progreso importante en cuestiones orga-
nizacionales y en el desarrollo de capacidades destinadas 
a fortalecer la seguridad cibernética en el país. Es posible 
que los cambios realizados en la evaluación junto con los 
esfuerzos que ha venido realizando la institucionalidad 
costarricense durante los últimos años, hayan impacta-
do positivamente la puntuación total. A pesar de esto, la 
puntuación en el pilar técnico sigue siendo baja y mues-
tra la necesidad de realizar acciones que contribuyan al 
fortalecimiento de las capacidades de implementación de 
las instituciones y organizaciones encargadas de la seguri-
dad cibernética en Costa Rica. 

1.8 GOBIERNO ABIERTO 

La presente sección presenta los avances alcanzados por 
el país según el Barómetro Regional de Datos Abiertos 
(BDA), medición realizada por la Iniciativa Latinoame-
ricana de Datos Abiertos que (ILDA) con el fin de iden-
tificar el estado de situación de los países de la región 
latinoamericana y caribeña en sus iniciativas de datos 
abiertos. De manera complementaria a esto, se presentan 
los progresos alcanzados en el marco del I Plan de Acción 
de la Política Institucional de Justicia Abierta. 

Es importante señalar que debido a que no se logró acce-
der a la información sobre el seguimiento del IV Plan de 
Acción Nacional de Gobierno Abierto 2019-2021 no fue 
posible incluir datos que indiquen el grado de avance de 
cada uno de los compromisos de dicho plan. 

1.8.1 Barómetro Regional de Datos 
Abiertos 

El Barómetro Regional de Datos Abiertos corresponde a 
un proyecto desarrollado por la Iniciativa Latinoamerica-
na de Datos Abiertos que (ILDA) que durante el 2020 
estuvo a cargo de elaborar una edición regional del Baró-
metro de Datos Abiertos (Open Data Barometer-ODB), 
con el propósito de evaluar los esfuerzos de datos abiertos 
en América Latina y el Caribe (ALC), determinar las ne-
cesidades de mejora, fortalecer la cooperación horizontal 
y “reflexionar acerca de las políticas de datos y sus re-

sultados” (Iniciativa Latinoamericana de Datos Abiertos, 
[ILDA], 2021, párr.10). 

La elaboración de este estudio es de gran relevancia ya 
que el último ODB se realizó en el 2017 con la publica-
ción de la edición de países líderes; por lo que al no ha-
ber certeza de cuando se llevará a cabo el próximo ODB 
resulta necesario contar con una herramienta que per-
mita identificar el desarrollo y avances de la zona en este 
ámbito. En esta evaluación se consideraron 24 países de 
ALC7 con iniciativas de datos abiertos, incorporándose 
cinco países que no habían sido incluidos en las medi-
ciones previas (Bahamas, Belice, Honduras, Nicaragua y 
Guyana). 

Una de las particularidades de este barómetro es que el 
mismo se efectúo tomando en cuenta un período de 15 
meses en el que se “cubrió lo acontecido en la región des-
de enero del 2019 hasta marzo de 2020” (ILDA, 2021, 
párr.15), por lo que el estudio no incluyó el impacto de 
la pandemia del Covid-19 sobre el área. Para el desarrollo 
del barómetro se utilizaron datos extraídos a partir de una 
encuesta a expertos sobre la situación de datos abiertos en 
sus países, una encuesta en la que las personas investiga-
doras evaluaron “la disponibilidad de 15 conjuntos de 
datos que son reconocidos como clave, de acuerdo con 
10 puntos que representan las características de los datos 
abiertos” (ILDA, 2021, párr.20) y datos procedentes de 
fuentes secundaras que son usados para complementar la 
información de las encuestas. 

A pesar de las adaptaciones este barómetro conserva las 
dimensiones incluidas en la medición original, por lo que 
la herramienta mantiene los tres subíndices de Prepara-
ción, Implementación e Impacto. En el primero de estos 
subíndices -preparación- se mide la “disposición de los 
gobiernos, ciudadanos y empresarios para asegurar la 
apertura de datos” (ILDA,2021, párr.23) a partir de la 
existencia de políticas y protocolos que garanticen que 
los datos abiertos estén disponibles, el acceso a los bene-
ficios de los datos abiertos en todos los niveles de gobier-
no, el empoderamiento de la ciudadanía y la sociedad 

7	 Los países considerados en esta evaluación fueron Argenti-
na, Bahamas, Belice, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Cos-
ta Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Guyana, Haití, 
Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Para-
guay, Perú, República Dominicana, Santa Lucía, Trinidad 
y Tobago, y Uruguay. 
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civil para participar en los procesos de toma de decisiones 
empleando datos abiertos y el grado en que las empresas 
pueden aprovechar los beneficios económicos de estos.

En el subíndice de implementación examina el “grado 
en que los gobiernos publican conjuntos de datos clave 
de forma accesible, oportuna y abierta” (ILDA, 2021, 
párr.28) lo cual es valorado en función de los datos que 
son usados por el sector privado en aplicaciones, los que 
se utilizan para planificar y evaluar políticas sociales y 

aquellos que sirven para que las instituciones públicas 
y los gobiernos ejerzan su rendición de cuentas. Por su 
parte, el subíndice de impacto evalúa la forma en que la 
publicación de los datos ha contribuido en el país con la 
transparencia, la rendición de cuentas y la eficiencia y efi-
cacia gubernamental, el impacto en el sector ambiental, 
la inclusión de grupos marginados y en los “emprende-
dores, así como a negocios nuevos y existentes” (ILDA, 
2021, párr.36).

Figura 1.10. Subíndices del Barómetro Regional de Datos Abiertos 

Fuente: Elaboración propia con base a la Iniciativa Latinoamericana de Datos Abiertos, 2021. 

Implementación Impacto

•	 Políticas gubernamentales
•	 Acción de gobierno
•	 Ciudadanos y derechos civiles
•	 Emprendedores y empresas

•	 Clúster de innovación
•	 Clúster de políticas sociales
•	 Clúster de rendición de cuentas

•	 Político
•	 Social
•	 Económico

Preparación

Los resultados de este barómetro muestran que en su 
mayoría los países de ALC han mostrado una mejora 
con respecto a la última edición del OBD (en el 2016), 
aunque estas tienden a ser leves; la gran excepción es la 
de México, país que bajó un calificación para el 2020 
con respecto a su medición anterior. Este crecimiento 
subóptimo “indica mejoras en la región pero que no 
pueden ser calificadas como transformadoras” (ILDA, 
2021, párr.38). Se observa una calificación promedio de 
40.38 puntos de los 100 puntos que es posible alcanzar 
en esta medición y avances significativos en la dispo-
nibilidad de datos abiertos, aunque se sigue existiendo 
una deuda grande con respecto al impacto que tienen 
dichos datos. 

Los resultados del ODB regional sugieren una des-
aceleración en la preparación y el impacto ocasionado 
con el uso de los datos abiertos ya que aunque los go-
bierno han abierto más conjuntos de datos, esto no ha 
generado más apoyo a las iniciativas nacionales y ha 
causado afectaciones en el impacto esperado de estos 
datos. 

Figura 1.11. Calificaciones promedio del 
Barómetro y sus subíndices

Fuente: Tomado de https://barometrolac.org/ilda-edicion/informe/ 

Las puntuaciones registradas en la tabla 1.8. evidencian 
que los progresos en la región han ocurrido de manera 
paulatina y en términos generales, los países muestran 
variaciones significativas en el período de análisis. Las 
comparaciones entre países revelan que Uruguay es 
el Estado que lidera el barómetro. A este le sigue muy 

15.35

57.49
48.31

40.38

ODB	 Preparación	 Implementación	 Impacto



49Capítulo 1  Institucionalidad y políticas públicas TIC

cercanamente Argentina y con un poco más de diferencia, 
Colombia y Brasil. Los casos de Argentina y Ecuador 
destacan por la trascendencia, inversiones e impulso que 

ambos países le han dado a la agenda de datos abiertos; 
esfuerzos que se reflejan en las puntuaciones alcanzadas 
respectivamente. 

Tabla 1.10. Ranking y calificación del ODB (2013-2020)

Posición en 
el ranking

País 2013 2014 2015 2016 2017 2020

1 Uruguay 33.0 44.0 51.0 50.00 56.0 63.55

2 Argentina 33.0 34.0 26.0 36.0 47.0 63.14

3 Colombia 27.0 31.0 41.0 44.0 52.0 60.47

4 Brasil 35.0 46.0 52.0 47.0 50.0 60.20

5 México 36.0 44.0 51.0 58.0 69.0 58.48

6 Chile 38.0 51.0 40.0 41.0 40.0 54.44

7 Costa Rica 30.0 30.0 29.0 20.0 31.0 45.44

8 República Dominicana Nd Nd Nd 30.0 Nd 45.10

9 Perú 23.0 35.0 29.0 32.0 Nd 44.81

10 Paraguay Nd Nd 19.0 27.0 34 44.24

11 Panamá Nd Nd Nd 20.00 30.00 42.99

12 Ecuador 23.00 32.00 30.00 23.00 Nd 42.31

13 Bolivia Nd Nd Nd 26.00 Nd 41.17

14 Jamaica 23.00 25.00 22.00 32.00 Nd 41.09

15 Honduras Nd Nd Nd Nd Nd 37.28

16 Trinidad y Tobago Nd Nd Nd 21.00 Nd 33.33

17 Guatemala Nd Nd Nd 24.00 26.00 31.06

18 Santa Lucía Nd Nd 14.00 14.00 Nd 29.04

19 Guyana Nd Nd Nd Nd Nd 25.02

20 El Salvador Nd Nd Nd 17.00 Nd 24.84

21 Bahamas Nd Nd Nd Nd Nd 24.26

22 Belice Nd Nd Nd Nd Nd 22.24

23 Haití Nd 6.0 7.0 12.0 Nd 17.83

24 Nicaragua Nd Nd Nd Nd Nd 16.79

Fuente: Elaborado con base a https://barometrolac.org/ilda-edicion/informe/ 
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Costa Rica ocupa la posición 7 en el ranking del Baróme-
tro Regional de Datos Abiertos, lo que a pesar de ser un 
logro relevante, también evidencia que el país aún tiene 
mucho trabajo por hacer en esta área, ya que globalmen-
te no se logra llegar a una puntuación de al menos 50 
puntos y además, las diferencias con otros países como 
Uruguay, Argentina y Colombia son bastante marcadas. 

Al examinar los progresos históricos del barómetro por 
cada subíndice, puede afirmarse que del 2013 al 2018 

el país tendió a avanzar más en las condiciones para ase-
gurar la apertura de datos y mostró un progreso inter-
medio en la publicación de conjuntos de datos que in-
cidió en un bajo impacto en el tipo de datos liberados. 
A pesar de esto, entre 2013 y 2020 se observa que los 
esfuerzos por mejorar la publicación de datos e impac-
tar a diferentes sectores de la sociedad con ello, tienden 
a crecer paulatinamente llegando a registrar su mayor 
avance en el 2020. 

2013	 2015	 2016	 2017	 2018	 2020

Preparación

Implementación

Impacto

Figura 1.12. Puntaciones de Costa Rica en los subíndices del Barómetro de Datos 
Abiertos (2013-2020)

Fuente: Elaboración propia con base al Barómetro de Datos Abiertos y la Iniciativa Latinoamericana de Datos Abiertos, 2021. 

1.8.2 Avances en el I Plan de Acción de 
la Política Institucional de Justicia Abierta

La Política Institucional de Justicia Abierta corresponde 
a una iniciativa adoptada por el Poder Judicial en marzo 
del 2018, como parte del trabajo previo que venía reali-
zado en materia de transparencia, rendición de cuentas y 
gobierno/datos abiertos. Esta fue planteada como parte 
de los compromisos del III Plan de Acción de la Alianza 
para un Gobierno Abierto 2017-2019 y debido al éxito 
en la implementación de esta iniciativa, esta fue incluida 
nuevamente en los compromisos del IV Plan de Acción 
Nacional de Gobierno Abierto 2019-2021.

La política busca “promover una gestión judicial basada 
en los principios rectores de la Justicia Abierta: transpa-

rencia, participación y colaboración, con el fin de garan-
tizar el Estado de Derecho, promover la paz social y forta-
lecer la democracia” (Poder Judicial de Costa Rica, 2018, 
p.29). Esta contiene cinco objetivos específicos y un con-
junto de líneas de acción a través de los cuales pretende 
promover una gestión transparente del Poder Judicial, 
garantizar la participación ciudadana en la implementa-
ción y evaluación de políticas, servicios y disposiciones 
del Poder Judicial y propiciar espacios y mecanismos de 
cocreación en la institución, entre otros aspectos. Con el 
fin de ejecutar esta política, se planteó el I Plan de Acción 
2019-2023 que integra tres ejes estratégicos, 10 líneas de 
acción y 21 iniciativas. La implementación de dicho plan 
comenzó a inicios del 2019 y hasta la fecha ha mostrado 
importantes avances (ver tabla 1.10).
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Tabla 1.11. Líneas de acción establecidos en el I Plan de Acción de la Política Institu-
cional de Justicia Abierta del Poder Judicial8 

Fuente: Elaboración propia en base al Poder Judicial, 2021. Obtenido desde https://justiciaabierta.poder-judicial.go.cr/index.php/
iniciativas 

8	 Las cifras registradas en esta matriz muestran los progresos alcanzados hasta el 13 de julio del 2021, por lo que cualquier avance 
realizado después de esta fecha no se reflejará en la misma. 

Ejes Líneas de 
Acción 

INICIATIVA ESTADO 
DE LA 

INICIATIVA

AVANCE 
AL 2021

TRANSPARENCIA

Acceso a la 
información 
pública

Aplicación móvil de la OIJ Iniciado 100%

Estrategia de Comunicación de la Política de Justicia Abierta Finalizado 80%

Estrategia de comunicación sobre Programa ERRV Finalizado 60%

Sitio web de Justicia Iniciado 30%

Apertura de 
datos

Construcción de la Defensa Pública Abierta de Costa Rica Iniciado 30%

Implementación de un proceso continuo y progresivo de apertura 
de datos

Iniciado 15%

Integridad y 
anticorrupción 

Creación de Juzgados de Justicia Abierta Iniciado 35%

Gestión humana participativa Iniciado 25%

Observatorio de Transparencia: prevención y control de la corrupción, 
fraude y faltas a la ética y probidad

Sin iniciar 0%

Rendición de 
cuentas 

Auditoría social permanente para el Sistema de Justicia Abierta del 
Poder Judicial

Iniciado 14%

Incrementar y mejorar la información que produce la Secretaría de 
Género del Poder Judicial

Iniciado 100%

Plan Nacional de Transparencia y Rendición de Cuentas en el 
Ministerio Público

Iniciado 80%

PARTICIPACIÓN 

Incidencia 
Fortalecimiento de las Comisiones  de Personas Usuarias con la 
participación ciudadana

Iniciado 35%

Interacción y 
diálogo 

Implementación de la Política de Participación Ciudadana Iniciado 35%

Seguimiento, 
evaluación 
y control 
ciudadano

Fortalecimiento  de los procesos de construcción de ciudadanía, 
para la efectiva participación ciudadana en la toma de decisiones, la 
rendición de cuentas y la medición de impacto

Iniciado 35%

COLABORACIÓN 

Alianzas Agenda de Coordinación Interinstitucional para la Justicia Abierta Iniciado 35%

Co-creación 

Comunicación participativa Iniciado 35%

Justicia restaurativa en materia disciplinaria Iniciado 85%

Curso virtual autoformativo de Justicia Abierta Iniciado 40%

Redes de 
trabajo

Fortalecimiento del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores 
Judiciales

Iniciado 35%

Proceso de sistematización y réplica de la experiencia de la 
Administración de San Carlos en cuanto al SNFJ en las otras 
administraciones regionales

Iniciado 10%
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Al 2021, dos iniciativas del plan destacan por haber al-
canzado el 100% de cumplimiento (desarrollo de la apli-
cación móvil del organismo de investigación judicial y las 
mejoras a la información producida por la Secretaría de 
Género del Poder Judicial), mientras que otras 4 exhiben 
un avance de más del 60%. En contraste, 10 iniciativas 
avanzan a un ritmo más lento, registrando un progreso 
de entre el 30% y el 40%.

1.9 GOBIERNO DIGITAL

Esta sección presenta algunas de las principales inicia-
tivas de gobierno que han sido emitidas durante el pe-
riodo de análisis en materia de gobierno digital, además 
de abordar el comportamiento de la firma digital y el 
Sistema Integrado de Compras Públicas (Sicop). Com-
plementariamente, se analiza el estado de situación de la 
transformación digital en el sector público de Costa Rica.

1.9.1 Chequeo Digital

En mayo de 2021 el Ministerio de Economía, Industria y 
Comercio (MEIC) inauguró la herramienta Chequeo Di-
gital la cual pretende ser un medio para que las empresas 

puedan determinar su nivel de madurez digital e “identi-
ficar las fortalezas, debilidades y oportunidades antes de 
iniciar un proceso de transformación digital” (Ministe-
rio de Economía, Industria y Comercio, [MEIC], 2021, 
párr.1). 

La herramienta virtual determina el estado de avance 
(inicial, novato, competente, avanzado o experto), gene-
ra un reporte sobre la adopción tecnológica y las habili-
dades digitales, y un conjunto de recomendaciones para 
mejorar la situación de las Pequeñas y Medianas Empre-
sas (Pymes). A través de este instrumento se busca dotar 
un medio que indique qué tan digitalizadas están y busca 
impulsar el proceso de cambio en aquellas que estén más 
rezagadas. El “autodiagnóstico puede realizarse cada tres 
meses, para comparar resultados, -es decir-, mide la evo-
lución y el grado de avance” (MEIC, 2021, párr.8). 

Esta plataforma fue desarrollada conjuntamente por el 
MEIC y el Micitt, con el apoyo técnico del Banco In-
teramericano de Desarrollo (BID). La herramienta está 
albergada en el sitio web chequeodigital.puravidadigi-
tal.go.cr y a través de un cuestionario de 62 ítems con-
sulta aspectos en ocho dimensiones distintas (ver figura 
1.13.). 

Tecnología y
habilidades

digitales

Cultura y 
liderazgo

Persona y 
organización

Productos e 
innovaciones

Procesos Datos y 
analítica

Estrategia y 
transforamación 

digital

Comunicaciones

Figura 1.13. Dimensiones consideradas en Chequeo Digital 

Fuente: Tomado de https://www.pyme.go.cr/chequeodigital 
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1.9.2 Firma Digital 

Al igual que en los años previos, durante el 2020 la 
cantidad de emisiones de certificados digitales fue bas-
tante significativa. Aunque no se cuenta con datos dis-
ponibles para finales del 2020, a octubre de dicho año 
se registraba la emisión de unos 74.231 certificados 
digitales. Por ello, es de esperar que al cierre del 2020, 
la cantidad de certificados digitales haya sido similar a 

2010	 2011	 2012	 2013	 2014	 2015	 2016	 2017	 2018	 2019	 2020

Figura 1.14. Certificados digitales emitidos en Costa Rica (2010-2020)

Fuente: Elaboración propia con base a https://www.bccr.fi.cr/firma-digital/certificados-de-personas-f%C3%ADsicas/estad%C3%ADsticas

Nota: La cifra reportada al 2020, incluye los certificados emitidos hasta octubre del 2020. 

la del año previo y/o mayor, sobre todo si se considera 
que con la pandemia se ha acelerado la digitalización 
de diversos procesos en las instituciones y organiza-
ciones, y que en esta coyuntura, muchas personas han 
optado por utilizar mecanismos digitales, que antes de 
la pandemia no usaban con frecuencia. De ese modo, 
se llega al total acumulado de 461.004 certificados di-
gitales acumulados emitidos entre 2010 y octubre del 
2020. 

Durante el 2020 había en operación un total de 53 Ofi-
cinas de Registro (entidades autorizadas en las que las 
personas pueden ir a solicitar su identidad digital) regis-
trando un crecimiento de 3 oficinas más que en el 2019, 
cuando estaban en funcionamiento 50 (ver tabla 1.11). 
En el período de análisis el Banco de Costa Rica (BCR), 

el Banco Popular y de Desarrollo Comunal (BCP), 
el Banco BCT abrieron una nueva oficina de registro, 
mientras que el BAC San José apertura 3 nuevas ofici-
nas. En contraste, Coopeande y Vida Plena Operadora 
de Pensiones cerraron -cada uno- una de sus oficinas de 
registro. 

6213
10516

19127

24365

39467 38428

49744

61065

55118

82110

74231
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Tabla 1.12. Certificados digitales emitidos por Oficina de Registro (2009-2020)

Entidad​​​ Oficinas 2009
​

2010 2011
​

2012 2013
​

2014 2015
​

2016 2017
​

2018 2019
​

2020 Total
Total 53

Banco Nacional 
de Costa Rica

13 ​10 3 228​ 6 466 9 838
11 
692

18 
492

18 
862

23 
274

25 
136

22 
008

27 
016

​24.710 190.732

​Banco de Costa 
Rica

​6 3​ 50​ ​594 ​2 163 ​2 318 ​4 064 ​3 840 ​4 531 ​5 960 ​8 164
11 
813

10.135 53.635

Banco Popular 
y de Desarrollo 
Comunal

8 ​85 1 222 1 591 2 867 5 109 5 116 3 415 3.240 5 139 3 895 7 266 6.812 45.757

Banco BAC San 
José

5 ​20 ​522 572 1 207 1 391 2 674 2 929 3 385 4 234 5 526 7 957 10.259 40.676

Banco Central 
de Costa Rica

2 ​496 ​825 315 1 106 572 2 971 2 567 3 673 3 927 ​2 548 4 858 3.726 27.484

Cooperativa 
Nacional de 
Educadores 
R.L.

2 ​ ​ 42 572 1 047 2 196 1 610 2 220 2 486 ​2 743
3 455

2.917​
 

19.288

CoopeAnde 1 2 ​ ​ 68 1 081 1 831 4 033 3 510 4 154 2.605 17.282
Banco 
Promérica S.A.

2 ​ ​ 299 539 1 348 1 087 1 863 2 202 ​1 460 4 447 2.995 16.240

Vida Plena-
Operadora de 
Pensiones

0 ​ ​ 1 987 2 685 ​1 442 929 76 7.119

Coopealianza 1 ​ 44 698 1 101 1 657 1 373 2 357 1.818 9.048
Grupo Mutual 
Alajuela - La 
Vivienda

1 ​ 27​ 51 321 243 812 534 766 1 005 792 1 834 1.592 7.977

Instituto 
Nacional de 
Seguros

3 ​ 11​ 423 305 732 517 551 386 706 ​325 406 692 5.054

Banco Lafise 1 ​ 24 163 253 671 371 448 584 246 818 545 4.123
Banco BCT S.A. 2 6​ ​324 349 311 267 287 233 302 323 ​208 478 232 3088
Banco 
Scotiabank de 
Costa Rica S.A.

1 ​ ​ 352 459 797 ​566 1193 670 4.037

Banco Crédito 
Agrícola de 
Cartago*

​1 ​ 4​ ​89 ​75 ​202 ​207 ​298 ​278 ​167 ​0 0 0 ​1320

Banco 
Davivienda

​2 ​ ​ ​ ​ ​ ​ ​ ​ 24​ ​312 914 617 ​​1.867 

Coocique R.L. 1 1498 1.434 2.932
Caja de Ahorro 
y Préstamo 
ANDE

1 717 2.396 ​3.113

Fuente: Tomado de https://www.bccr.fi.cr/firma-digital/certificados-de-personas-f%C3%ADsicas/estad%C3%ADsticas *Datos al 31 de 
octubre del 2020.
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En su mayoría las certificaciones digitales siguen siendo 
generadas en su mayoría por el Banco Nacional (BN), 
aunque continúan creciendo el número de certificacio-
nes del BCR (10.135) y el BAC San José (10.259) y en 
menor medida el BCP. 

Otros de las acciones efectuadas en el 2020 fueron la im-
plementación de un curso virtual sobre Firma Digital Cer-
tificada, entre el Departamento de Certificadores de Firma 
Digital (DFCD) y el Instituto Nacional de Aprendizaje 
(INA). Asimismo, ese mismo año se trabajó en la actuali-
zación de las Guías de Uso de Firma Digital, en las que se 
explica “cómo configurar y firmar un documento ya sea en 
formato .doc; .pdf; .xls; entre otros, además de como veri-
ficar si un documento se encuentra firmado digitalmente 
de manera correcta o no” (Micitt, 2021, p.127).

De igual modo, a finales del 2019 se llevaron a cabo im-
portantes esfuerzos para reactivar el Comité Asesor de 
Políticas (CAP) de Firma Digital Certificada. El éxito en 
la reactivación del CAP permitió que el ente sesionara 

en enero del 2020, siendo esto paso importante ya que 
supone un apoyo para el análisis de las recomendaciones 
que la DFCD ha recibido con respecto a las políticas que 
actualmente se ejecutan en materia de firma digital.

1.9.3 Sistema Integrado de Compras 
Públicas 

Al finalizar el 2020, el Sistema de Compras Públicas (Si-
cop) registró más de 321 instituciones públicas registra-
das, las cuales realizan procesos de adquisición a través de 
dicho sistema. Esto representa un crecimiento de 81 ins-
tancias con respecto a la cantidad registrada en el 2019. 
El aumento en la cantidad de instancias que utilizan el 
Sicop se vio acompañado por un incremento en la canti-
dad de personas físicas y jurídicas inscritas en el Registro 
Único de Proveedores, que pasó de 26.928 en el 2019 a 
32.415 en el 2020 (Radiográfica Costarricense, [Racsa], 
2021).

Figura 1.15. Cantidad de instituciones compradoras 2014-
2020 (total acumulado)

Fuente: Elaboración propia con base a Cruz, 2018 y el Informe de Gestión al 31 de diciem-
bre de 2020.

El número de concursos 
100% electrónicos conti-
nuaron creciendo en el 2020 
al llegar a los 128.139 con-
cursos, 27.518 más que en 
el 2019. Las adjudicaciones 
(881) y subastas electrónicas 
(75) también muestran un 
importante crecimiento con 
respecto al año anterior, aun 
cuando ambas modalidades 
suelen ser poco usadas por 
las instituciones del sector 
público costarricense. A pe-
sar de esto, al considerar la 
totalidad de millones de co-
lones adjudicados mediante 
el Sicop durante el 2020, 
se constató que por prime-
ra vez desde la creación del 
sistema no se registró un 
incremento tan significativo 
como el dado en años ante-
riores. 
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2014

2015
2016

2017
2018

2019
2020

Cantidad de 
productos/servicios 
registrados (el total 
acum

ulado)

150.787
234.939

505.619
505.188

653.526
799.280

1.029.250

Cantidad de 
proveedores 
registrados (el total 
acum

ulado)

9.236
11.261

17.483
17.461

21.750
26.928

32.415

Total de usuarios (el 
total acum

ulado)
14.138

17.563
29.008

28.968
36.375

44.698
54.048

Cantidad de 
procedim

ientos en 
línea publicados

10.641
16.968

13.018
18.241

70.583 
100.621 

128.139 total 
acum

ulado

Cantidad 
de partidas 
adjudicadas

11.617
19.170

26.858
41.896

151.737 
216.369 

284.274 total 
acum

ulado

Cantidad 
de partidas 
adjudicadas por 
rem

ate

158
231

75
60

526 
711 

992 total acum
ulado

Cantidad 
de partidas 
adjudicadas por 
subasta

13
14

13
9

44
67

75

M
onto contratado 

en colones
198.381.237.924

349.458.471.448
262.101.802.812

577.408.775.426
1.86.623.746.283,38

2.417.003.002.262,69
2.754.522.457.489,37

M
onto contratado 

en dólares
378.820.394

658.691.553
475.778.017

1.011.706.757
3.318.807.110,48

2404.247.108.991,28
4.828.163.291,42

Fuente: Elaboración propia en base a C
ruz, 2018 y el Inform

e de G
estión al 31 de diciem

bre de 2020.
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De acuerdo con la tabla 1.13, durante el 2020 la ma-
yoría de las compras realizadas mediante el Sicop co-
rrespondieron a empresas grandes (49,8%), con lo que 
se regresa a la tendencia observada en años previos y se 
revierte lo observado en el 2019, cuando las compras a 

empresas medianas sobrepasaron a las empresas gran-
des. A pesar de ello, la cantidad de compras a empresas 
medianas (31,5%) fue significativa, mientras que la de 
empresas pequeñas (15%) continúa creciendo paulati-
namente. 

Tabla 1.14. Compras según el tipo de proveedor -Enero 2020 a Diciembre 2020-

Tipo de 
proveedor

Montos en 
colones (CRC)

Monto en 
dólares (USD)

Porcentajes de compras realizadas 
a proveedores por clasificación

No clasificado 1.814.319.996,3 3.091.232,7 0,3

Grande 285.884.576.042,5 488.813.827,5 49,8

Mediana 180.568.101.327,2 309.970.944,9 31,5

Pequeña 85.882.216.549,6 146.057.810,6 15

Micro Emprendedor 19.371.172.456,8 33.017.471,3 3,4

Total 573.520.386.372,4 980.951.286,9 100

Fuente: Elaboración propia con datos del Informe de Gestión al 31 de diciembre de 2020.

Para el 2020, se observa 
que las contrataciones 
efectuadas bajo la mo-
dalidad de Contratación 
Directa (CD) represen-
taron el 81,6% de todos 
los procedimientos reali-
zados mediante la plata-
forma del Sicop (Racsa, 
2021); mostrando un 
comportamiento similar 
al de años anteriores y 
un crecimiento leve en 
relación con lo reporta-
do para el 2018 y 2019. 
No obstante, continúan 
creciendo el número de 
adjudicaciones realizadas 
bajo otro tipo de modali-
dades, especialmente las 
de Licitación Abreviada 
(LI), Procedimiento por 
Principio (PP) y Contra-
tación Especial (CE). 

Figura 1.16. Contratos adjudicados por Sicop según el tipo de 
cartel (Total acumulado Julio 2010-Diciembre 2020)

Fuente: Elaboración propia con datos de los Informes de Gestión al 31 de diciembre de 2019 y 
2020, Sicop.
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Con los cambios introducidos en el mecanismo de in-
vitación a los oferentes del Sicop, se ha facilitado la in-
vitación masiva de los mismos, lo que ha generado un 
incremento en número de participantes en los concursos. 
Es así como se ha pasado del promedio de dos oferentes 
por concurso a tres; lo que supone mayor competencia 
en las ofertas que se reciben y la posibilidad de acceder a 
mejores precios. 

Tabla 1.15. Promedio de oferentes por 
tipo de procedimiento

Tipo de 
procedimiento

Promedio de 
oferentes por

Licitación Nacional (LN) 4

Licitación Abreviada (LA) 4

Licitación Internacional (LI) 3

Contratación Directa (CD) 3

Procedimiento por Principio (PP) 4

Contratación Especial (CE) 3

Fuente: Elaboración propia con datos del Informe de Gestión al 
31 de diciembre de 2020, Sicop.

A pesar de que ahora se tiende a recibir más ofertas en 
cada proceso concursal y cada vez más se varía en la mo-
dalidad de los contratos, aún siguen predominando las 
contrataciones directas. Esto se evidencia al observar 
que las 10 instituciones públicas con más contrataciones 
adjudicadas en el 2020 fueron adquisiciones que en su 

mayoría recurrieron a contrataciones directas. En gene-
ral, después de esta modalidad las licitaciones abreviadas 
suelen ser los concursos que con mayor frecuencia se rea-
lizan. 

Al examinar el orden de las instituciones públicas con 
más contratos adjudicados a través del Sicop para el 
2020, se identifican cambios notorios con respecto al año 
anterior. Tanto la Municipalidad de San José, como el 
Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) siguen lide-
rando la lista, no obstante, otras instancias como el Tri-
bunal Supremo de Elecciones (TSE), el Banco de Costa 
Rica y la Municipalidad de Santa Ana ya no aparecen 
entre las instituciones con más adjudicaciones para dicho 
año; su lugar lo tomaron instituciones como la Comisión 
Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emer-
gencias (CNE), el Instituto de Desarrollo Rural (Inder) y 
la Municipalidad de Cartago.

Un aspecto que llama la atención es que tanto en este 
informe como en los de años previos, se han mantenido 
la cantidad de instituciones públicas que más tienden a 
realizar concursos en los que se invita a participar a un 
único oferente. Durante el período 2010-2020 este tipo 
de concursos ha tendido a concentrarse en las instancias 
que muestra la tabla 1.16., observándose ligeras varia-
ciones. Al igual que lo reportado en el 2019, en la mitad 
de estas instituciones más del 50% de sus adquisiciones 
corresponden a compras efectuadas bajo esta modalidad. 

Por último, con respecto a la cantidad de concursos in-
fructuosos (los que no reciben ningún oferente) se repor-
ta que el porcentaje de infructuosidad acumulado en el 
período 2010-2018 fue del 8% (10.358 concursos) man-
teniéndose igual a lo registrado al 2019. Esto significa 
que el 92% de los concursos publicados en el Sicop han 
recibido ofertas a través de la plataforma. 
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1.10 OTRAS CONSIDERACIONES DE 
POLÍTICA PÚBLICA

La presente sección aborda el teletrabajo durante el Co-
vid-19, puntualizando la regulación existente en esta área, 
la normativa emitida en el último año producto de la 
emergencia y la situación de esta modalidad laboral en el 
sector público. 

1.10.1 Teletrabajo y Covid-19

El teletrabajo puede ser entendido como una forma 
alterna de trabajo que surgió en la década de 1980 en 
los Estados Unidos con el fin de evitar el desplazamiento 
de las personas hacia sus centros de trabajo en aras de 
mejorar el tránsito por las ciudades y mejorar a la situación 
del medio ambiente (Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, [MTSS], 2020). Con el paso de los años y la 
creciente popularidad que ha adquirido este término, el 

teletrabajo ha pasado de ser concebido como el trabajo que 
se realiza en el domicilio propio (oficina en el hogar) a 
ser considerado como sinónimo de la oficina móvil hasta 
evolucionar a constituirse en lo que hoy muchas veces se 
denomina como la oficina virtual, la gracias a los teléfonos 
inteligentes y los avances tecnológicos como la nube, 
hacen que el centro de trabajo esté continuamente con las 
personas (Ripani, 2020). 

En ese sentido, el teletrabajo puede ser definido como la 
relación laboral que ocurre fuera de una empresa u organi-
zación y que se caracteriza por utilizar “como elemento di-
ferencial y característico las tecnologías de la información 
y comunicación” (BID, 2020b, p.13). Este puede darse en 
tanto en el sector público como en el privado, de forma 
parcial o totalmente fuera del centro de trabajo, por la cual 
constituye una forma de trabajo remota. 

Lo que determina si un puesto puede ser teletrabajado tie-
ne que ver con aspectos como (OIT, 2020): 1) la posibi-

Tabla 1.17. Cantidad de carteles publicados por oferente único (Julio 2010-Diciembre 
2020) 

Institución Cantidad de carteles 
por oferente único

Total de carteles 
publicados

% de compras 
realizadas

Municipalidad de San José 3.892 7.369 53%

Banco Central de Costa Rica 1.208 2.229 54%

Junta Administrativa del Registro 
Nacional

1.095 2.395 46%

Correo de Costa Rica S.A. 943 1.571 60%

Instituto Nacional de Seguros 842 2.306 37%

Tribunal Supremo de Elecciones 746 2.241 33%

Instituto de Desarrollo Profesional 
Uladislao Gámez Solano

639 813 79%

Banco de Costa Rica 638 1.128 57%

Ministerio de Cultura, Juventud y 
Deportes

622 1.426 44%

Instituto Costarricense de 
Electricidad

574 11.699 5%

Fuente: Elaboración propia en base al Informe de Gestión al 31 de diciembre de 2020.
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lidad de que la labor pueda ser realizado a distancia, 2) la 
estructura económica y ocupacional, 3) el acceso a Inter-
net de banda ancha y 4) la tenencia de tener una compu-
tadora propia. Además, hay sectores (finanzas, seguros, ad-
ministración pública, servicios profesionales, profesiones 
vinculadas a las TIC) en los que teletrabajar puede resultar 
más sencillo que en áreas como la industrial, el turismo, 
la construcción y/o la agricultura. Igualmente, conforme 
incrementa el nivel de desarrollo económico del país, es 
más probable que haya mejores condiciones para poder 
migrar ciertas actividades productivas hacia el teletrabajo. 

Este tipo de trabajo ofrece múltiples ventajas, entre las 
cuales se encuentran la flexibilidad horaria, la posibilidad 
de balancear mejor la vida laboral-profesional y la produc-
tividad; aunque este último aspecto depende de cuestiones 
como la cultura corporativa, la capacidad de los sistemas 
de información y comunicación de las organizaciones en-
tre otros aspectos (Ripani, 2020). Sin embargo, lo que se 
considera como sus principales beneficios, también pue-
den constituirse en desventajas sobre todo si no se esta-
blecen límites con los horarios, lo que puede terminar por 
generar afectaciones a la salud física y mental. 

Igualmente debe considerarse que el teletrabajo supone te-
ner que aplicar una forma de gestión que está basada “en 
la confianza y en la obtención de resultados -y una nueva 
forma de trabajar- más autónoma, más flexible y mejor 
adaptada a las circunstancias y preferencias individuales 
de los trabajadores” (OIT, 2020, p.4), por lo que existen 
notables desafíos no solo para balancear la vida familiar-
personal, sino también para verificar el cumplimiento de 
las funciones asignadas. 

Previo a la pandemia del Covid-19 la cantidad de perso-
nas que realizaban teletrabajo en la Unión Europea (UE) 
era relativamente minoritaria dependiendo del país; en los 
Estados Unidos el 20% “de la fuerza laboral…trabajaba 
regular u ocasionalmente desde su casa u otro lugar alter-
nativo” (Organización Internacional del Trabajo, [OIT], 
2020, p.3) y en países como Japón esta cantidad apenas 
llegaba al 16%. En América Latina, la situación no fue 
diferente; sin embargo, “hasta 2019 diez países de la región 
habían venido impulsando algún esfuerzo para regularla y 
formalizar a los trabajadores que venían realizando distin-
tas modalidades de trabajo remoto” (BID, 2020b, p.13). 
De acuerdo con la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (Cepal), durante el 2020 el teletrabajó 

incrementó un 324% en todo el mundo (CGR, 2020).

Conforme incrementaron los casos de Covid-19 en todo 
el mundo, los Estados recomendaron a las instituciones y 
organizaciones a adoptar el teletrabajo como una modali-
dad laboral, lo que supuso un tránsito forzado en el que 
hubo “poco tiempo de preparación tanto para los emplea-
dores como para los trabajadores” (OIT, 2020, p.3). En 
este contexto, se ha considerado oportuno indagar por los 
antecedentes y regulación vigente en materia de teletrabajo 
en Costa Rica, así como por el estado de situación de las 
personas trabajadoras al haber migrado a esta modalidad 
laboral. 

Regulación del teletrabajo en Costa Rica

En Costa Rica, el teletrabajo está regulado desde el 2008 
cuando se promovió el Decreto Ejecutivo N°34704-MP-
MTSS Promoción del Teletrabajo en las Instituciones Públi-
cas. Sin embargo, algunos años más tarde dicha norma 
fue derogada en el 2013 con la adopción del Decreto 
N°37695-MP-MTSS, en el que se detallaron “aspectos re-
lativos a la productividad y reducción de costos” (MTSS, 
2020, p.11). Posteriormente, en el 2015 se promulgó el 
Decreto Ejecutivo N°39225-MP-MTSS-MICITT que 
estuvo vigente hasta el 2019 cuando fue derogado con la 
creación del Reglamento para regular el teletrabajo y la pos-
terior, aprobación de la Ley N°9738 (Ley para regular el 
Teletrabajo)9. 

La Ley N°9738 es particularmente importante ya que esta 
regula y promueve la implementación del teletrabajo en 
instituciones públicas (del sector central, régimen descen-
tralizado, instituciones autónomas y municipalidades) y 
organizaciones privadas, mediante el uso de tecnologías de 
la información y la comunicación. De acuerdo con esta 
norma, el realizar teletrabajo o no, debe ser acordado de 
forma voluntaria por las personas teletrabajadora y la em-
pleadora, siendo posible que este sea convenido al inicio de 
una relación laboral o luego. 

En esta ley el teletrabajo es definido como una modalidad 
laboral realizada “fuera de las instalaciones de la persona 
empleadora, utilizando las tecnologías de la información 

9	 A nivel internacional algunas de las normas pioneras en la 
regulación del teletrabajo son el Acuerdo Marco Europeo sobre 
Teletrabajo emitido en el 2002.
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y comunicación sin afectar el normal desempeño de otros 
puestos de los procesos y de los servicios que se brindan” 
(Ley N° 9738, 2019, artículo 3). Esta se caracteriza porque 
tanto la persona empleadora como la teletrabajadora son 
responsables de definir los objetivos de trabajo efectuado, 
así como evaluar los avances y resultados de este. 

Una vez que se establece dicha modalidad laboral, deberá 
suscribirse un contrato que deberá especificar claramen-
te las condiciones en que el trabajo será desarrollado, las 
obligaciones, los derechos y las responsabilidades de am-
bas partes (artículo 7). Este no podrá obviar las garantías 
laborales establecidas en la legislación costarricense y de 
existir un contrato previo, tendrá que llevarse a cabo una 
adenda en las condiciones de este ya que la adopción del 
teletrabajo implica una modificación a la forma como se 
organiza el trabajo. Esto significa que no es una afectación 
a las condiciones laborales, beneficios y obligaciones que 
poseen las personas trabajadoras.

Aunado a esto, la norma detalla las obligaciones laborales 
que deberán asumir tanto la persona teletrabajadora como 
la empleadora y también determina una serie de requeri-
mientos que deberán ser aplicadas cuando se acuerde desa-
rrollar cualquier relación laboral que conlleve el desarrollar 
teletrabajo.

Es importante señalar que de acuerdo con la Ley N°9738, 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) ejerce 
el rol de ente rector en políticas públicas y legislación en 
el país, razón por la cual le corresponde llevar a cabo todas 
las coordinaciones respectivas con las instituciones públi-
cas para promover el teletrabajo en Costa Rica (artículo 4). 
Para esto, el MTSS debe desarrollar acciones formativas, 
incentivar la creación de alianzas entre diferentes sectores 
(público, sindical, empresarial), impulsar el teletrabajo en 
las poblaciones vulnerables y quienes posean responsabili-
dades de cuido y proporcionar “las condiciones necesarias 
para que las diferentes regiones del país puedan ser atrac-
tivas e idóneas para la implementación del teletrabajo” 
(MTSS, 2020, p.13). 

En aras de fortalecer las intervenciones en materia de tele-
trabajo, el Reglamento para Regular el Teletrabajo (Decreto 
Ejecutivo N°42083-MP-MTSS-MIDEPLAN-MICITT) 
dispuso la creación de un Equipo de Coordinación Téc-
nica de Teletrabajo, el cual está a cargo de “convocar las 
instituciones, dependencias y organizaciones que conside-
re necesarias para desarrollar objetivos y actividades que 

permitan aplicar el Teletrabajo en las instituciones públicas 
y la sociedad” (MTSS, 2020, p.13). 

De igual modo, previo a la pandemia el país adoptó diver-
sas guías para orientar la aplicación del trabajo en diversos 
sectores. Entre estas herramientas pueden señalarse las si-
guientes: a) Guía de salud ocupacional y prevención de 
los riesgos en el teletrabajo, b) Guía Técnica para la imple-
mentación del teletrabajo en las empresas y c) Guía para 
implementar el teletrabajo en las instituciones públicas. 

Regulación del teletrabajo impulsada durante la pan-
demia

A pesar de que en Costa Rica el teletrabajo ha venido im-
plementándose ya desde hace varios años, “no todas las ins-
tituciones y empresas lo aplican ya que, en la normativa este 
es considerado voluntario” (MTSS, 2020, p.20). Durante 
la crisis ocasionada por el virus del Covid-19, el teletrabajo 
ha ofrecido un medio para paliar la situación y permitir la 
continuidad operativa de las organizaciones, ante las restric-
ciones sanitarias impuestas. Por tal razón, durante el 2020 
el MTSS ha estado a cargo de la emisión de lineamientos y 
recomendaciones específicas para adoptar este tipo de traba-
jo en el país durante la situación actual. 

Algunas de las medidas que se pusieron en práctica du-
rante la crisis del Covid-19 y que han tenido un impacto 
directo a nivel laboral han incluido el desarrollo de un Re-
gistro de la cantidad de personas en modalidad de teletrabajo, 
la disposición de un contrato temporal de teletrabajo (crea-
dos mediante la Directriz N°073-S-MTSS)10 y el diseño 
de un Formulario sobre la situación del teletrabajo ante el 
Covid-19. Este último se creó con el fin de conocer la si-
tuación de esta modalidad laboral en el sector público y 
privado, así como para “recopilar información pertinente 
y relevante que sea de utilidad para la toma de decisiones 
en materia de teletrabajo” (MTSS, 2020, p.14). Junto con 
esto también se crearon los Lineamientos para implementar 
el teletrabajo en ocasión de la alerta sanitaria por el Covid-19 
y los Lineamientos para personas trabajadoras con factores de 
riesgo que ocupan puestos no teletrabajables. 

La implementación de la Directriz N°073-S-MTSS (So-

10	 Este recoge un registro semanal del número de personas 
que ejercen la modalidad de trabajo a nivel público y el sec-
tor privado (aunque este último participa de manera volun-
taria).
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Tabla 1.18. Evolución de la regulación emitida en materia de teletrabajo en Costa Rica 
(2008-2020)

Año Norma

2008
Decreto N°34704
Primer decreto de teletrabajo dirigido al Sector Público

2009
Decreto N°35434
Medida de contingencia ante la emergencia sanitaria por la influenza

2012
Proyecto N°18459
Ley para promoción del teletrabajo

2013
Decreto N°37695
Decreto que modifica el Decreto N°34704

2014
Proyecto N°19355
Ley para regular el teletrabajo y Proyecto N° 19422

2015
Decreto N°39225
Dirigido al sector público

2017
Decreto N°40121
Medida de contingencia por la construcción del puente sobre el Río Virilla

2019
Ley N°9738
Ley para regular el 
teletrabajo

Decreto N° 42083
Reglamento para regular el teletrabajo

2020

Directriz N°073
Directriz sobre las 
medidas de atención 
y coordinación 
interinstitucional ante 
la alerta sanitaria por 
el COVID-19

Directriz N°077
Directriz sobre el 
funcionamiento de 
las instituciones 
estatales durante 
la declaratoria de 
emergencia nacional 
por COVID-19

Directriz N°088
Reforma al 
artículo 2 y 9 
de la Directriz 
N°077, así como 
la adición del 
artículo 5 Bis

Lineamientos 
para implementar 
el teletrabajo en 
ocasión de la 
alerta sanitaria por 
el Covid-19

Lineamientos para 
personas trabajadoras 
con factores de riesgo 
que ocupan puestos 
no teletrabajables

Fuente: Elaboración propia con base datos del MTSS, 2021.

bre las medidas de atención y coordinación interinstitucional 
ante la alerta sanitaria por Coronavirus) se insta a las ins-
tituciones y entidades la Administración Pública a “im-
plementar temporalmente y en la medida de lo posible 
durante toda la jornada semanal, la modalidad de teletra-
bajo…como medida complementaria y necesaria ante la 
alerta de coronavirus” (MTSS, 2020, p.17), siendo nece-
sario que se establezcan mecanismos que aseguren la con-

tinuidad de los servicios públicos. Por su parte la Directriz 
N° 077-S-MTSS-MIDEPLAN (Sobre el funcionamiento 
de las instituciones estatales durante la declaratoria de emer-
gencia nacional por Covid-19) establece la obligación de 
que las instancias del sector público cuenten con un “plan 
de servicio básico de funcionamiento…con el objetivo de 
mantener la continuidad de las tareas indispensables para 
asegurar el fin público institucional” (MTSS, 2020, p.17). 
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Según la norma dicho plan tendrá que contemplar la 
modalidad laboral del teletrabajo en todos los puestos 
que esto resulte posible, justificar los servicios que sean 
indispensables para que la institución funcione y las 
medidas sanitarias que deben aplicarse si las personas 
trabajadoras deben asistir presencialmente a las oficinas, 
entre otros aspectos. Además, quienes no sean incluidos 
en el plan se pueden brindar vacaciones a las quienes 
tengan períodos acumulados y/o el adelanto de vaca-
ciones. 

La Directriz N°088-S-MTSS-MIDEPLAN Reforma al 
artículo 2 y 9 de la Directriz N°077, así como la adición 
del artículo 5 Bis establece el horario escalonado y la 
jornada acumulativa. Mientras que el primero de estos 
se refiere a un conjunto de rangos de horario diferencia-
dos según la hora de ingreso (6:30, 8:00 o 9:30 a.m.), el 
segundo alude a una modificación de la jornada laboral 
en la que se puede elegir laborar por cuatro días segui-
dos hasta por 10 horas y se puede tener libre de forma 
total o parcial el quinto día de la semana laboral. 

Un aspecto que llama la atención es que en algunos mo-
mentos, la emisión de normativa sobre el teletrabajo ha 
sido adoptada como una medida de contingencia ante 
situaciones de emergencia u otras, lo que supone que 
no necesariamente se cuenta con una visión clara so-
bre la posibilidad de instaurar el teletrabajo como una 
práctica laboral estable en el país, esto a pesar de los 
múltiples beneficios que puede traer la adopción de esta 
modalidad de trabajo. 

Situación del teletrabajo en el sector público antes y 
durante la pandemia del covid-19

A la hora de examinar el avance en la promoción del 
teletrabajo debe recordarse que a nivel público, el Plan 
Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 
(PNDT) 2015-2021 en el pilar de Gobierno Electróni-
co y Transparente, establece bajo el programa 13 la pro-
moción de esta modalidad laboral en las instituciones 
públicas. La meta establecida buscaba que el 50% de los 
ministerios y órganos adscritos contaran con un Plan de 
Teletrabajo al 2018 que además estuvieran ejecutando. 
De acuerdo con esto, al 2018 se registró un avance del 
58% en esta meta lo que suponía que un total de 2156 
de funcionarias y funcionarios de dicho sector ejercían 
el teletrabajo. Además, desde ese año, todos los ministe-

rios y los 33 órganos adscritos a estos habían realizados 
acciones para agilizar la implementación del teletrabajo, 
lo que incluyó la identificación de puestos teletrabaja-
bles y la elaboración de protocolos y reglamentos. 

Debido a que la Evaluación Bienal del PNDT más re-
ciente no especifica datos para el 2019, no se cuenta 
con datos para determinar la cantidad de personas que 
durante dicho año ejercieron el teletrabajo. Según la 
Contraloría General de la República, hasta antes de la 
pandemia el teletrabajo había estado rezagado dentro 
del sector público con apenas un 43% de instituciones 
implementándolo, sin embargo, durante la emergencia 
dicho porcentaje aumentó al 94,0% (CGR, 2020). 

De acuerdo con datos del Registro de Personas Teletraba-
jadores en el Sector Público, que está vigente en el país 
desde el 17 de marzo del 2020, a esa fecha se registraban 
16 764 personas teletrabajando en el país, no obstante, 
conforme se incrementaron las medidas sanitarias esta 
cantidad tendió a crecer (MTSS, 2020). Si se examina 
la distribución por subsector en marzo del 2020, se re-
gistraban 5417 personas laborando en instituciones del 
Gobierno Central y 11 347 para el sector Descentra-
lizado. Algunos meses después, en agosto del 2020 se 
contabilizaban 63 747 personas teletrabajando, de las 
cuales 20 528 correspondían a empleos del Gobierno 
Central y 43 219 a instituciones descentralizadas. El in-
cremento en el número de personas ejerciendo la moda-
lidad del teletrabajo demuestra que conforme aumentó 
el contagio y debieron tomarse más medidas de contin-
gencia, fue necesario adoptar esta forma de trabajo.

Resultados de la Encuesta acerca de la situación del 
teletrabajo ante el Covid-19

A efectos de determinar la situación del teletrabajo en el 
país durante la pandemia del Covid-19, el MTSS reali-
zó una consulta durante el 2020 a través de la Encuesta 
acerca de la situación del teletrabajo ante el Covid-19. 
Esta encuesta fue realizada por el MTSS a personal de 
organizaciones públicas y privadas del país a través de 
un formulario de Google Forms entre el 1 de junio del 
2020 al 10 de julio del 2020. Esta consulta fue distri-
buida por correo electrónico, afiches y como parte de 
las acciones realizadas en el marco de la Campaña “Ba-
lancear la vida y el trabajo es un arte”. Asimismo, para 
recabar información se enviaron oficios a la Unión Cos-
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tarricense de Cámaras y Asociaciones del Sector Em-
presarial Privado UCCAEP y a la Unión Nacional de 
Gobiernos Locales (UNGL). Producto de esto se logró 
que un total de 18 095 personas trabajadoras respon-
dieron la encuesta.

En la consulta realizada las preguntas se articularon en 
seis categorías (MTSS, 2020): 1) Información Gene-
ral (lugar de residencia, sexo y edad), 2) Datos labo-

rales sobre la institución en la trabaja y el sector al que 
pertenece, 3) Movilidad (tiempos de traslado y medio 
utilizado para llegar al lugar de trabajo), 4) Modalidad 
de Teletrabajo, 5) Percepción de la Modalidad (ahorro 
mensual, rendimiento, productividad, ventajas y des-
ventajas percibidas) y 6) Satisfacción de la Modalidad 
(grado de satisfacción y disposición a continuar teletra-
bajando cuando finalice la emergencia sanitaria). 

Figura 1.17. Cantidad promedio de personas funcionarias del Sector Público que se 
encuentran realizando teletrabajo, de marzo a agosto 2020

Fuente: Tomado de Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 2020.
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Al examinar los resultados de esta consulta se determinó 
que la mayoría de las personas participantes vivían en la 
provincia de San José (8571); zona que además, sobrepasó 
por mucho a las provincias de Heredia (3336), Alajuela 
(2848) y Cartago (2591). Asimismo, se observó una par-
ticipación minoritaria en las provincias de Limón, Punta-
renas y Guanacaste. 

Del total de consultados un 63,6% fueron hombres, 
36,4% mujeres y un 0,1% personas no binarias. La distri-
bución por rangos de edad (MTSS, 2020) evidenció una 
importante presencia de trabajadores con edades entre los 
30 y 40 años (37,8%), aunque también fue significativa la 
participación del grupo entre los 41-50 años (28%) y de 
quienes tenían 50 años o más (24,6%). 

Otra particularidad observada es que el 96% de las perso-
nas que respondieron la encuesta afirmaron laborar para el 
sector público, mientras que el 4% lo hacía para el sector 
privado, lo que evidencia una muy baja participación de 
quienes laboran para dicho ramo productivo. Al analizar 
más detenidamente la participación de las y los emplea-
dos públicos, se determinó que en la consulta participaron 
personas de 127 instituciones distintas (MTSS, 2020). 

Al examinar los medios de transporte que utilizaban con-
sultadas las personas para llegar a sus centros de trabajo 
se reveló que una parte importante utilizaba el automóvil 
(10 706) o el autobús (7080). Fueron pocas las personas 
que afirmaron usar otro medio de transporte como la mo-

tocicleta, el tren y/o similares (MTSS, 2020). En términos 
de su duración, un 42,9% de las y los consultados indica-
ron durar entre 1 o 2 horas a su centro de trabajo.

Por otro lado, el 92,8% de las personas participantes afir-
maron estar teletrabajando y solo un 7,2% no estaba labo-
rando en dicha modalidad. De lo que estaban teletraba-
jando, el 85,9% señaló estar ejerciéndolo como parte de 
las medidas de la contención de la pandemia y un 7,2% 
indicó teletrabajar por motivos distintos a la pandemia. 

En lo que respecta a las percepciones y opiniones sobre el 
teletrabajo, el 77,1% de las personas participantes habían 
notado un ahorro al haber empezado al teletrabajar; prin-
cipalmente relacionado con la disminución en la compra 
de combustible y de alimentación. De igual modo, un 
61,8% de las y los participantes afirmaron haber aumen-
tado su productividad con el teletrabajo, un 28,6% indicó 
no mostrar cambios y un 2,6% señaló el haber experimen-
tado una disminución en su productividad (MTSS, 2020). 
Estas percepciones afirmativas se alinean con las ventajas 
percibidas hacia el teletrabajo, entre las cuales destacan la 
reducción en gastos, mayor descanso debido a que no hay 
que hacer traslado, mejor conciliación entre la vida laboral 
y personal y mayor productividad. 

Figura 1.19. Ventajas de la aplicación de la 
modalidad de teletrabajo, julio 2020

Fuente: Tomado de Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 2020.

En relación a las desventajas asociadas al teletrabajo, destacan la desvinculación emocional y el aislamiento con el equi-

Ve
nt

aj
as

Ahorro

Descanso

Conciliación

Productividad

Flexibilidad

Hobbies

Cifras

Ninguna

14.276

13.524

11.715

11.221

7.907

5.198

1.269

324

0 5.000 10.000 15.000



67Capítulo 1  Institucionalidad y políticas públicas TIC

po de trabajo, los problemas con la conexión de Internet 
y la dificultad para adaptarse inicialmente dicha modali-
dad. De igual modo, llama la atención que una cantidad 

importante de personas afirmaron no percibir desventaja 
alguna. 
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Figura 1.20. Desventajas de la aplicación de la modalidad de teletrabajo, julio 2020

Fuente: Tomado de Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 2020. 

En cuanto al grado de satisfacción con la modalidad labo-
ral, el 73,7% de las personas afirmó estar bastante satisfe-
cha, un 16,5% algo satisfecha y un 2,8% indicaron estar 
poco satisfecha (MTSS, 2020). Además, el 81,1% de las 
y los participantes manifestó estar dispuesto a seguir en 
teletrabajo, y sólo un 11,9% se opuso a ello. 

En términos generales, los resultados de este estudio evi-
dencian la necesidad de mejorar los datos recolectados so-
bre con el sector privado, ya que los datos recopilados no 
visibilizan el teletrabajo en dichas organizaciones. Junto 
con esto, en el estudio se identifican varias oportunidades 
de mejora relacionadas con:

•	 La creación de herramientas para fortalecer el ma-
nejo de emociones y la adaptación de herramientas 
tecnológicas.

•	 El diseño de una gestión de procesos en la que se 
asignen tareas y fomente mejor comunicación entre 
empleadores y personas trabajadoras.

•	 Garantizar que el personal cuente con condiciones 

(ambientales, tecnológicas y ergonómicas) que le 
permitan teletrabajar.

•	 Procurar que en la aplicación del teletrabajo se 
adopten medidas que “garanticen la protección de 
datos utilizados y procesados por la persona teletra-
bajadora durante su función” (MTSS, 2020, p.44).

•	 Igualmente, al finalizar la pandemia es importante 
que se promueva una “política pública que procure 
una mayor satisfacción laboral y una mejor cali-
dad de vida de las personas trabajadoras” (MTSS, 
2020, p.44). Para lograr esto, resulta necesario que 
se indague aún más en otros aspectos clave que no 
fueron cubiertos por esta primera consulta. Si bien 
los datos que el estudio aporta son sumamente va-
liosos ya que brindan datos relevantes, estos deben 
ser complementados con otras investigaciones en 
las que no sólo se logre conocer a fondo la situación 
del sector privado en la aplicación del teletrabajo; 
sino también indagar en cuestiones como:
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a.	 Las condiciones en que las personas trabaja-
doras realizan el teletrabajo y el equipamiento 
TIC y condiciones tecnológicas utilizadas. 

b.	 El balance entre la vida personal y las obli-
gaciones laborales, con el fin de identificar si 
existen diferencias de género que afecten la 
adopción del teletrabajo. 

c.	 Los mecanismos utilizados para dar segui-
miento y verificar la realización del trabajo 
asignados. 

d.	 Las afectaciones en la salud (física y mental) 
que puede ocasionar el teletrabajo, y las estra-
tegias que pueden aplicarse desde una perspec-
tiva de salud ocupacional amplia e integral. 

e.	 Las diferencias en la aplicación efectiva de la 
normativa nacional vigente para el teletrabajo. 

f.	 La identificación de normas y políticas in-

ternas creadas por las instituciones y empre-
sas para fomentar el teletrabajo y determinar 
buenas prácticas que pueden ser replicadas en 
diferentes espacios. 

1.10.2 Situación de la Transformación 
Digital del sector público costarricense

Una consulta realizada por la Contraloría General de la 
República (CGR) en el 2020 a 129 instituciones públicas 
previo al inicio del Covid-19, señaló que el país tenía “ni-
veles muy incipientes en la transformación y desarrollo 
de procesos internos…con una planificación institucio-
nal baja, en términos de tecnologías de la información 
y capacitación de personas encargadas a brindar los ser-
vicios públicos” (Contraloría General de la República, 
[CGR], 2020, p.8).

Figura 1.21. Caracterización de las tecnologías de la información en el sector público 
costarricense previo al Covid-19

Fuente: Tomado de la CGR, 2020. 
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Sin embargo, al iniciar la pandemia la integración de 
las TIC fue necesaria para poder asegurar la continui-
dad operativa de las distintas organizaciones públicas. 
A partir de esto, “un alto porcentaje de las instituciones 
públicas reportan modificaciones en algún proceso que 
anteriormente se ejecutaba de manera presencial o física, 
dado que en esta emergencia su prestación sea de forma 
digital, aun cuando solamente pocas entidades requirie-
ron realizar gastos adicionales en tecnologías” (CGR, 
2020, p.9). El 72% de las 129 instituciones públicas 
consultadas digitalizaron procesos durante la pandemia, 
aunque sólo el 30% llevó a cabo gastos adicionales para 
adquirir tecnología en dicho período. 

Según un análisis sobre la ineficiencia realizado por la 
CGR para los años 2010 a 2018, se revelaron importantes 
brechas en diferentes áreas, sin embargo, la ineficiencia en 
mano de obra y en capital fue mucho más elevada en los 
gobiernos locales. De igual modo, al comparar el uso de 
los factores productivos a nivel de servicios económicos, 
sociales y públicos generales, se evidenció que estos últi-
mos presentan “un comportamiento ineficiente en lo que 
respecta a la fuerza laboral la cual alcanza brechas de 29%” 
(CGR, 2020, p.11). Para la CGR estas brechas suponen 
oportunidades de mejora que deben aprovecharse para ge-
nerar mayor valor público, sin necesidad de contratar más 
personal o en otro tipo de remuneraciones. 
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Fuente: Tomado de la CGR, 2020. 

La estructura productiva actual de la Administra-
ción Pública muestra que la mayoría de las institu-
ciones son “poco intensiva en factores de produc-
ción tecnológicos, es decir, tanto la fuerza laboral 
como la inversión en capital” (CGR, 2020, p.12), 
suelen ser poco tecnológicas. Además, según da-
tos de la CGR sobre la distribución del gasto des-
agregado por mano de obra en capital tecnológico 
y no tecnológico en 189 organizaciones públicas, 
indican que el “82% de las instituciones no son 
intensivas en factores de producción tecnológicos, 
mientras que el 3,7% son intensivas en mano de 
obra tecnológica y el 14,3% lo son en gasto de 
capital tecnológico” (CGR, 2020, p.12). 

Figura 1.23. Caracterización de los factores 
productivos en el sector público

Fuente: Tomado de la CGR, 2020. 
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Para la Contraloría, una de las formas en que se puede 
reducir las ineficiencias detectadas en la Administra-
ción Pública, es impulsar y profundizar la transforma-
ción digital. Esto implica hacerle frente a una serie 
de retos que tienen relación con la gestión y cultura 
organizacional de este sector. En ese sentido, los resul-
tados de la consultada efectuada por el ente contralor 
revelaron que los principales aspectos que limitan la 
transformación digital tienen relación con “factores 
culturales o centrados en las personas, por encima de 
los procesos institucionales y de la tecnología” (CGR, 
2020, p.13). 

Figura 1.24. Aspectos que limitan la trans-
formación digital en la Administración 
Pública

Fuente: Tomado de la CGR, 2020. 

La cultura juega un papel fundamental ya que tiene rela-
ción con aspectos internos y externos de la organización. 
Estos últimos se manifiestan en los comportamientos de 
las personas funcionarias y no siempre pueden ser fácil-
mente cambiados. Esto implica que para orientar a las 

instituciones públicas hacia la transformación digital “re-
quiere de acciones estratégicas que pueden llegar a visua-
lizar los resultados en un mediano y largo plazo” (CGR, 
2020, p.13), además de una gestión adecuada de la cul-
tura organizacional en la que se identifique el estado de 
situación de la misma, se determinen factores positivos, 
limitantes propias, brechas y aspectos prioritarios que de-
ben ser abordados para modificar la cultura. 

Lo anterior debe ser complementado con un monitoreo 
continuo de la cultura, ya que esta cambia con el tiempo 
y también los “elementos del entorno como los propósitos 
y objetivos institucionales, las necesidades ciudadanas, la 
tecnología, las herramientas y capacidades de las personas” 
(CGR, 2020, p.13), así como mantener una vinculación 
clara y constante con la estrategia institucional. Sin em-
bargo, la estrategia de las organizaciones debe reflejar una 
visión estratégica de la transformación digital en la que 
se fortalezca la gobernanza digital mediante la puesta en 
práctica de un modelo integral en el que la Administración 
Pública sea vista como un “sistema compuesto de actores 
que interactúan entre sí para el cumplimiento de objetivos 
generales en común” (CGR, 2020, p.16). 

En este modelo, resulta fundamental el fomento de la 
gobernanza digital ya que esta implica un accionar que 
va más allá de la digitalización de servicios, y que refie-
re a una forma en la que “el gobierno, la ciudadanía y 
las distintas partes interesadas se relacionan mutuamen-
te haciendo uso de mecanismos digitales” (CGR, 2020, 
p.16). Debido a que esta no se limita únicamente a la 
adopción de TIC y a que en la actualidad, los cambios en 
la escena tecnológica han ocasionado constante transfor-
maciones en las demandas ciudadanas y en la prestación 
de los servicios públicos, es necesario crear un “modelo 
de gobernanza claro, que permita el establecimiento de 
roles y trabajo conjunto con miras a lograr una mejora 
en términos de eficacia, eficiencia, participación ciuda-
dana y transparencia, todo en un marco que propicie la 
rendición de cuentas y el cumplimiento de la normativa” 
(CGR, 2020, p.16). 

Para alcanzar esto y propiciar una adecuada gobernanza digi-
tal, la CGR propone 8 pilares que deben guiar la formulación 
de políticas públicas en materia de transformación digital:

1.	 Fortalecimiento del modelo de gobernanza digi-
tal: este busca disminuir la ineficiencia, fortalecer 
las relaciones entre los diversos actores intersecto-

50%  cultura

30% procesos

20% tecnología



71Capítulo 1  Institucionalidad y políticas públicas TIC

5.	 Transparencia a través de gobierno abierto: indica 
la importancia de que se mejoren continuamente 
los procesos de apertura de datos en las institucio-
nes públicas del país, de modo que esto se realice 
bajo los mejores estándares de transparencia y datos 
abiertos, siendo esencial que los datos procedan de 
fuentes primarios, sean “oportunos, accesibles…
procesables a través de herramientas informáticas, 
no discriminatorios en su uso…ser libre de licen-
cias y propiedad intelectual” (CGR, 2020, p.19). 

6.	 Política Pública con base en evidencia científica: 
refiere al doble objetivo de crear información que 
resulte confiable y oportuna para la formulación 
de políticas públicas, así como a la necesidad de 
fomentar que la apertura de datos estimule la crea-
ción de políticas conjuntamente con diferentes ac-
tores, así como con la ciudadanía. 

7.	 Consolidación del sistema de innovación pública: 
supone que la innovación tiene que adquirir un 
rol fundamental dentro del sector, y que se debe 
generar un mayor y mejor aprovechamiento de los 
productos de la ciencia y la tecnología en la Ad-
ministración Pública. Esto requiere de un cambio 
de mentalidad en el que la innovación no debe 
ser vista como un proceso lineal que siempre lleva 
a innovaciones exitosas, lo que no significa des-
incentivarla sino gestionarla con el “fin de evitar 
grandes afectaciones a la hacienda pública, propi-
ciando el establecimiento de espacios de prototi-
pado de ideas que permitan identificar y compro-
bar el éxito de proyectos antes de ser puestos en 
marcha” (CGR, 2020, p.21). 

8.	 Institucionalidad adaptable: impulsar la transforma-
ción digital significa actuar en un marco de acción 
en el que la regulación existente además de ser clara 
también debe propiciar un entorno más adaptable y 
ágil, lo que representa un enorme reto que no debe 
dejarse de lado. Considerando la necesidad de que 
se cuente con espacios que fomenten la cooperación 
y se atienda a los “principios fundamentales del de-
recho, un marco ético claro y la integración de las 
reglas de la ciencia y de la técnica, pueden convertirse 
en elementos esenciales del ordenamiento jurídico, 
lo que direcciona hacia un nuevo modelo ya no je-
rárquico” (CGR, 2020, p.22). 

riales presentes en el ecosistema de la gobernanza 
digital del país y potenciar la ejecución de los pro-
yectos de la Estrategia de Transformación Digital, 
que tienen diverso grado de avance. 

2.	 Transformación hacia una gestión pública eficien-
te: lograr este objetivo implica reconocer que la 
introducción de TIC no es el único aspecto deter-
minante que incide en la eficiencia de una organi-
zación, sino que también se requiere de un entor-
no y condiciones que la propicien. Esto implica 
asumir una actitud crítica y de mejora continua y 
proponer cambios internos “en la gestión del po-
tencial humano con el fortalecimiento de capaci-
dades duras y blandas, la agilización de procesos 
y servicios y la selección de tecnología que vaya 
acorde con las particularidades de cada organiza-
ción y la ciudadanía” (CGR, 2020, p.18). 

3.	 Definición clara de roles y compromisos: supone 
que todas las partes tienen claridad sobre el pro-
pósito de las intervenciones que se realizan y de las 
responsabilidades que deben asumir para logro de 
resultados más efectivos. También conlleva valorar 
que el alcance de ciertos objetivos no necesaria-
mente se basa en obligaciones establecidas legal-
mente, por lo que resulta necesario que se fortalez-
ca el liderazgo de la rectoría sectorial de modo que 
este propicie el cumplimiento de todas las partes 
involucradas. Además, “aun cuando se cuentan 
con recursos disponibles, planes establecidos, me-
tas claras y objetivos cuantificables, el abordaje de 
las necesidades sociales con alto grado de eficacia, 
requiere de compromiso en el cumplimiento de 
los roles asignados” (CGR, 2020, p.19).

4.	 Fortalecimiento de la participación ciudadana: re-
fiere a la necesidad de transformar los mecanismos 
de participación ciudadana tradicionales, lo que 
obliga a la búsqueda de una mayor diversificación 
de los canales existentes, así como la introducción 
de tecnologías que hagan más rápidos los procesos 
y contribuyan a fortalecer la confianza de la ciu-
dadanía en las instituciones. Esto también debe 
ser acompañado por la construcción de capacida-
des en la población de modo que sus opiniones 
fomenten insumos de alto valor que sirvan para 
orientar la gestión pública. 
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Recuadro  
1.1.

¿Qué es la transformación digital?

Desde una perspectiva integral, la transformación digital no se limita únicamente a la incorporación de TIC, sino 
que por el contrario esta implica la conjunción de aspectos culturales y el diseño de una estrategia mediante la cual 

se busca la integración de “nuevas tecnologías al quehacer organizacional que impliquen un cambio significativo en 
la experiencia de las personas usuarias de los servicios públicos, aumentado con ello el valor agregado” (CGR, 2020, p.7). 

Esta se considera como una oportunidad para cambiar el modo de operación tradicional de la Administración Pública, ofreciendo 
la posibilidad de innovar la forma como se prestan los servicios públicos, lo que puede generar ofrecer bienes y servicios 
públicos más eficientes y producir ahorros en recursos y tiempos de respuesta. Desde esta perspectiva la transformación digital 
se sustenta en cuatro pilares: a) personas, b) procesos institucionales, c) tecnología y d) estrategia. 

Pilares de la Transformación Digital

Desarrollar un proceso de transformación digital requiere que los procesos institucionales sean examinados y que esos 
incorporen un enfoque basado en las necesidades de las personas usuarias, así como en la mejora continua, lo que a larga 
permite contar con servicios cada vez más personalizados. De la mano de esto, se debe procurar que los bienes y servicios 
que producen las instituciones públicas se basen en procesos interoperables, lo que implica definir los roles y procedimientos 
requeridos para generar resultados, y crear “insumos compatibles entre los distintos sistemas utilizados en la Administración 
Pública” (CGR, 2020, p.10).

Igual de importante resulta que los procesos de gestión incluyan espacios de innovación pública, entendida esta última como 
un medio para generar soluciones que además de ajustarse a lo que requiere la población, sean capaces de “potenciar el 
aprovechamiento de nuevas capacidades y habilidades en las personas encargadas de brindar los servicios en conjunto con 
las…partes interesadas” (CGR, 2020, p.10). 

Conjuntamente, todo esto conduce a la optimización de recursos, produce servicios públicos más eficientes y supone un 
ahorro significativo para el Estado. De hecho, se estima que la transformación digital puede llevar a un ahorro estimado para 
el periodo 2018-2023 de entre el 2,8% y el 3,3% del Producto Interno Bruto (PIB), lo que representa una oportunidad que 
indudablemente debe ser aprovechada (CGR, 2020). Sin embargo, para que ello sea posible se deben impulsar cambios 
culturales, de procesos y de estrategia en las organizaciones públicas, así como la adopción de una visión integral y sistémica. 

Fuente: Elaboración propia con base a CGR, 2020. 

•	 Impulsan la cultura organizacional, el liderazgo, las competencias y la gestión del 
conocimiento (CGR, 2020).

•	 Trabajan en espacio colaborativo

•	 Permiten que el hacer institucional se alinee con los cambios tecnológicos que 
ocurren.

•	 Implica una integración tecnológica con un enfoque de cambio.
•	 Busca que los servicios públicos sean continuos, ágiles, transparentes, accesibles, 

seguros y que no acrecienten la brecha digital. 

•	 Representa la visión institucional a través de la cual se logra mayor aprovecha-
miento de las ventajas que trae la transformación digital. 

•	 Cambia la forma como se ofrecen los servicios públicos.

PERSONAS

PROCESOS 
INSTITUCIONALES

TECNOLOGÍA

ESTRATEGIA
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1.11 LEGISLACIÓN Y PROYECTOS 
DE LEY TIC

El siguiente apartado está dedicado al análisis de dos nor-
mas a través de las cuales se ha creado institucionalidad 
específica en materia de innovación y gobierno digital; 
estas corresponden a la Ley de Creación de la Promotora 
Costarricense de Innovación e Investigación y la Ley de 
creación de la Agencia Nacional de Gobierno Digital. La 
sección finaliza con el abordaje del Proyecto de Ley para 
atraer trabajadores y prestadores remotos de servicios de 
carácter internacional.

Ley de Creación de la Promotora Costarricense de 
Innovación e Investigación 

Esta ley promovida en mayo del 2021, plantea una 
transformación al Consejo Nacional para Investigacio-
nes Científicas y Tecnológicas (Conicit) para que este se 
convierta en la Promotora Costarricense de Investigación 
e Innovación (Ley N°9971, 2021, artículo 1). Esta enti-
dad formará parte del Sistema Nacional de Ciencia, Tec-
nología e Innovación (SNCTI) y funcionará como una 
institución autónoma con independencia administrativa 
y operativa, personalidad jurídica y patrimonio propios 
(Micitt, 2021c). 

El trabajo de la Promotora deberá orientarse hacia la “pro-
moción de la innovación y el desarrollo científico y tec-
nológico como ejes para alcanzar el desarrollo productivo 
y social del país, a través de la ejecución de instrumentos, 
programas y otros lineamientos de política pública dicta-
dos por el Poder Ejecutivo”(Ley N°9971, 2021, artículo 
2). En línea con dicho fin, la promotora estará a cargo del:

a.	 Diseño, administración, preparación y ejecu-
ción de fondos que promuevan la investiga-
ción básica, aplicada, el desarrollo tecnológico, 
la innovación, los emprendimientos innova-
dores, la transferencia tecnológica y la mano 
de obra especializada en las áreas de ciencia, 
tecnología e innovación (CTI). 

b.	 Colaborar con diversos agentes del SNCTI 
para fomentar las redes de conocimiento y los 
procesos de investigación e innovación abier-
ta y colaborativa, y la proyección nacional e 
internacional de las tecnologías. 

c.	 Fortalecer las capacidades para gestionar la 
innovación mediante el diseño y ejecución de 
planes de acompañamiento y capacitación. 

d.	 “Financiar programas de becas de formación 
técnica, especializada, de grado o de posgra-
do, en instituciones de reconocida excelencia 
en el país y en el exterior en campos de inte-
rés para el desarrollo científico y tecnológico 
nacional”, según lo establecido en el Plan Na-
cional de Ciencia, Tecnología e Innovación 
(PNCTI). 

e.	 Gestionar fondos de instancias públicas y pri-
vadas, y dar servicios que se enmarquen en el 
ámbito de acción de la promotora. 

f.	 Darle seguimiento al uso y destino de los 
fondos que se asignen a “proyectos de inves-
tigación, desarrollo tecnológico, innovación 
y transferencia tecnológica” (Ley N°9971, 
2021, artículo 6), así como monitorear y eva-
luar los proyectos financiados. 

g.	 Elaborar informes sobre los resultados alcan-
zados por los proyectos financiados. 

h.	 Analizar prospectivamente los objetivos y 
competencias de la Promotora. 

Para el cumplimiento de dichas obligaciones la norma 
dispone la creación de una Junta Directiva para la Pro-
motora. Ese órgano estrá integrado por el Micitt -que 
lo presidirá-, el Ministerio de Economía, Industria 
y Comercio (Meic), el Consejo Nacional de Rectores 
(Conare), la Coalición Costarricense de Iniciativas de 
Desarrollo (Cinde), la Unión Costarricense de Cáma-
ras y Asociaciones de la Empresa Privada (Uccaep), la 
Cámara de Industrias de Costa Rica (CICR), el Institu-
to Nacional de Aprendizaje (INA) y la Cámara Nacio-
nal de Agricultura y Agroindustria (CNAA). Las y los 
miembros de la Junta Directiva serán nombrados por 
un período de cinco años por el Consejo de Gobier-
no, siendo posible su reelección por una única vez (Ley 
N°9971, 2021).

La Junta Directiva de la Promotora tendrá a cargo la re-
glamentación que regirá la organización y funcionamiento 
de la Promotora, la aprobación, seguimiento y modifi-
caciones del presupuesto anual, la aprobación de estados 



74 Informe hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento 2021

financieros, la evaluación del Plan Estratégico y el Plan 
Anual de Labores, comisionar auditorías y evaluaciones, 
nombrar y remover al gerente general y al auditor interno, 
integrar comités temáticos para tratar temas específicos y 
aprobar la conformación de un Consejo Asesor Externo 
que “apoye las labores de definición estratégica de la Junta 
Directiva”(Ley N°9971, 2021, artículo 9) y de fideicomi-
sos que contribuyan a los objetivos de la promotora. 

Cabe señalar que el reglamento que detalla los aspectos 
organizativos de la Promotora ya inició su formulación. 
Una vez que se oficialice dicho reglamento se comenzará 
la elaboración del Plan Estratégico para el cual también se 
tendrá un periodo de 6 meses para su desarrollo (F, Torres-
Carballo, comunicación personal, 10 de septiembre del 
2021).

Para el alcance de sus objetivos, la Promotora será financia-
da por dos vías principales. Mientras que para su funciona-
miento ordinario, contará con fondos procedentes de “una 
transferencia del Gobierno de la República no inferior y 
equivalente al catorce por ciento (14%) del presupuesto 
del Micitt” (Ley N°9971, 2021, artículo 17); los progra-
mas y proyectos que la entidad desarrolle se ejecutarán con 
recursos de fuentes diversas tales como la venta de servicios 
por parte de la Promotora, el Fondo de Incentivos para la 
Promoción y el Desarrollo de la Ciencia, la Tecnología y la 
Innovación, el Programa de Apoyo a la Pequeña y Media-
na Empresa (Propyme), fondos de cooperación internacio-
nal, convenios y donaciones11, entre otros. 

Debe tenerse en cuenta que la promulgación de esta norma 
implica una derogatoria de la Ley de Creación del Consejo 
Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas (Ley 
N°5048, 1972) e introduce un conjunto de reformas a la 
Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas Empresas 

11	 Dichos recursos deberán ser utilizados para financiar pro-
gramas de becas para formación técnica especializada (a 
nivel de grados y/o posgrado) en áreas de interés para el 
desarrollo científico y tecnológico nacional, programas de 
proyectos de investigación en las áreas de acción de la Pro-
motora, programas “de incentivos y de acompañamiento 
institucional para propiciar los emprendimientos innova-
dores y de base tecnológica”(Ley N°9971, 2021, artículo 
17), instrumentos y programas para fomentar la innovación, 
los emprendimientos innovadores y de base tecnológica, la 
investigación básica, la investigación aplicada y el desarrollo 
tecnológico, la transferencia tecnológica y el capital huma-
no especializada en las áreas de CTI. 

(Ley N°8262, 2002) y la Ley de Promoción del Desarrollo 
Científico y Tecnológico (Ley N°7169, 1990). Esta última 
es de particular importancia ya que cambia la denonima-
ción oficial del Micitt para que la cartera pase a llamarse 
Ministerio de Ciencia, Innovación, Tecnología y Telecomuni-
caciones, lo que manifiesta el compromiso de fortalecer el 
trabajo que en años previos ha venido realizando el Micitt 
en el ámbito de la innovación. De manera similar, el Sis-
tema Nacional de Nacional de Ciencia y Tecnología tam-
bién sufrió un cambio en su nombre por el del Sistema 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

En razón de esta modificación, la Ley N°7169 plantea 
una transformación en la visión y propósito final de las 
investigaciones científicas, pues se incorpora a la innova-
ción como una condición necesaria para estimular la in-
vestigación y el desarrollo (I+D) y al proponer una visión 
amplia de la innovación, esta no se limita a únicamente a 
la integración tecnológica, aún cuando en la ley esto no se 
explicite de forma tan directa. 

A partir de esto, la producción científica es vista como un 
proceso que debe propiciar el desarrollo sostenible y la 
productividad del país, lo que transforma la concepción 
plasmada originalmente en la Ley N°7169 y deja las puer-
tas abiertas para que otras formas de innovación e investi-
gación científica contribuyan a los fines establecidos en la 
norma. Es así como la innovación es incorporada trans-
versalmente a lo largo de toda la ley, de modo que ahora 
no sólo se deberá formular política pública en las las áreas 
de Ciencia y Tecnología (CyT) y telecomunicaciones, sino 
también en innovación. Consecuentemente, el Desarrollo 
Científico y Tecnológico del país estará orientado a:

a.	 Mejorar la competitividad del país y a pro-
mover el desarrollo del ecosistema de innova-
ción nacional.

b.	 Complementar y apoyar el desarrollo de ca-
pacidades tecnológicas, de innovación y de-
sarrollo en el sector académico, público y 
privado.

c.	 Estimular la innovación con el fin de que el 
país tenga capacidad para “adaptarse a los 
cambios en el comercio y la economía inter-
nacional” (Ley N°9971, 2021, artículo 23) y 
mejorar las capacidades empresariales de in-
novación y de emprendimiento.
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d.	 Fomentar la gestión tecnológica a lo largo del 
territorio en aras de potenciar la reconversión 
económica. De este aspecto, llama la atención 
la derogatoria del inciso h) de la ley N°7169 
que refería a la necesidad de estimular el desa-
rrollo regional mediante la aplicación de tec-
nologías que ayudaran con el desarrollo de la 
actividad agropecuaria, agroindustrial, forestal 
y acuícola, y la industria relacionada con zonas 
rurales; lo que supone una amplicación en los 
posibles usos de las tecnologías y no lo limita a 
un único sector productivo. 

e.	 Promover investigaciones que desde el ámbito 
jurídico, ético, económico, social, científico 
contribuyan a la mejor comprensión del vín-
culo entre CyT y sociedad, así como del modo 
como las cuestiones de género afectan la cien-
cia, la tecnología y la innovación (CTI), todo 
ello con el fin de dinamizar de la CyT en la 
cultra y el bienestar social. 

Otros de las reformas generadas a la Ley de Promoción 
del Desarrollo Científico y Tecnológico con la promulga-
ción de la Ley N°7169 tienen que ver con la modifica-
ción de los deberes del Estado para fomentar la CTI y la 
consolidación del Plan Nacional de Ciencia, Tecnología 
e Innovación (PNCTI) como el instrumento rector y de 
planificación sectorial que define las prioridades del país 
en el desarrollo científico, tecnológico y la innovación. 
Esto implica que la realización de estudios, aplicaciones y 
la creación de empresas en las áreas tecnológicas priorita-
rias del país deberá guiarse por lo establecido en el PNCTI 
y ya no por el Programa Nacional de Ciencia y Tecnología.

Con la Ley N°7169 el Registro Científico y Tecnológico 
también cambió su nombre por el Sistema de Información 
Nacional de Ciencia y Tecnología (Sincyt). Si bien dicho 
sistema existe desde el 2018 y se ha venido trabajando en 
la construcción de la herramienta; es hasta la promulga-
ción de la Ley de Creación de la Promotora Costarricense 
de Innovación e Investigación que se estableció formal-
mente en una norma. Debe recordarse que el Sincyt fue 
creado por el Micitt con el apoyo del Instituto de Infor-
mación Científica y Tecnológica de Corea (KIST) y Gru-
po ICE, con el propósito de facilitar el acceso al conoci-
miento científico generado en el país y poner a disposición 
del público información diversa en CTI (Micitt, 2018). 

El establecimiento de dicho sistema además de contribuir 
con la divulgación de los productos del conocimiento y la 
transferencia de conocimientos, fortalece los indicadores 
nacionales en CTI y visibiliza las inversiones en I+D. 

Sin lugar a duda, la creación de la Promotora Costarri-
cense de Innovación e Investigación resulta un avance 
significativo, pues constituye un cambio en la orienta-
ción de los procesos de innovación, en el que se pretende 
robustecer e impulsar aún más el trabajo que desde dife-
rentes áreas se viene realizando. Asimismo, con los cam-
bios promovidos en esta norma se busca subsanar parte 
de las debilidades señaladas por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) en 
materia de innovación, pues según esta entidad se deben 
mejorar las inversiones en esta área, fomentar la forma-
ción de más personal investigador y fortalecer la visión 
a largo plazo de la innovación y los datos de CTI dispo-
nibles, de modo que con ello se facilite la evaluación del 
país en este campo (Chacón, 2017). 

A pesar de la relevancia de esta iniciativa, el enfoque de 
trabajo propuesto para la Promotora no ha estado exento 
de señalamientos. Algunas de las observaciones realizadas 
se refieren a las implicaciones que dicha orientación po-
dría ocasionar para el desarrollo científico y tecnológico 
del país. En criterio del catedrático de la Universidad de 
Costa Rica, José María Gutiérrez Gutiérrez, desde la pro-
puesta de esta norma, esta ya mostraba una comprensión 
limitada de la CTI ante el

énfasis desmedido en el tema de la innovación y 
de la aplicación del conocimiento con fines econó-
mico-productivos. Se confiere un excesivo peso al 
desarrollo tecnológico y la innovación y al papel del 
sector empresarial en el complejo ciencia-tecnología 
e innovación, en detrimento de los otros elementos 
del sistema (Gutiérrez, 2021, párr.5).

Todos los componentes del sistema -la generación de co-
nocimiento endógeno, la investigación y la transferen-
cia- deben interactuar de forma equilibrada de modo que 
no se priorice uno por encima de los otros y todos sean 
fortalecidos conjuntamente, para que el sistema opere de 
una forma más integral y holística. Es por ello que en cri-
terio de Gutiérrez, aspectos como la integración mayori-
taria de representantes del sector privado en la Junta Di-
rectiva de la Promotora, contrasta con la representación 
minoritaria de las universidades públicas del país en este 
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órgano. Esto es de particular importancia, sobre todo si 
se considera que desde 1970, son estas universidades las 
que lideran la inversión en investigación, desarrollo e in-
novación (I+D+I) y que más bien la inversión privada ha 
tendido a ser baja en I+D, representando “solo el 21,4% 
de la inversión nacional en I+D durante 2011, de acuer-
do a datos del Estado de la Nación” (Viales, Sáenz & 
Garita, 2021). 

Esta orientación manifiesta un marcado interés para que 
los productos del conocimiento, los avances tecnológicos 
y la investigación sean útiles desde un punto de vista socio-
productivo, lo cual si bien contribuye a dinamizar dichos 

procesos; no toma en cuenta que la actividad científica es 
“más que la provisión de insumos para la innovación y el 
desarrollo económico” (Gutiérrez, 2021, párrr.7). A pesar 
de que esto es cierto, también debe recordarse que algunos 
de los países más innovadores del mundo -como Suecia, 
Corea del Sur o Finlandia- invierten una importante can-
tidad de recursos en la innovación y que en su mayoría 
y generalmente, dicha inversión suele provenir del sector 
privado (ver figura 1.25). En estos países, las empresas in-
vierten “más del 60% de la inversión nacional, compara-
dos con el 35% en América Latina y el Caribe” (Crespi, 
2014, párr.4). 

Figura 1.25. Panorama de la innovación en América Latina y el Caribe

Fuente: Tomado de Crespi, 2014. 
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Si se considera que las inversiones realizadas suelen re-
flejarse como mejoras que inciden en la productividad, 
la creación de productos nuevos u optimizados y en la 
creación de patentes, resulta evidente que la inversión en 
I+D es necesaria para impulsar la innovación, así como 
la transformación productiva de las empresas. Tomando 
en cuenta esto, es entendible que el trabajo de la Promo-
tora se enfoque en fortalecer al sector privado. Por otro 
lado, no debe olvidarse que la “innovación requiere de 
diversos insumos que son generados por diferentes ac-
tores (empresas, universidades y/o centros tecnológicos) 
que pueden tener incentivos inconducentes a la necesaria 
colaboración entre ellos” (Crespi, 2014, párr. 5). 

Esto es así debido a que la naturaleza social de la ciencia 
supone que para identificar las necesidades de investiga-
ción y de producción del conocimiento se requiere de la 
interlocución entre “todos los campos que lo producen: 
las Ciencias, las Humanidades, las Ingenierías y las Cien-
cias Sociales, lo que ayudará a una mejor aproximación 
del desarrollo científico y tecnológico y coadyuvará en su 
gestión al favorecer el diálogo entre Ciencia y Sociedad” 
(Viales, Sáenz & Garita, 2021, párr.1). Con respecto a 
este efecto, el Micitt ha manifiestado que:

los grandes retos de la sociedad y el desarrollo so-
cioeconómico requieren un abordaje multi-inter-
transdisciplinario, [por lo que] estos campos de 
ciencias sociales y humanidades pueden aportar 
en complemento al abordaje que se hace desde la 
ciencia y la tecnología para lograr un enfoque ho-
lístico de soluciones para una mejor atención de 
las necesidades de la sociedad… 

Dado que la innovación no es un proceso lineal, por 
el contrario, es un proceso interactivo de aprendiza-
je entre múltiples actores, estos procesos requerirán 
de la existencia de diversos insumos para materiali-
zarse y del trabajo en sincronía de ese conjunto de 
actores diversos (F, Torres-Carballo, comunicación 
personal, 10 de septiembre del 2021).

Otro aspecto que puede señalarse con respecto a la Ley 
N°7169 es que si bien esta contiene un enfoque de la 
innovación que puede generar potenciales beneficios, 
esta no aborda ni fomenta los procesos de innovación 
que pueden darse desde otros sectores como el público. 
Asimismo, tampoco busca aprovechar el conocimiento 
generado desde otras áreas del conocimiento -como las 
ciencias sociales u otras disciplinas no tradicionalmente 
asociadas a la CTI- en la innovación y a la I+D. Esta es 
una consideración que vale la pena que se tome en cuen-
ta ya que la innovación constituye un proceso complejo 
en el que intervienen diversos factores como la cultura y 
prácticas organizacionales. 

Esto significa que a la par de los esfuerzos de integración 
tecnológica y de producción de conocimiento, también 
se requiere del apoyo de otros campos que coayuduen en 
la identificación de brechas y la proposición de acciones 
concretas que impulsen la innovación en las institucio-
nes y organizaciones en los que no se tenga una visión 
clara sobre la importancia y ventajas que puede aportar 
la innovación. Dicho aspecto debe ser fortalecido en los 
próximos años, de modo que los esfuerzos que se im-
pulsen desde el área empresarial se complementen con la 
innovación que puede desarrollarse desde otros sectores. 

Recuadro  
1.2.

Cambios administrativos y organizativos generados por la Ley 
N°7169

La Promotora de Innovación e Investigación busca mejorar la coordinación entre el proceso de formulación y ejecución de la política 
pública de ciencia, tecnología e innovación. A este efecto, pretende rediseñar la estructura institucional a fin de contar con una institución 

ejecutora que sea capaz de diseñar, ejecutar y administrar, programas e instrumentos de fomento a la ciencia, la tecnología y la innovación de 
forma efectiva y eficiente, contribuyendo a la competitividad, el crecimiento y la diversificación del sector productivo nacional. 

La reforma a la ley 7169 para el Desarrollo Científico y Tecnológico y la derogación de la Ley 5048, permite modernizar la 
institucionalidad pública para el desarrollo de la CTI sin crear nuevas instituciones, ni requerir fondos adicionales, o canalizar otros 
fondos de instituciones existentes. De esta manera se potencian los fondos públicos que ya administra el CONICIT, se aprovechan 
sus 48 plazas, se valora su experticia en el manejo de fondos públicos a través de convocatorias, se mantiene su edificio y flota 
vehicular y se utiliza su figura legal actual como institución autónoma. 
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Ley de Creación de la Agencia Nacional de Gobierno 
Digital 

El proyecto de Ley de creación de la Agencia Nacional de 
Gobierno Digital (Expediente N° 21180) fue aprobado 
en segundo debate el 21 de enero del 2021, haciendo 
una realidad que el país cuente con una entidad especial 
dedicada a la ejecución de políticas públicas para promo-
ver el Gobierno Digital (Prensa Camtic, 2020). Dicha 
iniciativa fue presentada el 12 de diciembre del 2018 por 
22 diputados y diputadas de distintos partidos políticos 
representados en la Asamblea Legislativa y ha sido fuer-
temente liderada por el parlamentario Wagner Alberto 
Jiménez Zúñiga del Partido Liberación Nacional (PLN); 
aunque la versión aplicada cambia en varios aspectos a la 
propuesta de norma presentada originalmente. 

Con la aprobación de esta norma se creó una instancia que 
estará a cargo de la coordinación e integración de las TIC 
en el Estado, promoviendo su uso eficiente y eficaz, y la 
estandarización en los procesos de transformación tecno-

A partir del rediseño de la estructura institucional de Ciencia y Tecnología (CT), el Micitt estará enfocado en el diseño, seguimiento y 
evaluación de la política pública y no en la ejecución, por ende, no participará como hasta ahora, en los procesos de diseño, apertura, 
evaluación y/o aprobación de convocatorias de fondos no reembolsables y otras acciones de esta naturaleza. Uno de los mayores 
ajustes a nivel organizativo-administrativo en virtud de la publicación de la Ley 9971 es la eliminación de la Comisión de Incentivos. 
Todo el proceso de diseño, apertura, evaluación, aprobación y seguimiento de incentivos para la investigación, desarrollo e innovación 
y emprendimiento será realizado por la Promotora. A partir de la creación de la Promotora el MICITT tendrá las siguientes funciones: 

•	 Definir y actualizar el marco conceptual y las métricas asociadas a la política pública en CTI. 

•	 Definir orientaciones para preparar el país para un futuro con base en la CTI. 

•	 Formular o elaborar la política pública en CTI en el marco de coordinación del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación (SNCTI) 

•	 Asegurar el cumplimiento y dar seguimiento a la ejecución la política pública en materia de ciencia, tecnología e innovación en 
el marco de coordinación del SNCTI 

•	 Velar por la articulación efectiva del SNCTI.

Para lograr estos objetivos la institución se encuentra actualmente en un rediseño de las funciones de las Direcciones del 
Viceministerio de Ciencia y Tecnología, así como el fortalecimiento de dichas direcciones.

Con la entrada en vigencia de la Ley 9971 se derogó la Ley 5048 que creó al CONICIT. Sin embargo, la Ley estableció un 
periodo de transición que implica acciones administrativas y financieras, reglamentación de la Ley 9971 y otros aspectos de 
reglamentación Interna (Reglamento de Junta Directiva, Reglamento Autónomo, entre otros).

Asimismo, el Poder Ejecutivo tiene seis meses para nombrar a la Junta Directiva que se está estimando esté en operaciones 
el mes de noviembre del 2021. En cuanto al personal, la Promotora mantendrá las plazas del CONICIT y se están realizando 
los estudios correspondientes para el análisis de los colaboradores, rediseño organizacional y otras acciones. Actualmente la 
institución cuenta con 48 plazas.

Fuente: Tomado de Torres-Carballo, 2021. 

lógica12. A partir de esta visión la nueva ley establece que la 
Agencia Nacional de Gobierno Digital (ANGD) será un 
órgano adscrito al Micitt, con independencia operativa y 
que fungirá como la instancia encargada de 

implementar y ejecutar los servicios y los proyectos 
transversales o estratégicos13 para las instituciones 

12	 Es importante señalar que el gobierno digital es entendido en 
esta ley como el uso sistemático de las TIC en el sector pú-
blico con el objetivo de hacer más eficiente y eficaz la gestión 
pública y mejorar los servicios e información que brindan, la 
transparencia y la participación ciudadana (artículo 3). 

13	 Refiere al conjunto de servicios comunes digitales que se 
ofrecerán como plataformas de acceso a través de las cuales 
las instituciones públicas brindarán sus servicios. Estos es-
tarán alineados con las políticas públicas que emita el Mic-
ittt, siendo incluidos en los planes de acción respectivos y en 
un catálogo de proyectos y servicios que será publicado en 
la página de la ANGD. Los proyectos/servicios serán pro-
puestos por la Agencia para luego ser presentados ante la 
Junta Directiva. El Micitt podrá proponer proyectos y servi-
cios a la ANGD.
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rol de asesoramiento técnico y de liderazgo en el proceso 
de transformación tecnológica. Entre estas se encuentran 
facultades que permiten el diseño de proyectos y servicios 
digitales, la creación de guías técnicas para el desarrollo 
de proyectos/servicios digitales, el desarrollo de espacios 
y mecanismos de coordinación con el Micitt y demás 
actores relevantes dentro del ecosistema digital y darle 
seguimiento y publicar “las estadísticas de uso aprovecha-
miento de los proyectos y servicios transversales” (Expe-
diente N°21180, 2021, artículo 6). 

En el cumplimiento de sus obligaciones la Agencia ten-
drá la potestad de suscribir convenios y contratos nacio-
nales y de ejecutar “de empréstitos de proyectos y servi-
cios transversales digitales de la Administración Pública, 
en materia de gobierno digital” (Expediente N°21180, 
2021, artículo 6). Las actuaciones de la agencia serán 
fiscalizadas por la Contraloría General de la República 
(CGR). 

Por otro lado, la operación de la Agencia se financiará de 
fuentes distintas: a) los ingresos generados con los servi-
cios y proyectos de la ANGD que deberán incluir un cos-
te operación, b) recursos de cooperación internacional, c) 
una asignación del 10% de las subejecuciones de las ins-
tituciones del Gobierno Central de las partidas de equipo 
cómputo y de bienes intangibles del año anterior, c) una 
asignación del 20% del ahorro total que logren las orga-
nizaciones públicas al usar los servicios transversales de 
la ANGD14 y d) donaciones y transferencias de personas 
físicas e instancias públicas/privadas nacionales o extran-
jeras. Además, de llegar a obtenerse excedentes, la norma 
establece que el 50% de estos recursos serán usados para 
amortizar el servicio de la deuda pública, mientras que 
el 50% deberá invertirse en “proyectos tecnológicos de-
finidos por el ente rector, para el fomento del uso de la 
tecnología en poblaciones vulnerables y en zonas rurales” 
(Expediente N°21180, 2021, artículo 7).

Esta ley sienta un importante precedente ya que con 
esta se busca mejorar la calidad de los servicios públicos 
que brindan las instituciones públicas, mejorar el clima 
de negocios del país al hacerlo más atractivo y reducir 
costes operativos asociados a los trámites y servicios que 

14	 Es indispensable que estas instancias incluyan en sus presu-
puestos los costos para cubrir los proyectos y servicios. Di-
cho monto será revisado por el MH y transferido por este. 

de la Administración Pública en materia de go-
bierno digital, con el fin de proveer a la ciudadanía 
un acceso simple, ágil, seguro y transparente a los 
servicios que ofrecen las instituciones…mediante 
modelos que incorporen componentes normativos, 
técnicos, semánticos y organizacionales, que velen 
por la confidencialidad y seguridad de la informa-
ción” (Expediente N°21180, 2021, artículo 1). 

La organización interna de la agencia será definida por 
la vía reglamentaria, sin embargo, contará con una Jun-
ta Directiva y un Gerente. La Junta Directiva tendrá 5 
miembros propietarios y estará integrada por los jerarcas 
del Micitt, el Ministerio Hacienda (MH), Ministerio de 
Economía, Comercio e Industria (Meic), el Ministerio 
de Planificación y Política Económica (Mideplan) y la 
Uccaep. Para formar parte de este órgano deberá “tener 
un conocimiento en el tema de servicios digitales para la 
ciudadanía o simplificación de trámites o simplificación 
de procesos, o tecnologías de información” (Expediente 
N°21180, 2021, artículo 9).

Por su parte, el Gerente de la agencia “tendrá facultades de 
apoderado general y la representación judicial y extrajudicial 
de la agencia” (Expediente N°21180, 2021, artículo 11), 
además será nombrado por un plazo de 5 años, renovables 
por un periodo similar. Este será responsable del funciona-
miento administrativo, técnico y operativo de la agencia; 
ejecutar los acuerdos y resoluciones de la Junta Directiva y 
preparar el presupuesto anual, el plan estratégico, los estados 
financieros y el informe anual, entre otras funciones. 

La ANGD orientará su trabajo procurando hacer más 
eficientes y efectivos los servicios de las instituciones pú-
blicas a partir de la integración y el uso intensivo de las 
TIC en las mismas, así como el desarrollo de proyectos y 
servicios digitales que reduzcan costes para la ciudadanía, 
las empresas y las organizaciones públicas. A este efecto 
deberá desarrollar, ejecutar y administrar proyectos/servi-
cios de gobierno digital y dar acompañamiento y asesora-
miento técnico a la Administración Pública tanto en sus 
respectivos procesos de transformación digital como en 
el desarrollo de sus planes estratégicos de digitalización. 
También tendrá la función de producir insumos que sir-
van para la elaboración de política pública en gobierno 
digital (artículo 6). 

Estas funciones base son complementadas por otras que 
evidencian el interés de que la Agencia cumpla con un 
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brinda la Administración Pública. Además, esta es una 
decisión que se alinea con las recomendaciones dadas por 
la OCDE en el 2017 en materia de Gobierno Digital, 
cuando se subrayó la necesidad de mejora en la adopción 
de iniciativas en este ámbito (Ruiz, 2021). 

Asimismo, por primera vez se obligará a las organizaciones 
e instituciones que conforman la Administración Pública 
a “iniciar planes de trabajo para incorporar la utilización 
de las tecnologías de la información en sus procesos de 
atención ciudadana y procesos internos, asegurando la 
disponibilidad, el acceso, la integridad, la autenticidad, la 
confidencialidad, la ciberseguridad y la conservación de 
los datos y todo lo que establece la Ley 8968, Protección 
de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Perso-
nales” (Expediente N°21180, 2021, artículo 2). Aunado 
a esto, la ley reafirma la rectoría del Micitt en Gobierno 
Digital al establecer que esta cartera será la encargada de 
definir las políticas públicas que ejecutará la ANGD en 
materia de gobierno digital y que deberán cumplir toda 
la institucionalidad estatal. 

Proyecto de Ley para atraer trabajadores y prestado-
res remotos de servicios de carácter internacional 

El proyecto de ley para para atraer trabajadores y pres-
tadores remotos de servicios de carácter internacional 
(Expediente N°22215) fue propuesto por el diputado 
liberacionista Carlos Ricardo Benavides Jiménez junto 
con otros 19 legisladores y legisladoras. Este entró en 
corriente legislativa el 21 de septiembre del 2020 y fue 
votado en primer debate el 10 de junio del 2021. Dicha 
propuesta pretende atraer a personas trabajadoras y pres-
tadoras de servicios remotos con el fin de promover la 
“visitación de larga estancia en Costa Rica y aumentar el 
gasto de recursos de origen extranjero en el país” (Expe-
diente N°22215, 2021, artículo 1). 

A partir de dicho objetivo, la norma propone la creación 
de una nueva subcategoría migratoria, la de la Persona 
Trabajadora o Prestadora de Servicios Remotos15. Esta 
refiere a las personas extranjeras que trabajan de forma 

15	 Esta expresión es equivalente a la expresión nómadas digi-
tales que refiere a “una nueva modalidad que combina tra-
bajo y turismo. Son los…que le apuntan a nuevos destinos 
para trabajar de forma remota, pasear y hacer amistades” 
(Villanueva, 2021, párr.2).

remunerada y remota a través de “medios informáticos, 
de telecomunicaciones o análogos, en favor de una per-
sona física o jurídica que se encuentra en el exterior, por 
lo cual recibe un pago o remuneración proveniente del 
exterior” (Expediente N°22215, 2021, artículo 3). Este 
beneficio será consignado por la Dirección General de 
Migración y Extranjería (DGME) que recibiría y proce-
sará las solicitudes, decidiendo a quien se les otorga esta 
condición. 

Para solicitar esta condición, las personas solicitantes 
deben “presentar un formulario donde se solicite la visa 
y aportar la información necesaria para cumplir con los 
requisitos y formales que el trámite exige” (Expediente 
N°22215, 2021, artículo 7). Para solicitar este beneficio 
las personas interesadas deberán cumplir con varios re-
quisitos, entre los cuales destacan:

•	 El recibir una remuneración estable, rentas fijas 
o ingreso mensual promedio durante el último 
año y cuyo monto debe ser igual o superior a los 
$3000 USD. 

•	 Contar con una póliza de servicios médicos que 
cubra a la persona por la duración de su instancia. 

•	 Pagar la visa de no residente. 

Luego de recibir la solicitud, la DGME tendrá un plazo 
de 5 días hábiles para verificar la información presentada 
por las personas solicitantes, siendo posible que la perso-
na pueda subsanar cualquier información que haya omi-
tido en su solicitud (artículo 7) durante un plazo máxi-
mo de 8 días hábiles. 

Una vez que la solicitud recibe el visto bueno de la 
DGME, esta deberá tramitar la subcategoría migratoria 
y notificar de forma digital a la Dirección General de 
Aduanas y la Dirección General de Tributación las reso-
luciones que otorguen la condición de Persona Trabaja-
dora o Prestadora de Servicios Remotos, junto con una 
copia digital del expediente certificado. 

La condición de Persona Trabajadora o Prestadora de 
Servicios Remotos podrá ser extendida a la persona cón-
yuge o pareja de hecho, así como a las personas adultas 
mayores, hijos e hijas menores de 25 años o con algún 
tipo de discapacidad, que formen parte del grupo fami-
liar del solicitante. Asimismo, para la atención de este 
tipo de solicitudes se pretende que la DGME cuente con 
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una plataforma digital o ventanilla única, de modo que 
el trámite sea más expedito. 

Es importante señalar que de acuerdo con esta propuesta 
de norma, la condición asignada podrá llegar a perderse 
si la persona trabajadora no logra comprobar que sigue 
laborando remotamente o si se constata que realiza la-
bores distintas a las autorizadas por la norma. En el se-
gundo caso, la persona quedará exenta de los beneficios 
tributarios que le concede la ley, entre los que destacan 
la exención total sobre el impuesto a las utilidades y la 
exoneración del pago de impuestos por la importación 
del “equipo personal básico de cómputo, informático, de 
telecomunicaciones o análogos, necesarios para cumplir 
con sus labores o la prestación de sus servicios” (Expe-
diente N°22215, 2021, artículo 17); además de otros 
beneficios no tributarios como la posibilidad de abrir 
cuentas de ahorro en los bancos del Sistema Nacional 
Bancario y la admisión de la licencia de conducir del país 
de origen de la persona solicitante. 

La norma también permite que el Instituto Costarricense 
de Turismo (ICT) pueda “incluir en sus acciones de mer-
cadeo y promoción este segmento de visitantes de larga 
estancia” (Expediente N°22215, 2021, artículo 24), así 
como la suscripción de convenios, alianzas o programas 
que incentiven el ingreso de este tipo de personas traba-
jadoras. 

De acuerdo con la propuesta de norma, el beneficio mi-
gratorio será otorgado por un año con la posibilidad de 
ser prorrogado una única vez por un año adicional. Asi-
mismo, en caso de que la persona trabajadora tenga el 
interés de cambiar su categoría migratoria podrá hacerlo 
por las vías que se definan reglamentariamente. 

Uno de los vacíos de este proyecto de ley es que no es-
pecifica el modo como se verificará que la información 
suministrada por las personas solicitantes es veraz y real-
mente corresponde a las actividades que la categoría mi-
gratoria pretende cubrir. Esto es de especial importancia 
sobre todo si se considera que de no confirmarse adecua-
damente dicha información se podría estimular la llega-
da de personas que podrían estar realizando ocupaciones 
distintas, o inclusive desarrollar actividades ilícitas en el 
país. 

Otro de los señalamientos que se han realizado a este pro-
yecto de ley tiene que ver con las exenciones fiscales que 

se pretenden otorgar a las y los potenciales trabajadores 
durante su estancia en el suelo nacional. A pesar de que 
el proyecto busca estimular la llegada de personas tra-
bajadoras extranjeras para propiciar estancias más largas 
en las que se estimule la reactivación de la economía a 
través del consumo de todo tipo de servicios (especial-
mente los asociados al sector turístico), el MH considera 
que la norma establecería un régimen fiscal preferencial, 
que podría considerarse como “una competencia fiscal 
internacional nociva…que generaría desigualdad tribu-
taria, ya que mientras los trabajadores nacionales de este 
tipo de servicios deberán pagar impuestos, los extran-
jeros recibirían beneficios fiscales” (Pomareda-García, 
2021, párr.4); además, que el proyecto no determina un 
mecanismo de control tributario para fiscalizar el nuevo 
régimen que se crearía. 

Para el MH esto no sólo podría generar desigualdad en-
tre las personas trabajadoras extranjeras y nacionales, sino 
también puede provocar que ciertas empresas ya radicadas 
en el país “trasladen su domicilio hacia jurisdicciones de 
baja o nula tributación, dejando sus trabajadores como re-
motos, exentos del pago de impuestos y seguridad social 
por esta iniciativa y al país sin la percepción de sus rentas y 
consumos” (Pomareda-García, 2021, párr. 10). 

CONSIDERACIONES FINALES

Actualmente, resulta innegable el impacto que el cambio 
climático está generando en nuestro entorno. Todos los 
días resulta posible encontrar noticias que apuntan ha-
cia las consecuencias potenciales que pueden provocar y 
que ya están ocasionando las variaciones en los niveles de 
temperatura del planeta. Este fenómeno no sólo amenaza 
con incrementar el nivel del mar, inducir a la pérdida 
de la biodiversidad, aumentar la frecuencia e intensidad 
de diverso tipo de desastres naturales (como huracanes, 
tornados, inundaciones, entre otros), sino que también 
pone en riesgo la producción de alimentos al alterar la 
fertilidad de los terrenos, acelerar la desertificación y la 
disminución de fuentes de agua disponibles para el con-
sumo humano. 

Este conjunto de afectaciones evidencia que el cambio 
climático incide en las condiciones de vida de la Tierra 
de distintas maneras y visibiliza la necesidad de abordar 
dichas problemáticas. En este contexto, la bioeconomía 
aparece como una vía para fomentar la sostenibilidad 
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ambiental, minimizar los desechos generados en los pro-
cesos productivos, disminuir la dependencia hacia los 
combustibles fósiles y potenciar una adecuada gestión de 
los recursos naturales, así como un aprovechamiento más 
eficiente de los mismos mediante la incorporación de las 
TIC para identificar soluciones y usos más innovadores.

Sin lugar a duda esto plantea un giro en la forma como se 
ha venido produciendo, ya que en este nuevo modelo las 
nuevas tecnologías -especialmente las vinculadas a la in-
dustria 4.0- constituyen un medio que transforma la pro-
ducción y los modelos de negocios tal y como los hemos 
conocido hasta ahora. Asimismo, en esta lógica producti-
va la creación de bienes y servicios debe ser orientada por 
el conocimiento, que como factor productivo debe pro-
curar que la producción no fomente la sobreexplotación 
de recursos, sea más sostenible y estimule la circularidad 
de los procesos productivos. 

Para aprovechar las oportunidades de negocios basadas 
en la bioeconomía se deben crear de estrategias, políticas 
y planes de acción que propicien y establezcan los meca-
nismos de apoyo adecuados que propicien la transición 
de las empresas hacia este nuevo modelo. Por ello no es 
de extrañar que desde el 2013, diversos Estados hayan 
comenzado a desarrollar este tipo de instrumentos en sus 
respectivos territorios. En este contexto, el país parece 
apuntar hacia la dirección correcta con la adopción de la 
Estrategia Nacional de Bioeconomía Costa Rica 2020-
2030, la cual busca establecer una economía más eco-
lógica, descarbonizada y sustentada en el conocimiento.

Aunque el país dispone de un marco normativo y de 
políticas públicas que ofrecen un clima propicio para el 
desarrollo de la economía, también resulta importante 
que se mejore en otros aspectos que pueden incidir en la 
misma, entre los cuales cabe mencionar el fomento de la 
ciencia y la tecnología, así como de las investigaciones y 
estudios que propicien la innovación. Esto implica reo-
rientar los procesos de investigación y el desarrollo (I+D) 
hacia el sector público y privado, de modo que ello con-
tribuya al aprovechamiento efectivo de dichos conoci-
mientos, se propicie mayor competitividad y se posibilite 
el surgimiento de emprendimientos de alta tecnología, 
entre otros beneficios. En todo eso, el fomento de la in-
novación ha adquirido relevancia y es por eso que hoy se 
le presta especial atención al modo como esta puede ser 
potenciada. 

La importancia atribuida a la innovación está vinculada 
con la capacidad de los Estados para lograr que su pro-
ducción y su capital humano sean más especializados, no 
sólo porque repercute en el crecimiento y desarrollo de 
los países, sino también porque mejora su competitivi-
dad y ofrece la posibilidad de aprovechar nuevos nichos 
de mercado. Ello produce una marcada diferencia entre 
los países que deciden prestarle atención a la innovación 
dentro de sus estrategias de desarrollo y es por eso, que 
hoy cada vez más Estados están tomando decisiones que 
les permitan construir ecosistemas de innovación. Costa 
Rica no se ha quedado atrás en esta tendencia y es por eso 
que ha adoptado acciones concretas a través de las cuales 
manifiesta el interés de crear condiciones que resulten fa-
vorables a la innovación en el país. 

Si bien la revisión de la Política Nacional de Sociedad y 
Economía basada en el Conocimiento (PNSyEC) y la 
consecuente incorporación de un eje dedicado a la inno-
vación ejemplifica este interés, quizás una de las medidas 
más importantes sea la creación de la Promotora Costa-
rricense de Innovación e Investigación, ya que con ello 
se transforma el Consejo Nacional para Investigaciones 
Científicas y Tecnológicas (Conicit) en la Promotora y se 
fortalece el liderazgo del Micitt como la entidad rectora 
en materia de innovación.

Con esto no sólo se enriquece el trabajo que se ha veni-
do realizando en esta área, sino también introduce un 
cambio en la orientación de los procesos de innovación, 
de modo que con ello se solventen las falencias que la 
OCDE le ha señalado al país en este ámbito y se mejore 
en otros aspectos clave que afectan los procesos de inno-
vación. Entre las principales debilidades se encuentran el 
fomento de una mayor inversión en I+D sobre todo por 
parte del sector privado que hasta el momento ha tenido 
una participación marginal en la I+D, y que sin lugar a 
duda, repercute en los niveles de competitividad y pro-
ductividad de estas organizaciones. 

Aunado a ello, se debe fortalecer el capital humano espe-
cializado en diversas áreas del conocimiento y construir 
una visión de largo plazo de la innovación; no obstante, 
estos no son los únicos aspectos que deben priorizarse 
ya que puede considerar que hay al menos tres grandes 
desafíos asociados a la mejora del sistema de innovación 
que existe en el país. Primeramente, existe un reto con 
respecto a los diferentes sectores que integran al ecosis-
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tema (academia, empresas, gobierno, entre otros), pues 
entre estos debe el establecerse el diálogo continuo que 
conduzca a la colaboración conjunta y en el que debe 
considerarse los intereses de cada parte participante y las 
consecuentes diferencias que esto puede generar. En se-
gundo lugar, debe trabajarse en pro de la aplicabilidad y 
la transferencia de los procesos de innovación al sector 
público, de modo que estos sean integrados en la cultura 
organizacional de estas instancias y sean utilizados como 
un medio para propiciar la generación de soluciones que 
respondan efectivamente a los problemas públicos y por 
tanto, a las necesidades ciudadanas. 

En tercer lugar, se debe asumir un enfoque crítico y trans-
versal de la innovación en la que esta no sólo se incentive 
el cambio tecnológico. Esto debe ser así ya que para aten-
der todas las facetas de la innovación y sobre todo, para 
propiciar un cambio de mentalidad en las instituciones 
y organizaciones se requiere de la colaboración de otras 
disciplinas que contribuyan en dichos procesos. La inno-
vación es más que integración tecnológica y es ante todo 
un proceso social en el que se busca generar un impacto 
en la sociedad sea para solventar un problema o para ge-
nerar valor público, a través de la transformación de las 
prácticas sociales preexistentes. Esto es especialmente im-
portante porque apunta hacia los aspectos intangibles y 
más abstractos que pueden incidir en el éxito y/o fracaso 
de un proceso de innovación. 

En ello, transformar la cultura es más importante de lo 
que parece, no solo para impulsar mayor innovación, 
sino también para generar la transformación digital, es-
pecialmente en la Administración Pública ya que como 
lo señala la CGR los factores culturales son el principal 
impedimento del sector para fomentar este cambio. Este 
tipo de hallazgos arroja luces sobre la importancia que 
tiene el aspecto cultural en el desarrollo de los procesos 
de digitalización en la institucionalidad pública. Si se 
considera que estas instituciones eran poco intensivas en 
el uso de factores tecnológicos antes de la pandemia y 
que la integración de las TIC se aceleró abruptamente 
una vez que se impusieron las restricciones sanitarias, es 
muy posible que muchas instituciones tuviesen poca pre-
paración para realizar esta transición. Asimismo, de no 
existir prácticas internas y una cultura organizacional que 
vea el valor agregado que pueden aportar las TIC, se co-
rre el riesgo de que cuando finalice la pandemia se estan-

que la transformación tecnológica en algunas instancias. 

A pesar de ello, durante el 2020 y la primera mitad del 
2021, se han registrado avances muy significativos en go-
bierno digital, sobre todo con la emisión de políticas y 
legislación que muestra la intención de contar con una 
regulación que contribuya a la creación de condiciones 
ordenadas que fortalezcan el ecosistema digital en el país. 
En este periodo, la pandemia ha demostrado la impor-
tancia del desarrollo digital para todos los sectores, pero 
también ha visibilizado la necesidad de corregir las bre-
chas que persisten entre las empresas y a lo interno del 
sector público. 

Es de esperar que con la creación de la Agencia Nacional 
de Gobierno Digital esto pueda cambiar ya que además 
de poder generarse una mejora en la calidad de los ser-
vicios públicos y una reducción de los costes operativos, 
por primera vez se contará con un órgano especializado 
que definirá las pautas, que guiarán la digitalización, así 
como la gobernanza digital en el país. Posiblemente, esto 
repercutirá en el desarrollo digital del Estado al fomentar 
mayor estandarización y la masificación de diverso tipo 
de herramientas digitales, así como la concientización so-
bre la importancia de impulsar la transformación digital 
en el sector público. 

Paralelamente, con el incremento en el uso de platafor-
mas electrónicos y la conexión acelerada de miles de mi-
llones de nuevas personas usuarias durante la pandemia, 
se han incrementado las vulnerabilidades y los riesgos 
para los Estados, las empresas y las personas. Esto ha 
llevado a un reforzamiento de la seguridad cibernética 
en todo el mundo, por lo que no es de extrañar que la 
ciberseguridad cada vez más sea considerada como un as-
pecto de atención prioritaria en las agendas políticas de 
todos los países. Costa Rica no ha sido la excepción a esta 
tendencia y por el contrario, su progreso en distintas me-
diciones internacionales de ciberseguridad muestran el 
impacto positivo que han tenido la adopción de medidas 
normativas -y otras de diversa índole- destinadas a forta-
lecer la ciberseguridad, llegando incluso a ubicar al país 
en posiciones de liderazgo en América Latina. Sin embar-
go, aún queda mucho por hacer y se debe continuar tra-
bajando en varios aspectos tales como el fortalecimiento 
de la cultura cibernética y el desarrollo de capacidades de 
implementación de las instancias vinculadas con nuestra 
seguridad cibernética. 
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De igual modo, persisten otros retos asociados con la di-
gitalización intensiva puesto que la evolución tecnológica 
repercute en las conductas delictivas, por lo que obliga 
a reforzar la seguridad cuando se ingresa a Internet o se 
utilizan TIC. Las afectaciones de este tipo de delitos su-
ponen riesgos diferenciados para las personas, especial-
mente para los grupos que por sus particularidades sean 
más vulnerables y tengan mayor riesgo de exposición a 
manifestaciones de violencia al acceder a las TIC. 

Es por ello que la creación de la Estrategia de Prevención 
y Atención del Abuso y Explotación Sexual de Niños, 
Niñas y Adolescentes en Línea 2021-2027, constituye un 
avance sumamente relevante que le da continuidad a los 
esfuerzos que se han venido realizando desde la Comi-
sión Nacional de Seguridad en Línea. Además, de esta-
blecer una hoja de ruta clara que oriente sobre el abor-
daje, las tareas, los roles y las responsabilidades para la 
acción conjunta en la atención de situaciones de violen-
cia que puedan afectar a las personas menores de edad; se 
complementa la legislación nacional y los mecanismos de 
protección que resguardan a esta población. 

En lo que respecta a los avances en materia de gobierno 
abierto, las mediciones internacionales como el Baróme-
tro Regional de Datos Abiertos indican que Costa Rica 
actualmente ocupa una posición de liderazgo dentro de 
América Latina, aunque globalmente, el país aún no lo-
gra alcanzar una puntuación que permita situarlo entre 
los Estados con mejores estándares en datos abiertos. De 
hecho, al observar detenidamente los resultados de esta 
medición se evidencia que los avances más significativos 
se han dado en la apertura de datos; no obstante, persiste 
una notable debilidad en relación con el impacto que ge-
neran los datos que son liberados. 

El que esta sea una falencia presente desde las prime-
ras evaluaciones y que esta se mantenga hasta la actua-
lidad, plantea una serie de interrogantes relacionadas 
con el tipo de datos que las instituciones públicas están 
poniendo a disposición de la ciudadanía y si esto co-
rresponde a información que a la ciudadanía le interesa 
saber, la entiende y sabe cómo procesarla, entre mu-
chas otras preguntas. Tomar en cuenta estas cuestiones 
puede arrojar indicios sobre toda una serie de aspectos 
que no sólo pueden afectar el acceso a estos datos, sino 
también entender por qué estos no están teniendo el 
impacto deseado. 

Por otro lado, la digitalización acelerada por la crisis sa-
nitaria ocasionada por el Covid-19 ha visibilizado la im-
portancia que revisten instrumentos como el Plan Nacio-
nal de Desarrollo de las Telecomunicaciones 2015-2021 
(PNDT), el cual como herramienta de política pública 
ha orientado el desarrollo tecnológico y ha incidido en 
los progresos alcanzados hasta el momento en materia de 
transformación digital y el desarrollo de las telecomuni-
caciones en nuestro país. De acuerdo con la información 
disponible para el último corte, al 2019 se ha logrado un 
importante progreso global en la implementación de este 
PNDT, aunque con atrasos en ciertas áreas. 

Más allá de esto, la experiencia en la implementación del 
PNDT 2015-2021 ha servido para determinar aspectos 
de mejora, así como para identificar nuevos ejes que de-
ben ser incluidos en el nuevo plan. Es por ello que en 
paralelo a la finalización del PNDT 2015-2021, hoy se 
está construyendo lo que será el nuevo PNDT para el 
quinquenio 2022-2027 y como parte de dicho proceso, 
el Micitt ha propuesto una diversificación de los pila-
res, planteando un cambio y mostrando la necesidad de 
profundizar en aspectos que no habían sido incluidos en 
planes previos o que estaban en otras políticas y/o herra-
mientas; y por tanto, refleja la intención de disponer de 
un proceso integral de las telecomunicaciones. 

Si bien el proceso aún no concluido, no deja de consti-
tuir un reto enorme en términos de la conciliación de 
intereses y los diferentes puntos de vista de los actores 
vinculados al sector, los cuales no siempre tienden a coin-
cidir. Aunado a esto, también se debe procurar que tanto 
el nuevo PNDT como otros procesos de política pública 
que se están formulando de manera paralela, puedan ali-
nearse entre sí de modo, se complementen y se evite la 
replicación de esfuerzos, así como la generación de polí-
ticas descoordinadas. 

Finalmente, no puede dejarse de lado el impacto que ha 
tenido el teletrabajo en nuestra sociedad como una mo-
dalidad laboral que a lo largo de la crisis del Covid-19, 
ha sido un medio para permitir la continuidad operati-
va de las organizaciones ante las restricciones sanitarias. 
Aunque desde el 2008 e inclusive hoy se cuenta con una 
ley que regula el teletrabajo en el país, la pandemia fue 
el detonante que aceleró su rápida adopción en todos los 
espacios de trabajo aún en los que el teletrabajo no se 
consideraba posible. En ese sentido y si bien, se ha reco-
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nocido el impacto positivo del teletrabajo para la preven-
ción de contagios, este no necesariamente se asocia a los 
beneficios que este puede provocar. 

Por ello, se corre el peligro de que al finalizar la situación 
se emergencia, muchos sectores puedan verse en la tenta-
ción de desincentivar el teletrabajo. Sin embargo, este no 
debería ser descartado del todo, ya que en un contexto en 
el que las finanzas públicas se encuentran debilitadas el 
teletrabajo puede ser una opción para reducir costes ope-
rativos y además, abre la puerta para que se explore la po-
sibilidad de generar puestos de trabajo que se ajusten a las 
necesidades de personas que por diversas circunstancias 
(por ejemplo el tener un familiar enfermo y/o contar con 
una discapacidad) se les dificulte la asistencia presencial a 
un centro de trabajo. 

Por tanto, para aprovechar las ventajas que puede generar 
el teletrabajo es necesario que se establezca una visión clara 
sobre la instauración de este como una práctica laboral es-
table en el país la cual no debe ser vista como una medida 
de contingencia ante situaciones de emergencia o como una 
práctica ocasional. Esto implica definir aspectos clave y crear 
herramientas que contribuyan con el manejo de emociones 
y la adaptación de herramientas tecnológicas, la adaptación 
de la gestión de procesos a esta modalidad, garanticen con-
diciones adecuadas para teletrabajar, atiendan a las afecta-
ciones que el teletrabajo puede provocar en la salud (física y 
mental), identifiquen las necesidades de salud ocupacional, 
desarrollen estrategias que promuevan el balance entre la 
vida personal y las obligaciones laborales y mejoren los datos 
estadísticos sobre el teletrabajo, entre otros. 
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